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INTRODUCCIÓN 
 

 
La presente publicación persigue una  serie  de objetivos: 

 

1) Informar  sobre los derechos de  las personas con  discapacidad 

con  perspectiva de inclusión  social; 

2) Orientar  en  las  diligencias necesarias  para  hacer efectivos los 

derechos de las personas con  discapacidad; 

3) Contribuir  a una  mayor  toma  de  conciencia sobre el derecho a 

la inclusión  de las personas con  discapacidad. 

El cúmulo  de denuncias, reclamos, quejas e inquietudes 

promovidas ante   este  organismo, las  múltiples   gestiones 

realizadas de oficio por sus  funcionarios/as y el corroborado 

incumplimiento de la profusa legislación vigente  en la materia, han 

demostrado que  las personas afectadas por algún tipo de 

discapacidad y los/as mismos/as funcionarios/as a  cargo de  la 

problemática están desinformados, lo que atenta contra el objetivo 

primordial   de   toda   esa   legislación:  la  inclusión   social   de   las 

personas con  discapacidad. 

 
Dra. Isabel  Ferreira 

Jefa  del Área de Derechos de las Personas con  Discapacidad 

Defensoría del Pueblo de la Ciudad  Autónoma de Buenos  Aires 
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PRINCIPIOS RECTORES 
 

 
La Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

aborda la temática de la discapacidad orientándose en los que  se 

pueden  considerar  principios rectores  en   el  camino  hacia   la 

inclusión  social  de las personas con  discapacidad. 

Esos   principios rectores  indican,   en  primer  término, respetar  el 

protagonismo y valorizar la experiencia de las personas con 

discapacidad  -consideradas  expertas  en   sus   propios asuntos 

según lo manifestado por la Organización de Naciones Unidas-. El 

cumplimiento de  ese  objetivo  implica  contrarrestar el paradigma 

médico-asistencialista al  que  siempre se  han  visto  sometidas y 

elevar  su autoestima en beneficio de su desarrollo personal y a su 

integración social. 

Claro está que para  que ello sea  posible se deberán compensar las 

desventajas producidas por la situación discapacitante, 

equiparando sus  posibilidades de acción con  el resto de los 

integrantes  de   la  comunidad, promoviendo ajustes  razonables 

cuando fuere  necesario. El principio  de  equiparación de 

oportunidades es otro de los principios rectores que  debe guiar la 

tarea de la inclusión  social  de las personas con  discapacidad. 

Otra premisa a tener  en cuenta es  la creación de  áreas inclusivas 

donde personas con  y sin discapacidad analicen la problemática, 

propongan estrategias  de   acción  y  desarrollen actividades de 

difusión,  considerando la transversalidad e interrelación de la 

discapacidad  con   todos  los   otros   temas  que   interesan  a   la 

comunidad. Mientras, será  necesario conformar áreas específicas 

dedicadas a la discapacidad de modo  de incrementar los 

conocimientos acerca  de   ello  para   contrarrestar  los  históricos 

mitos,  creencias y prejuicios imperantes. 

En la convicción de que  es  necesario plasmar en la vida cotidiana 

y  en   la  esfera  de   la  política   pública   el  nuevo   paradigma de 

derechos humanos impuesto en torno  a la discapacidad, a través 

de   una   reforma   legal   o  de   la  modificación  de   las   prácticas 

desarrolladas desde  un  modelo  médico  ya  superado,  se   han 

llevado   a   cabo  acciones  desde  el  campo  de   los   derechos 

humanos, al igual que ha ocurrido con todas las otras minorías  por 

cuya   integración esta  Defensoría del  Pueblo encara  su   lucha 

permanente. El respeto a lo diferente, la aceptación lisa y llana de 
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un hecho tan simple  como que  cada individuo sea  un sujeto único 

e irrepetible permitirá  la construcción de un mundo para  todos. 

Terminar   con  los  prejuicios, mitos   o  creencias respecto a  una 

cuestión de  color  de  piel, a una  identidad sexual u otra,  o a una 

condición  física   o   psíquica  determinada,  es   una   tarea  que 

debemos desarrollar entre  todos. Pero  "entre  todos" no  significa 

que  "todos" detenten la misma  responsabilidad. A diferencia de 

otras  minorías   para   cuya   integración  sólo   resulta  esencial  el 

cambio de  pautas culturales, en  esta temática resulta 

imprescindible, entre  otras cuestiones, la asignación de  partidas 

presupuestarias para   hacer  efectiva la  supresión  de  todas  las 

demás barreras con las que  las personas con discapacidad deben 

enfrentarse. En este punto  cabe resaltar la mayor  responsabilidad 

que tienen  las instituciones del Estado, las organizaciones sociales 

involucradas en la problemática y las empresariales que  justifican 

su existencia brindando servicios a la comunidad. 

Con esa  finalidad, la Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma 

de  Buenos Aires, entre  otras cosas, pone a disposición de  todos 

los  interesados herramientas como este Digesto que  actualiza la 

información de  los  recursos con  que  cuenta la temática que  nos 

ocupa, de  modo  que  una  mayor  participación y control  promueva 

la efectiva inclusión  social  del sector. 
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GUIA DE ORGANISMOS 

CON COMPETENCIA EN LA MATERIA 
 

 

ÁMBITO NACIONAL 
 

A) Comisión Nacional Asesora para la Integración 

de las Personas con Discapacidad 

(dependiente de la Jefatura de Gabinete de Ministros  de la Nación) 

 
Diag. Julio A. Roca  782 - 4° piso 

 

4334-0828/5096 4331-3256/7344 

e-mail:  postmaster@cndisc.gov.ar 

Funciones: establecidas por Decreto 1027/94. Fundamentalmente, 

asesora sobre las  políticas a desarrollar en  materia de 

discapacidad. 

Integra  el Comité  de  asesoramiento y contralor del cumplimiento 

de la Ley 24314  y su Decreto Reglamentario 914/97, el Comité  de 

la   Ley   25730    (Ley   del   Cheque),   el   Consejo   Federal   de 

Discapacidad y el Directorio  del sistema de  Prestaciones Básicas 

(Ley 24901). 

 
B) Ministerio  de Salud de la Nación 

 
Servicio Nacional de  Rehabilitación y Promoción de  las 

Personas con Discapacidad 

(dependiente del Ministerio de Salud  de la Nación) 

Ramsay 2250 

4788-9854 
 

Allí  funcionan distintos Centros de Formación, la Escuela Nacional 

de Órtesis y Prótesis, Centros de Deportes; se realizan  los trámites 

de adquisición de vehículos con franquicias y se gestiona el 

Certificado Nacional  de Discapacidad. 
 

 
Superintendencia de  Servicios de  Salud 

 

Diagonal  Julio A. Rocca. (Diagonal Norte) 530 PB 
 

4344-2800 
 

0-800-222-72583 
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Se  realizan  las averiguaciones y el control  sobre las prestaciones 

de salud  de las obras sociales. 

 

 

C) Ministerio  de Planificación, Inversión Pública y 

Servicios de la Nación 
 

Secretaría de  Transporte de  la Nación 
 

Paseo Colón  135 
 

4349-7117/35/38/39 
 

Se  gestiona la certificación de  documentación necesaria para  la 

gratuidad de transporte público  de pasajeros. (Decreto  38/04) 
 

 
Comisión Nacional de  Regulación del  Transporte (CNRT) 

 

Maipú 88 
 

0800-333-0300 
 

Se  realizan  las  denuncias y reclamos por  incumplimientos de  los 

servicios de transporte colectivo de pasajeros y ferroviarios. 

 
D) Ministerio  de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

 
Secretaría de  Derechos Humanos 

 

25 de Mayo 544 8º Piso 

5167-6500 

 
E) Ministerio  de Trabajo, Empleo y Formación 

de Recursos Humanos 
 

Unidad de  Grupos Vulnerables y Personas con Discapacidad 

Leandro N. Alem 638 

4310-5896 
 

 
Administración Nacional de  Seguridad Social 

 

Córdoba 720 (1055) 
 

4339-1001/1004/1110 

Se   gestionan  los   beneficios  previsionales  por   invalidez   y  por 

insanía. 
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F) Ministerio  de Desarrollo Social y Medio Ambiente 
 

Comisión Nacional de  Pensiones Asistenciales - Secretaría de 

Desarrollo Social de  la Nación 
 

Hipólito Yrigoyen 1447  (1089) 

4379-4800/4876 
 

Se gestionan las pensiones no contributivas. 
 

 

G) Congreso de la Nación 
 

Honorable Cámara de  Diputados de  la Nación - Comisión de 

Discapacidad 
 

Riobamba 25 
 

Se   plantean  y  se   debaten  proyectos  sobre  la  temática  de 

discapacidad. 
 

 
Instituto Nacional contra la  Discriminación, la  Xenofobia y el 

Racismo (INADI)  
 

Moreno  750, 1º piso 

0800-999-2345 

Conmutador 4340-9400 
 

Reciben denuncias por discriminación de cualquier tipo. 
 

 

ÁMBITO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
 

A) Comisión  para la Plena Participación e Inclusión de las 

Personas con Discapacidad (COPIDIS) 
 

Cerrito  268, 9º piso 
 

5552-6500 opción 1 
 

Gestiona las políticas públicas en discapacidad. 
 

Activa el Registro Laboral  Único para  Personas con Discapacidad. 

Se   tramitan  Programas:  de   Subsidios  para   Emprendimientos 

Laborales Productivos, de Fortalecimiento a las Organizaciones de 

la Sociedad Civil  y Becas de Capacitación Laboral. 
 

Se   gestionan  espacios  en   concesión  para   la  explotación de 

pequeños  comercios  en   organismos  públicos  y  reservas  de 

puestos en ferias  artesanales y mercados de la Ciudad. 
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B) Secretaría de Promoción Social del Gobierno de 

la Ciudad de Buenos Aires 
 

Entre Ríos 1492 

4300-9621 

 
C) Legislatura  de la Ciudad de Buenos Aires - Comisión de 

Políticas de Promoción y Acción Social 
 

Perú  130/160 
 

Se debaten proyectos sobre discapacidad 
 
 

D) Dirección  de Tránsito y Transporte de la Ciudad 

de Buenos Aires 
 

Carlos  Pellegrini 211, 9º piso 
 

Solicitud  de estacionamiento  domiciliario. 

 
 

E) Dirección General  de Vías Peatonales 
 

Independencia 3277,  3º piso 
 

Pedido de construcción de rampas. 
 
 

F) Dirección  de Educación Especial 
 

Esmeralda 55, 4º piso 
 
 

G) Hospitales que realizan el Certificado de 

Discapacidad en la Ciudad de Buenos Aires 
 

Hospitales de  acuerdo al tipo  de  Discapacidad: 

Discapacidad Motora 

Hospital  de Rehabilitación M. Rocca 
 

Segurola 1949.  Barrio: Flores 
 

4630-4700 / 4703  / 4800 
 

Para  solicitar  los  requisitos dirigirse  a Hall Central,  Mostrador de 

Informes. 
 

Horario de atención lunes  a viernes  de 8 a 13 hs. 
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Instituto  de Rehabilitación Psicofísica - IREP 

Echeverría 955 

4787-9346 
 

Para  solicitar  los requisitos dirigirse  a Sector Discapacidad. 

Horario de  atención: lunes,  martes y jueves  11  A 13  hs.  Sector 

Discapacidad. 
 
 

Discapacidad Visceral (respiratoria, renal, 

hepática o cardiológica) 

Hospital  de Agudos J. M. Penna - mayores de 18 años 

Almafuerte  406. Barrio: Parque Patricios 

4911-3030 / 2762  / 0517  /5555  int. 279. 

Para  solicitar  los requisitos dirigirse  a Neurología sala  4. 

Horario de atención: lunes,  miércoles y viernes  de 9.00 a 12.00  hs. 

Hospital  General de Agudo  P. Piñero  - menores de 18 años 

Varela 1301.  Barrio: Flores 

4631-8601. Preferentemente Pediátricos 

Para solicitar requisitos dirigirse a Hall de consultorios externos Nº 39. 

Horario de atención: lunes  a viernes  de 8 a 11 hs. 
 

 
Discapacidad  Visual 

 

Hospital  de Oftalmología Santa Lucía 

San  Juan 2021.  Barrio: San  Cristóbal 

4941-5555 / 8081 

Para  solicitar  los  requisitos dirigirse  a  Planta  Baja  ventanilla  "B" 

discapacidad. 

Horario de atención: lunes  a viernes  de 8:30 a 13 hs. 
 

 
 

Discapacidad Mental 
 

Hospital   de  Emergencias Psiquiátricas Dr.  Torcuato  de  Alvear. 

Para  mayores de 18 años 

Warnes 2630.  Barrio: Paternal 

4521-0273 / 0983  / 8457  /0090 

Para  solicitar  los requisitos dirigirse  a la Biblioteca, Planta  Baja. 

Horario de atención: lunes,  miércoles y viernes  de 9 a 12.00  hs. 

Hospital  General de Agudos P. Piñero  - menores de 18 años 

Varela 1301.  Barrio: Flores 
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4631-8100 / 6704  / 0526 

Para  solicitar  los requisitos dirigirse  a Consultorios Externos. 

Horarios  de atención: lunes  a viernes  de 8 a 11 hs. 
 

 
Discapacidad sensorial 

 

Hospital  de Rehabilitación Rocca 
 

Segurola 1949.  Barrio: Flores 
 

4630-4700 / 4703  / 4800 
 

Para  solicitar  los requisitos dirigirse  a Mesa  de Entradas PB. 

Horario  de  atención: lunes  a  viernes  de  8 a  13  hs.  Hall Central, 

mostrador de informes. 
 
 

Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires  - 

Área  de  Derechos de  las  Personas con Discapacidad 

Venezuela 842. PB 

4338-4900 - Internos 7565  ó 7509 

dedis@defensoria.org.ar 
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NORMATIVA  INTERNACIONAL Y NACIONAL 
 

 

CONSTITUCIÓN NACIONAL ARGENTINA. 

Art. 16, 43, 75, Inc. 23 
 

Artículo  16:  La  Nación   Argentina   no  admite prerrogativas de 

sangre, ni de nacimiento: no hay en ella fueros  personales ni títulos 

de   nobleza.  Todos   sus   habitantes  son   iguales  ante   la  ley,  y 

admisibles en los empleos sin otra  condición que  la idoneidad. La 

igualdad es  la base del impuesto y de las cargas públicas. 

Artículo 43:  Toda  persona  puede  interponer acción expedita y 

rápida  de  amparo, siempre que  no exista  otro  medio  judicial más 

idóneo, contra todo  acto  u omisión  de  autoridades públicas o de 

particulares,  que   en   forma   actual  o   garantías  reconocidos 

inminente lesione, restrinja,  altere  o amenace, con  arbitrariedad o 

ilegalidad manifiesta, derechos y por esta Constitución, un tratado 

o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad 

de la norma  en que  se  funde  el acto  u omisión  lesiva. 

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma  de 

discriminación y  en  lo  relativo  a  los  derechos que  protegen  al 

ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como 

a los derechos de  incidencia colectiva en  general, el afectado,  el 

defensor del  pueblo y  las  asociaciones que  propendan a  esos 

fines,   registradas  conforme  a   la  ley,  la  que   determinará  los 

requisitos y formas de su organización. 

Toda  persona podrá interponer esta  acción para   tomar 

conocimiento de  los  datos a ella referidos y de  su  finalidad,  que 

consten en  registros o bancos de  datos públicos, o los  privados 

destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o 

discriminación, para  exigir la supresión, rectificación, 

confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá afectarse el 

secreto de las fuentes de información periodística. 

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado 

fuera  la libertad  física,  o en  caso de  agravamiento ilegítimo en  la 

forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada 

de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por 

el  afectado o  por  cualquiera en  su  favor  y el  juez  resolverá de 

inmediato, aun  durante la vigencia  del estado de sitio. 
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Capítulo VI:  Atribuciones del  Congreso 
 

Artículo 75: Corresponde al Congreso (...) 23. Legislar y promover 

medidas de  acción positiva   que  garanticen la  igualdad real  de 

oportunidades  y  de   trato   y  el  pleno   goce  y  ejercicio   de   los 

derechos reconocidos por  esta  Constitución y por  los  tratados 

internacionales vigentes sobre derechos  humanos, en  particular 

respecto de los niños,  las mujeres, los ancianos y las personas con 

discapacidad (...). 

 
DECLARACIÓN AMERICANA DE 

LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE. Art.  2 
 

Derecho de  igualdad ante la ley 
 

Artículo 2: Todas las personas son  iguales ante  la ley y tienen  los 

derechos y deberes consagrados en  esta declaración sin 

distinción de raza,  sexo, idioma,  credo ni otra  alguna. 

 
DECLARACIÓN UNIVERSAL DE 

DERECHOS HUMANOS. Art. 1, 2 y 7 
 

Artículo 1:  Todos   los  seres humanos nacen libres  e  iguales en 

dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, 

deben comportarse fraternalmente los unos  con  los otros. 

Artículo 2: Toda persona tiene los derechos y libertades 

proclamados en  esta Declaración, sin  distinción alguna  de  raza, 

color,  sexo, idioma,  religión,  opinión  política  o  de  cualquier otra 

índole,  origen  nacional o social,  posición económica, nacimiento o 

cualquier otra  condición. 

Artículo 7: Todos  son  iguales ante  la ley y tienen,  sin distinción, 

derecho a igual protección de la ley. Todos  tienen  derecho a igual 

protección contra toda  discriminación que infrinja esta 

Declaración y contra toda  provocación a tal discriminación. 

 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 

DERECHOS HUMANOS. Art. 1, 13, 17 y 24 
 

Artículo 1: Obligación de  Respetar los  Derechos 

1.  Los  Estados partes en  esta  Convención se  comprometen a 

respetar  los   derechos  y  libertades  reconocidos  en   ella   y  a 
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garantizar su libre y pleno  ejercicio  a toda  persona que  esté sujeta 

a  su  jurisdicción, sin  discriminación alguna  por  motivos  de  raza, 

color, sexo, idioma,  religión, opiniones políticas o de cualquier otra 

índole,  origen  nacional o social,  posición económica, nacimiento o 

cualquier otra  condición social. 

2.  Para   los  efectos de  esta  Convención, persona  es  todo   ser 

humano. 

Artículo 13: Libertad de  Pensamiento y de  Expresión 
 

5. Estará prohibida por la ley toda  propaganda en favor de la guerra 

y toda  apología del odio  nacional, racial o religioso  que  constituyan 

incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra 

cualquier persona o grupo  de personas, por ningún motivo, inclusive 

los de raza,  color, religión, idioma u origen  nacional. 

Artículo 17: Protección a la Familia 
 

4.  Los  Estados partes  deben  tomar   medidas apropiadas para 

asegurar la igualdad de  derechos y la adecuada  equivalencia de 

responsabilidades  de   los   cónyuges  en   cuanto  al  matrimonio, 

durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.  En caso 

de disolución, se adoptarán disposiciones que  aseguren la 

protección necesaria de los hijos, sobre la base única  del interés y 

conveniencia de ellos. 

5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto  a los hijos nacidos 

fuera  de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo. 

Artículo 24: Igualdad ante la ley 
 

Todas las  personas son   iguales ante   la  ley.  En  consecuencia, 

tienen  derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

 

 

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 

PERSONAS  CON DISCAPACIDAD  Y SU 

PROTOCOLO FACULTATIVO. Organización de las 

Naciones Unidas (ONU).  LEY NACIONAL 26378 
 

Artículo 1: Apruébase la Convención sobre los  Derechos de  las 

Personas con  Discapacidad y su protocolo facultativo, aprobados 

mediante resolución de  la Asamblea General de  Naciones Unidas 

A/  RES/   61/   106,   el  día   13   de   diciembre  de   2006.   Ambos 

instrumentos jurídicos  forman  parte  del presente como "Anexo 1" 

y "Anexo 2" respectivamente. 
 

 
26       Digesto sobre derechos de las personas con discapacidad 



Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 

Resolución aprobada  por  la  Asamblea  General  61/106.  24  de 

enero de 2007. 

 

 

CONVENCIÓN SOBRE  LOS DERECHOS DE 

LAS PERSONAS  CON DISCAPACIDAD 
 

La Asamblea General, 
 

Recordando su  resolución 56/168, de  19  de  diciembre de  2001, 

por  la  que   decidió establecer  un  comité   especial,  abierto a  la 

participación de  todos los  Estados Miembros y observadores de 

las Naciones Unidas  para  que  examinase las propuestas relativas 

a una  convención internacional amplia  e integral  para  promover y 

proteger los derechos y la dignidad de las personas con 

discapacidad, sobre la base de  un  enfoque holístico  de  la labor 

realizada  en   las   esferas  del   desarrollo  social,   los   derechos 

humanos y la no discriminación y teniendo en cuenta las 

recomendaciones de  la Comisión de  Derechos Humanos y de  la 

Comisión de Desarrollo  Social,  Recordando también sus 

resoluciones anteriores pertinentes, la última  de  las  cuales es  la 

resolución 60/232,  de  23  de  diciembre de  2005,   así  como las 

resoluciones pertinentes de  la Comisión de  Desarrollo  Social  y la 

Comisión de  Derechos Humanos, Acogiendo con  agrado las 

importantes contribuciones que  han hecho las organizaciones 

intergubernamentales y  no  gubernamentales y  las  instituciones 

nacionales de derechos humanos a la labor del Comité  Especial, 

1.   Expresa  su   reconocimiento  al  Comité   Especial  por   haber 

concluido la elaboración de los proyectos de Convención sobre los 

derechos de las personas con  discapacidad y de Protocolo 

Facultativo de esa  Convención; 

2. Aprueba la Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad y  el  Protocolo  Facultativo de  la  Convención que 

figuran en el anexo de la presente resolución, que  estarán abiertos 

a la firma en  la Sede de  las  Naciones Unidas, en  Nueva  York, a 

partir del 30 de marzo  de 2007; 

3. Exhorta  a los Estados a que  consideren la posibilidad de firmar 

y ratificar la Convención y el Protocolo Facultativo como cuestión 

prioritaria y expresa la esperanza de que  entren en vigor en breve; 
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4.  Pide  al Secretario General que  proporcione el personal y las 

instalaciones  necesarios  para   el  eficaz   cumplimiento  de   las 

funciones de  la  Conferencia de  los  Estados Partes y el  Comité 

previstos en la Convención y el Protocolo Facultativo después de 

la entrada en vigor de la Convención, así como para  la difusión  de 

información sobre la Convención y el Protocolo Facultativo; 

5. Pide también al Secretario General que aplique  progresivamente 

normas y directrices sobre la accesibilidad de  las  instalaciones y 

los  servicios del  sistema de  las  Naciones Unidas, teniendo en 

cuenta  las   disposiciones  pertinentes  de   la  Convención,  en 

particular cuando se  hagan trabajos de renovación; 

6. Pide  a los organismos y organizaciones de las Naciones Unidas 

que tomen medidas para  difundir información sobre la Convención 

y el Protocolo Facultativo y promover su  comprensión, e invita a 

las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales a 

que  hagan otro tanto; 

7. Pide  al Secretario General que  le presente, en  su  sexagésimo 

segundo período de sesiones, un informe relativo a la situación de 

la  Convención y  el  Protocolo  Facultativo y  la  aplicación de  la 

presente resolución, en  relación  con  el subtema titulado 

"Convención sobre  los  derechos de  las  personas con 

discapacidad". 76a  sesión plenaria. 

13 de diciembre de 2006. 
 

Anexo I: Convención sobre los  derechos de  las  personas con 

discapacidad 

Preámbulo Los Estados Partes en la presente Convención, 
 

a) Recordando los  principios de  la Carta  de  las  Naciones Unidas 

que  proclaman que  la libertad,   la justicia  y la paz  en  el mundo 

tienen   por   base  el  reconocimiento  de   la  dignidad  y  el  valor 

inherentes y de  los  derechos iguales e inalienables de  todos los 

miembros de la familia humana, 

b) Reconociendo que  las Naciones Unidas, en la Declaración 

Universal  de  Derechos Humanos y en  los  Pactos Internacionales 

de  Derechos Humanos, han  reconocido y proclamado que  toda 

persona tiene  los derechos y libertades enunciados en esos 

instrumentos, sin distinción de ninguna índole, 

c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad,  interdependencia e 

interrelación   de    todos  los   derechos   humanos  y   libertades 
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fundamentales, así como la necesidad de garantizar que las personas 

con discapacidad los ejerzan plenamente y sin discriminación, 

d) Recordando el Pacto Internacional de  Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos,  la  Convención  Internacional sobre  la  Eliminación   de 

todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la 

eliminación  de todas las formas de discriminación contra la mujer, 

la Convención contra la Tortura  y Otros  Tratos  o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes, la Convención sobre los Derechos del 

Niño  y  la  Convención Internacional sobre  la  protección de  los 

derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus  familiares, 

e)  Reconociendo  que   la  discapacidad  es   un   concepto  que 

evoluciona y que  resulta de  la interacción entre  las personas con 

deficiencias y las  barreras debidas a  la actitud y al entorno que 

evitan su participación plena  y efectiva en la sociedad, en igualdad 

de condiciones con  las demás, 

f)  Reconociendo la importancia que  revisten los  principios y las 

directrices  de   política   que   figuran   en   el  Programa  de   Acción 

Mundial  para  los  Impedidos y en  las  Normas Uniformes  sobre la 

Igualdad de  Oportunidades para  las  Personas con  Discapacidad 

como factor  en  la promoción, la formulación y la evaluación de 

normas, planes, programas y medidas a nivel nacional, regional  e 

internacional destinados  a  dar  una  mayor  igualdad de 

oportunidades a las personas con  discapacidad, 

g) Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas 

a   la  discapacidad  como  parte   integrante  de   las   estrategias 

pertinentes de desarrollo sostenible, 

h) Reconociendo también que  la discriminación contra cualquier 

persona por razón  de su discapacidad constituye una  vulneración 

de la dignidad y el valor inherentes del ser  humano, 

i)  Reconociendo además la diversidad de  las  personas con 

discapacidad, 

j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos 

humanos  de   todas  las   personas  con   discapacidad,   incluidas 

aquellas que  necesitan un apoyo más  intenso, 

k)  Observando  con   preocupación  que,   pese a  estos  diversos 

instrumentos y actividades, las personas con  discapacidad siguen 

encontrando barreras para  participar en  igualdad de  condiciones 
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con  las  demás en  la vida  social  y que  se  siguen vulnerando sus 

derechos humanos en todas las partes del mundo, 

l) Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para 

mejorar las condiciones de vida de las personas con discapacidad en 

todos los países, en particular en los países en desarrollo, 

m)  Reconociendo el  valor  de  las  contribuciones que  realizan   y 

pueden realizar las personas con discapacidad al bienestar general 

y a  la  diversidad de  sus  comunidades, y que  la  promoción del 

pleno  goce de  los  derechos humanos y las  libertades 

fundamentales por  las  personas con  discapacidad y de  su  plena 

participación tendrán como resultado un mayor  sentido de 

pertenencia  de   estas  personas y  avances  significativos en   el 

desarrollo económico,  social   y humano de  la  sociedad y  en  la 

erradicación de la pobreza, 

n) Reconociendo la importancia que  para  las personas con 

discapacidad reviste   su  autonomía  e  independencia   individual, 

incluida  la libertad  de tomar  sus  propias decisiones, 

o) Considerando que  las personas con  discapacidad deben tener 

la  oportunidad  de   participar  activamente  en   los   procesos de 

adopción de decisiones sobre políticas y programas, incluidos  los 

que  les afectan directamente, 

p) Preocupados por  la difícil  situación en  que  se  encuentran las 

personas  con   discapacidad  que   son   víctimas   de   múltiples   o 

agravadas formas de  discriminación por  motivos  de  raza,  color, 

sexo, idioma,  religión,  opinión  política  o de  cualquier otra  índole, 

origen  nacional, étnico, indígena o social,  patrimonio, nacimiento, 

edad o cualquier otra  condición, 

q) Reconociendo que  las  mujeres y las  niñas  con  discapacidad 

suelen estar expuestas a un riesgo  mayor, dentro y fuera del hogar, 

de violencia,  lesiones o abuso, abandono o trato  negligente, malos 

tratos o explotación, 

r)  Reconociendo   también  que    los   niños    y   las   niñas    con 

discapacidad deben  gozar   plenamente  de   todos los  derechos 

humanos   y   las   libertades   fundamentales   en   igualdad   de 

condiciones con  los demás niños  y niñas,  y recordando las 

obligaciones que  a este respecto asumieron los Estados Partes en 

la Convención sobre los Derechos del Niño, 

s)  Subrayando la  necesidad de  incorporar  una   perspectiva de 

género en  todas las  actividades destinadas a promover el pleno 
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goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales por 

las personas con  discapacidad, 

t) Destacando el hecho de  que  la mayoría  de  las  personas con 

discapacidad viven en condiciones de  pobreza y reconociendo, a 

este respecto, la  necesidad  fundamental de  mitigar  los  efectos 

negativos de la pobreza en las personas con  discapacidad, 

u) Teniendo presente  que,  para  lograr  la  plena  protección de  las 

personas  con   discapacidad,  en  particular durante  los  conflictos 

armados y la  ocupación  extranjera, es  indispensable que  se  den 

condiciones de paz  y seguridad basadas en el pleno  respeto de los 

propósitos y principios de  la  Carta  de  las  Naciones Unidas   y se 

respeten los instrumentos vigentes en materia de derechos humanos, 

v) Reconociendo la  importancia  de  la  accesibilidad  al  entorno 

físico, social,  económico y cultural,  a la salud  y la educación y a la 

información  y  las  comunicaciones, para   que   las  personas  con 

discapacidad puedan gozar   plenamente de  todos los  derechos 

humanos y las libertades fundamentales, 

w)  Conscientes  de   que   las  personas, que   tienen   obligaciones 

respecto a otras personas y a la comunidad a la que  pertenecen, 

tienen  la responsabilidad de  procurar, por  todos los medios, que 

se  promuevan y respeten los  derechos reconocidos en  la Carta 

Internacional de Derechos Humanos, 

x) Convencidos de  que  la familia es  la unidad colectiva natural  y 

fundamental de la sociedad y tiene derecho a recibir protección de 

ésta y del Estado, y de  que  las personas con  discapacidad y sus 

familiares  deben recibir  la  protección y la  asistencia necesarias 

para  que  las  familias  puedan contribuir  a  que  las  personas con 

discapacidad gocen de sus  derechos plenamente y en igualdad de 

condiciones, 

y) Convencidos de que una convención internacional amplia e integral 

para  promover y proteger los derechos y la dignidad de las personas 

con  discapacidad  contribuirá significativamente a paliar  la profunda 

desventaja social  de las personas con  discapacidad y promoverá su 

participación, con  igualdad de  oportunidades, en  los  ámbitos civil, 

político, económico, social y cultural, tanto  en los países en desarrollo 

como en los desarrollados, Convienen en lo siguiente: 

Artículo 1: Propósito 

El propósito de  la presente Convención es  promover, proteger y 

asegurar el goce pleno  y en condiciones de igualdad de todos los 
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derechos humanos y libertades fundamentales por todas las 

personas con  discapacidad, y promover el respeto de su dignidad 

inherente. 

Las  personas con  discapacidad incluyen  a  aquellas que  tengan 

deficiencias físicas,  mentales, intelectuales o  sensoriales a  largo 

plazo  que,  al interactuar con  diversas barreras, puedan impedir  su 

participación  plena   y  efectiva  en  la  sociedad,  en  igualdad de 

condiciones con  las demás. 

Artículo 2: Definiciones 
 

A los fines de la presente Convención: La "comunicación" incluirá 

los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la comunicación 

táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de  fácil acceso, 

así  como el lenguaje escrito, los  sistemas  auditivos, el lenguaje 

sencillo,  los  medios de  voz digitalizada y otros  modos, medios y 

formatos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la 

tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso; 

Por "lenguaje" se  entenderá tanto  el lenguaje oral como la lengua 

de señas y otras formas de comunicación no verbal;  Por 

"discriminación  por   motivos   de   discapacidad"  se   entenderá 

cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos  de 

discapacidad que  tenga el propósito o el efecto de  obstaculizar o 

dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio,  en igualdad de 

condiciones, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales en los ámbitos político,  económico, social,  cultural, 

civil  o de otro tipo. 

Incluye   todas  las   formas  de   discriminación,  entre   ellas,   la 

denegación de  ajustes razonables; Por  "ajustes razonables" se 

entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y 

adecuadas que  no impongan una carga desproporcionada o 

indebida,  cuando  se   requieran  en   un   caso  particular, para 

garantizar a las personas con  discapacidad el goce o ejercicio,  en 

igualdad de  condiciones con  las  demás, de  todos los  derechos 

humanos y libertades fundamentales; Por  "diseño universal"   se 

entenderá el diseño de productos, entornos, programas y servicios 

que   puedan  utilizar  todas  las   personas,  en   la  mayor   medida 

posible, sin  necesidad de  adaptación ni diseño especializado. El 

"diseño universal"   no  excluirá  las  ayudas técnicas para   grupos 

particulares de personas con  discapacidad, cuando se  necesiten. 
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Artículo 3: Principios generales 
 

Los principios de  la presente Convención serán: a) El respeto de  la 

dignidad inherente, la autonomía individual,  incluida  la libertad  de 

tomar  las propias decisiones, y la independencia de las personas; b) 

La  no   discriminación;  c)  La  participación  e  inclusión   plenas  y 

efectivas  en   la  sociedad;  d)  El  respeto  por   la  diferencia  y  la 

aceptación de  las  personas con  discapacidad  como parte   de  la 

diversidad y la condición humanas; e) La igualdad de oportunidades; 

f) La accesibilidad; g) La igualdad entre  el hombre y la mujer;  h) El 

respeto a la evolución de las facultades de los niños  y las niñas  con 

discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

Artículo 4: Obligaciones generales 

1. Los Estados Partes se  comprometen a asegurar y promover el 

pleno  ejercicio  de  todos los  derechos humanos y las  libertades 

fundamentales  de  las  personas con   discapacidad  sin 

discriminación alguna  por  motivos  de  discapacidad. A tal fin, los 

Estados Partes se  comprometen a: a) Adoptar  todas las medidas 

legislativas, administrativas y de  otra  índole  que  sean pertinentes 

para   hacer  efectivos los  derechos  reconocidos en  la  presente 

Convención; b)  Tomar  todas las  medidas  pertinentes, incluidas 

medidas legislativas, para  modificar  o derogar leyes,  reglamentos, 

costumbres y prácticas existentes que  constituyan discriminación 

contra las  personas con  discapacidad; c)  Tener  en  cuenta, en 

todas  las   políticas  y  todos  los   programas,  la  protección  y 

promoción de los derechos humanos de las personas con 

discapacidad; d) Abstenerse de actos o prácticas que  sean 

incompatibles con  la  presente  Convención y  velar  por  que   las 

autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo 

dispuesto en ella; e) Tomar todas las medidas pertinentes para  que 

ninguna persona, organización o empresa privada  discrimine por 

motivos  de  discapacidad; f)  Emprender o  promover la 

investigación  y  el  desarrollo  de   bienes, servicios, equipo e 

instalaciones de  diseño universal, con  arreglo  a  la definición  del 

artículo   2  de  la  presente  Convención, que   requieran la  menor 

adaptación posible y el menor  costo para  satisfacer las 

necesidades específicas de  las personas con  discapacidad, 

promover su disponibilidad y uso,  y promover el diseño, universal 

en   la  elaboración  de   normas  y  directrices;  g)  Emprender o 

promover la investigación y el desarrollo, y promover la 

disponibilidad  y  el  uso   de   nuevas  tecnologías,  incluidas las 
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tecnologías de  la información y las comunicaciones, ayudas para 

la movilidad,  dispositivos técnicos y tecnologías de  apoyo 

adecuadas para  las personas con discapacidad, dando prioridad a 

las  de   precio   asequible;  h)  Proporcionar  información que   sea 

accesible para  las  personas con  discapacidad sobre ayudas a la 

movilidad,  dispositivos técnicos y tecnologías de  apoyo, incluidas 

nuevas  tecnologías,  así   como  otras  formas  de   asistencia  y 

servicios e instalaciones de apoyo; i) Promover la formación de los 

profesionales y el personal que trabajan con personas con 

discapacidad  respecto  de   los   derechos  reconocidos  en   la 

presente  Convención, a  fin de  prestar mejor  la  asistencia y los 

servicios garantizados por esos derechos. 

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, 

los  Estados Partes se  comprometen a adoptar medidas hasta el 

máximo  de  sus  recursos disponibles y, cuando sea  necesario, en 

el marco de  la cooperación internacional, para  lograr,  de  manera 

progresiva, el pleno  ejercicio  de  estos derechos, sin perjuicio  de 

las  obligaciones previstas en  la  presente  Convención que  sean 

aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional. 

3.  En  la elaboración y aplicación de  legislación y políticas para 

hacer efectiva la  presente  Convención, y en  otros   procesos de 

adopción de  decisiones sobre cuestiones relacionadas con  las 

personas con discapacidad, los Estados Partes celebrarán 

consultas estrechas y colaborarán activamente con  las  personas 

con    discapacidad,   incluidos    los    niños    y   las    niñas    con 

discapacidad, a través de las organizaciones que  las representan. 

4. Nada  de  lo dispuesto en la presente Convención afectará a las 

disposiciones que  puedan facilitar,  en  mayor  medida, el ejercicio 

de  los derechos de  las personas con  discapacidad y que  puedan 

figurar en la legislación de un Estado Parte o en el derecho 

internacional  en   vigor  en   dicho   Estado.  No  se   restringirán  ni 

derogarán  ninguno   de   los  derechos  humanos y  las  libertades 

fundamentales reconocidos o existentes en los Estados Partes en 

la presente Convención de  conformidad con  la ley, las 

convenciones y los convenios, los reglamentos o la costumbre con 

el pretexto de  que  en  la presente  Convención no  se  reconocen 

esos derechos o libertades o se  reconocen en menor  medida. 

5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas 

las partes de los Estados federales sin limitaciones ni excepciones. 
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Artículo 5: Igualdad y no  discriminación 
 

1.  Los  Estados Partes reconocen que   todas las  personas son 

iguales ante  la ley y en virtud de  ella y que  tienen  derecho a igual 

protección legal  y a  beneficiarse de  la  ley  en  igual  medida sin 

discriminación alguna. 

2. Los Estados Partes prohibirán toda  discriminación por motivos 

de discapacidad y garantizarán a todas las personas con 

discapacidad protección legal igual y efectiva contra la 

discriminación por cualquier motivo. 

3. A fin de  promover la igualdad y eliminar  la discriminación, los 

Estados Partes adoptarán todas  las  medidas pertinentes para 

asegurar la realización de ajustes razonables. 

4.  No  se  considerarán discriminatorias, en  virtud  de  la presente 

Convención, las  medidas específicas que  sean necesarias para 

acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con 

discapacidad. 

Artículo 6: Mujeres con discapacidad 
 

1.  Los  Estados Partes reconocen que  las  mujeres y  niñas   con 

discapacidad están sujetas a múltiples  formas de discriminación y, 

a  ese   respecto, adoptarán medidas para   asegurar que  puedan 

disfrutar  plenamente y en  igualdad de  condiciones, de  todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para 

asegurar el pleno  desarrollo, adelanto y potenciación de  la mujer, 

con el propósito de garantizarle el ejercicio  y goce de los derechos 

humanos  y  las   libertades  fundamentales  establecidos   en   la 

presente Convención. 

Artículo 7: Niños y niñas con discapacidad 
 

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para 

asegurar que  todos los niños  y las niñas  con  discapacidad gocen 

plenamente de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales en igualdad de condiciones con  los demás niños  y 

niñas. 

2. En todas las actividades relacionadas con  los niños  y las niñas 

con discapacidad, una consideración primordial  será  la protección 

del interés superior del niño. 

3. Los Estados Partes garantizarán que  los niños  y las  niñas  con 

discapacidad tengan derecho a  expresar su  opinión  libremente 
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sobre todas las cuestiones que  les afecten, opinión,  que  recibirá  la 

debida consideración teniendo en  cuenta su  edad y madurez, en 

igualdad de  condiciones con  los demás niños  y niñas,  y a recibir 

asistencia apropiada con  arreglo  a su  discapacidad y edad para 

poder ejercer  ese  derecho. 

Artículo 8: Toma de  conciencia 
 

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas 

inmediatas,  efectivas  y  pertinentes  para:   a)  Sensibilizar  a   la 

sociedad, incluso  a nivel familiar, para  que  tome  mayor  conciencia 

respecto de  las personas con  discapacidad y fomentar el respeto 

de los derechos y la dignidad de estas personas; b) Luchar  contra 

los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de 

las  personas con  discapacidad, incluidos  los  que  se  basan en  el 

género o la edad, en todos los ámbitos de  la vida; c) Promover la 

toma  de  conciencia respecto de  las  capacidades y aportaciones 

de las personas con  discapacidad. 

2. Las medidas a este fin incluyen:  a) Poner en marcha y mantener 

campañas  efectivas de   sensibilización  pública   destinadas a:  i) 

Fomentar actitudes receptivas respecto  de  los  derechos de  las 

personas con  discapacidad; ii)  Promover percepciones positivas y 

una mayor conciencia social  respecto de las personas con 

discapacidad; iii)  Promover el reconocimiento de las capacidades, 

los méritos y las habilidades de  las personas con  discapacidad y 

de   sus   aportaciones  en  relación   con   el  lugar   de   trabajo  y  el 

mercado laboral;  b)  Fomentar en  todos los  niveles  del  sistema 

educativo, incluso  entre   todos los  niños  y las  niñas  desde una 

edad temprana, una  actitud de  respeto de  los  derechos de  las 

personas con  discapacidad; c) Alentar a todos los órganos de  los 

medios  de   comunicación  a  que   difundan  una   imagen  de   las 

personas con  discapacidad que  sea  compatible con  el propósito 

de  la presente Convención; d) Promover programas de  formación 

sobre sensibilización que  tengan en  cuenta a  las  personas con 

discapacidad y los derechos de estas personas. 

Artículo 9: Accesibilidad 
 

1.  A fin de  que  las  personas con  discapacidad puedan vivir  en 

forma   independiente  y  participar  plenamente   en   todos  los 

aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas 

pertinentes para  asegurar el acceso de las personas con 

discapacidad,  en   igualdad  de   condiciones  con   las   demás,  al 
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entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, 

incluidos   los  sistemas y las  tecnologías de  la  información y las 

comunicaciones, y  a  otros   servicios e  instalaciones  abiertos  al 

público  o de  uso  público,  tanto  en  zonas urbanas como rurales. 

Estas medidas, que   incluirán  la  identificación  y  eliminación   de 

obstáculos y barreras de  acceso, se  aplicarán, entre  otras cosas, 

a:   a)  Los   edificios,   las   vías   públicas,  el  transporte  y  otras 

instalaciones  exteriores  e  interiores como  escuelas,  viviendas, 

instalaciones médicas y lugares de  trabajo; b) Los  servicios de 

información, comunicaciones  y de otro tipo, incluidos  los servicios 

electrónicos y de emergencia. 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes 

para:   a)  Desarrollar,  promulgar  y  supervisar  la  aplicación de 

normas mínimas  y directrices sobre la accesibilidad de  las 

instalaciones y los servicios abiertos al público  o de  uso  público; 

b) Asegurar que  las entidades privadas que  proporcionan 

instalaciones  y  servicios abiertos  al  público   o  de   uso   público 

tengan en cuenta todos los aspectos de  su accesibilidad para  las 

personas con   discapacidad;  c)  Ofrecer   formación  a  todas  las 

personas involucradas en los problemas de accesibilidad a que  se 

enfrentan las personas con discapacidad; d) Dotar a los edificios  y 

otras instalaciones abiertas al público  de  señalización en Braille y 

en  formatos de  fácil lectura  y comprensión; e) Ofrecer  formas de 

asistencia  humana  o  animal   e  intermediarios,  incluidos   guías, 

lectores e  intérpretes profesionales de  la lengua  de  señas, para 

facilitar  el  acceso a  edificios   y  otras  instalaciones  abiertas  al 

público;   f)  Promover otras  formas adecuadas  de   asistencia  y 

apoyo a las personas con  discapacidad para  asegurar su  acceso 

a  la  información;  g)  Promover  el  acceso de  las  personas  con 

discapacidad  a   los   nuevos  sistemas   y   tecnologías  de   la 

información y las comunicaciones, incluida Internet;  h) Promover el 

diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de sistemas y 

tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en 

una  etapa temprana, a  fin de  que  estos sistemas y tecnologías 

sean accesibles al menor  costo. 

Artículo 10: Derecho a la vida 

Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos 

los seres humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para 

garantizar el goce efectivo  de  ese  derecho por  las  personas con 

discapacidad en igualdad de condiciones con las demás. 
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Artículo 11: Situaciones de  riesgo y emergencias humanitarias 
 

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de  las responsabilidades 

que  les  corresponden con  arreglo  al derecho internacional, y en 

concreto el derecho internacional humanitario y el derecho 

internacional de  los derechos humanos, todas las medidas 

necesarias para   garantizar la  seguridad y  la  protección de  las 

personas con  discapacidad en  situaciones de  riesgo,  incluidas 

situaciones de  conflicto  armado, emergencias humanitarias y 

desastres naturales. 

Artículo 12: Igual  reconocimiento como persona ante la ley 
 

1.   Los   Estados   Partes   reafirman  que    las    personas   con 

discapacidad tienen  derecho en todas partes al reconocimiento de 

su personalidad jurídica. 

2. Los Estados Partes reconocerán que  las personas con 

discapacidad tienen  capacidad jurídica  en  igualdad de 

condiciones con  las demás en todos los aspectos de la vida. 

3.  Los  Estados Partes adoptarán las  medidas pertinentes para 

proporcionar acceso  a  las  personas con  discapacidad al apoyo 

que  puedan necesitar en el ejercicio  de su capacidad jurídica: 

4.  Los  Estados  Partes  asegurarán que   en  todas las  medidas 

relativas al ejercicio  de la capacidad jurídica se proporcionen 

salvaguardias adecuadas y efectivas para  impedir  los  abusos de 

conformidad con  el derecho internacional en materia de derechos 

humanos. Esas salvaguardias asegurarán que  las medidas 

relativas  al  ejercicio   de   la  capacidad  jurídica   respeten  los 

derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya 

conflicto  de  intereses ni influencia  indebida, que  sean 

proporcionales y adaptadas a  las  circunstancias de  la  persona, 

que  se  apliquen en el plazo  más  corto  posible y que  estén sujetas 

a  exámenes periódicos por  parte  de  una  autoridad o un  órgano 

judicial competente, independiente e imparcial.  Las salvaguardias 

serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los 

derechos e intereses de las personas. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo,  los Estados 

Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas 

para  garantizar el derecho de  las  personas con  discapacidad, en 

igualdad  de   condiciones  con   las  demás,  a  ser   propietarias  y 

heredar bienes, controlar sus  propios asuntos económicos y tener 

acceso  en   igualdad  de   condiciones  a   préstamos  bancarios, 
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hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán  por 

que   las  personas con   discapacidad  no  sean  privadas de   sus 

bienes de manera arbitraria. 

Artículo 13: Acceso a la justicia 
 

1. Los Estados Partes asegurarán que  las personas con 

discapacidad tengan acceso a la justicia  en igualdad de 

condiciones con  las demás, incluso  mediante ajustes de 

procedimiento y adecuados a la edad, para  facilitar el desempeño 

de  las  funciones efectivas de  esas personas como participantes 

directos e  indirectos, incluida  la  declaración como testigos, en 

todos los  procedimientos judiciales, con  inclusión  de  la etapa de 

investigación y otras etapas preliminares. 

2.  A fin de  asegurar que  las  personas con  discapacidad tengan 

acceso efectivo   a  la  justicia,  los  Estados  Partes  promoverán la 

capacitación adecuada de los que trabajan en la administración de 

justicia,  incluido  el personal policial y penitenciario. 

Artículo 14: Libertad y seguridad de  la persona 
 

1. Los Estados Partes asegurarán que  las personas con 

discapacidad,  en   igualdad  de   condiciones  con   las   demás:   a) 

Disfruten del derecho a la libertad  y seguridad de la persona; b) No 

se  vean   privadas de  su  libertad   ilegal  o  arbitrariamente y  que 

cualquier privación  de  libertad  sea  de  conformidad con  la ley, y 

que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso 

una  privación  de la libertad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que  las personas con 

discapacidad que  se  vean  privadas de  su libertad  en razón  de  un 

proceso  tengan,  en   igualdad  de   condiciones  con   las   demás, 

derecho a garantías de  conformidad con  el derecho internacional 

de los derechos humanos y a ser tratadas de conformidad con  los 

objetivos  y  principios  de   la  presente  Convención, incluida   la 

realización de ajustes razonables. 

Artículo 15: Protección contra la tortura y otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes 

1. Ninguna  persona será  sometida a tortura  u otros  tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes. 

En  particular,  nadie   será   sometido  a  experimentos médicos  o 

científicos sin su libre consentimiento. 

2.  Los  Estados Partes tomarán todas las  medidas de  carácter 
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legislativo,   administrativo,  judicial   o  de   otra   índole   que   sean 

efectivas  para   evitar   que   las   personas  con   discapacidad,  en 

igualdad de condiciones con las demás, sean sometidas a torturas 

u otros  tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 16: Protección contra la explotación, la violencia y el 

abuso 

1. Los  Estados Partes adoptarán todas las  medidas de  carácter 

legislativo,  administrativo, social,  educativo y de  otra  índole  que 

sean pertinentes para  proteger a las  personas con  discapacidad, 

tanto   en  el  seno del  hogar   como fuera  de  él,  contra todas las 

formas de  explotación, violencia  y abuso, incluidos  los  aspectos 

relacionados con  el género. 

2.  Los  Estados  Partes  también adoptarán  todas  las   medidas 

pertinentes para  impedir  cualquier forma  de explotación, violencia 

y abuso asegurando, entre  otras cosas, que  existan formas 

adecuadas de asistencia y apoyo que  tengan en cuenta el género 

y la edad para  las  personas con  discapacidad y sus  familiares  y 

cuidadores,  incluso   proporcionando   información  y  educación 

sobre la manera de  prevenir,  reconocer y denunciar los casos de 

explotación, violencia y abuso. Los Estados Partes asegurarán que 

los servicios de protección, tengan en cuenta la edad, el género y 

la discapacidad. 

3.  A  fin  de   impedir   que   se   produzcan casos  de   explotación, 

violencia  y abuso, los  Estados Partes asegurarán que  todos los 

servicios y programas diseñados para  servir  a  las  personas con 

discapacidad sean  supervisados efectivamente por  autoridades 

independientes. 

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para 

promover la recuperación física, cognitiva  y psicológica, la 

rehabilitación y la reintegración social  de las personas con 

discapacidad que  sean víctimas  de  cualquier forma  de 

explotación, violencia  o abuso, incluso  mediante la prestación de 

servicios de  protección. Dicha recuperación e integración tendrán 

lugar  en un entorno que  sea  favorable para  la salud, el bienestar, 

la autoestima, la dignidad y la autonomía de la persona y que tenga 

en cuenta las necesidades específicas del género y la edad. 

5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, 

incluidas  legislación  y  políticas centradas  en  la  mujer  y  en  la 

infancia,  para  asegurar que  los  casos de  explotación, violencia  y 
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abuso contra personas con  discapacidad sean detectados, 

investigados y, en su caso, juzgados. 

Artículo 17: Protección de  la integridad personal 
 

Toda  persona con  discapacidad tiene  derecho a que  se  respete su 

integridad física y mental  en igualdad de condiciones con las demás. 

Artículo 18: Libertad de  desplazamiento y nacionalidad 
 

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con 

discapacidad a  la libertad  de  desplazamiento, a  la libertad  para 

elegir   su   residencia  y  a   una   nacionalidad,  en   igualdad  de 

condiciones con  las demás, incluso  asegurando que  las personas 

con  discapacidad: a) Tengan derecho a  adquirir  y cambiar una 

nacionalidad y a no ser  privadas de la suya  de manera arbitraria  o 

por motivos  de discapacidad; b) No sean privadas, por motivos  de 

discapacidad, de  su  capacidad para   obtener, poseer  y  utilizar 

documentación relativa  a  su  nacionalidad u otra  documentación 

de identificación, o para  utilizar procedimientos pertinentes, como 

el procedimiento de  inmigración, que  puedan ser  necesarios para 

facilitar el ejercicio  del derecho a la libertad  de desplazamiento;  c) 

Tengan libertad  para  salir de  cualquier país,  incluido  el propio;  d) 

No se  vean  privadas, arbitrariamente o por  motivos  de 

discapacidad, del derecho a entrar  en su propio  país. 

2. Los niños  y las niñas  con discapacidad serán inscritos 

inmediatamente después  de  su  nacimiento y  tendrán desde  el 

nacimiento derecho a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en 

la medida de  lo posible, a conocer a sus  padres y ser  atendidos 

por ellos. 

Artículo 19:  Derecho a vivir  de  forma independiente y a ser 

incluido en  la comunidad 

Los  Estados  Partes  en   la  presente  Convención  reconocen  el 

derecho en  igualdad de  condiciones de  todas las  personas con 

discapacidad a vivir  en la comunidad, con  opciones iguales a las 

de  las  demás, y adoptarán medidas efectivas y pertinentes para 

facilitar  el  pleno   goce de   este  derecho por  las  personas  con 

discapacidad y su plena  inclusión  y participación en la comunidad, 

asegurando en  especial que:  a) Las  personas con  discapacidad 

tengan la oportunidad de  elegir  su  lugar  de  residencia y dónde y 

con quién vivir,  en igualdad de condiciones con las demás, y no se 

vean  obligadas a vivir  con  arreglo  a un sistema de vida específico; 

b) Las personas con  discapacidad tengan acceso a una  variedad 
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de servicios de asistencia domiciliaria,  residencial y otros  servicios 

de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que  sea 

necesaria  para   facilitar   su   existencia  y  su   inclusión   en   la 

comunidad y para  evitar  su  aislamiento o separación de  ésta;  c) 

Las instalaciones y los servicios comunitarios para  la población en 

general estén a  disposición, en  igualdad de  condiciones, de  las 

personas con  discapacidad y tengan en cuenta sus  necesidades. 

Artículo 20: Movilidad personal 
 

Los  Estados Partes adoptarán medidas efectivas para  asegurar 

que  las  personas con  discapacidad gocen de  movilidad  personal 

con  la  mayor   independencia  posible, entre   ellas:  a)  Facilitar  la 

movilidad  personal de  las personas con  discapacidad en la forma 

y en  el momento que  deseen a un costo asequible; b) Facilitar  el 

acceso de  las personas con  discapacidad a formas de  asistencia 

humana o animal  e intermediarios, tecnologías de  apoyo, 

dispositivos técnicos  y  ayudas  para   la  movilidad   de   calidad, 

incluso   poniéndolos a  su  disposición a  un  costo  asequible;  c) 

Ofrecer  a las personas, con  discapacidad y al personal 

especializado que   trabaje con   estas  personas  capacitación en 

habilidades  relacionadas  con   la  movilidad;   d)  Alentar   a   las 

entidades que  fabrican ayudas para  la movilidad,  dispositivos y 

tecnologías de  apoyo a que  tengan en cuenta todos los aspectos 

de la movilidad  de las personas con  discapacidad. 

Artículo 21: Libertad de  expresión y de  opinión y acceso a la 

información 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para 

que  las personas con discapacidad puedan ejercer  el derecho a la 

libertad  de  expresión y opinión,  incluida,  la libertad  de  recabar, 

recibir  y facilitar información e ideas en  igualdad de  condiciones 

con  las  demás y mediante cualquier forma  de  comunicación que 

elijan  con   arreglo   a  la  definición   del  artículo   2  de  la  presente 

Convención, entre  ellas: a) Facilitar las personas con discapacidad 

información dirigida  al público  en  general, de  manera oportuna y 

sin costo adicional, en  formatos accesibles y con  las  tecnologías 

adecuadas a  los  diferentes tipos  de  discapacidad; b) Aceptar y 

facilitar la utilización  de  la lengua  de  señas, el Braille, los modos, 

medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y 

todos los  demás  modos, medios y  formatos de  comunicación 

accesibles  que   elijan  las   personas  con   discapacidad  en   sus 
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relaciones oficiales;  c) Alentar a las entidades privadas que presten 

servicios al público  en  general, incluso  mediante Internet, a  que 

proporcionen   información  y  servicios  en   formatos  que   las 

personas con  discapacidad puedan utilizar  y  a  los  que  tengan 

acceso; d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos  los que 

suministran información a través de Internet, a que  hagan que  sus 

servicios sean accesibles para  las personas con  discapacidad;  e) 

Reconocer y promover la utilización  de lenguas de señas. 

Artículo 22: Respeto de  la privacidad 
 

1.  Ninguna   persona con   discapacidad,  independientemente de 

cuál  sea  su  lugar  de  residencia o su  modalidad de  convivencia, 

será  objeto  de injerencias arbitrarias o ilegales  en su vida privada, 

familia, hogar, correspondencia o cualquier otro tipo de 

comunicación,  o  de   agresiones  ilícitas  contra  su   honor   y  su 

reputación. Las personas con discapacidad tendrán derecho a ser 

protegidas por la ley frente  a dichas injerencias o agresiones. 

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de  la información 

personal y relativa  a la salud  y a la rehabilitación de  las personas 

con  discapacidad en igualdad de condiciones con  las demás. 

Artículo 23: Respeto del  hogar y de  la familia 
 

1.  Los  Estados Partes  tomarán medidas efectivas y pertinentes 

para  poner  fin a la discriminación contra las  personas con 

discapacidad en todas las cuestiones relacionadas con  el 

matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones personales, y 

lograr  que  las  personas con  discapacidad estén en  igualdad de 

condiciones con las demás, a fin de asegurar que:  a) Se reconozca 

el derecho de  todas las  personas con  discapacidad en  edad de 

contraer matrimonio, a casarse y fundar  una  familia sobre la base 

del  consentimiento libre  y pleno  de  los  futuros  cónyuges; b) Se 

respete el  derecho de  las  personas con  discapacidad a  decidir 

libremente y de manera responsable el número de hijos que quieren 

tener  y el tiempo que  debe transcurrir entre  un nacimiento y otro, y 

a  tener   acceso a  información, educación  sobre  reproducción y 

planificación familiar apropiados para  su  edad, y se  ofrezcan los 

medios necesarios que  les permitan ejercer  esos derechos; c) Las 

personas  con   discapacidad,  incluidos   los   niños   y  las   niñas, 

mantengan su fertilidad, en igualdad de condiciones con las demás. 

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de 

las personas con discapacidad en lo que  respecta a la custodia, la 
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tutela,  la guarda, la adopción de  niños  o  instituciones similares, 

cuando esos conceptos se  recojan en  la legislación nacional; en 

todos los  casos se  velará  al máximo  por  el interés superior del 

niño.  Los  Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a las 

personas con  discapacidad para  el desempeño de sus 

responsabilidades en la crianza de los hijos. 

3. Los  Estados Partes asegurarán que  los  niños  y las  niñas  con 

discapacidad tengan los mismos derechos con  respecto a la vida 

en familia. Para  hacer efectivos estos derechos, y a fin de prevenir 

la ocultación, el abandono, la negligencia y la segregación de  los 

niños  y las niñas  con discapacidad, los Estados Partes velarán  por 

que   se   proporcione  con   anticipación  información,  servicios  y 

apoyo generales a los menores con  discapacidad y a sus  familias. 

4. Los Estados Partes asegurarán que  los niños  y las niñas  no sean 

separados de  sus   padres  contra su  voluntad,  salvo   cuando las 

autoridades competentes, con  sujeción a un examen judicial, 

determinen,  de   conformidad  con   la  ley  y  los   procedimientos 

aplicables, que esa  separación es necesaria en el interés superior del 

niño. En ningún caso se separará a un menor  de sus  padres en razón 

de una discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos. 

5.  Los  Estados Partes harán   todo   lo posible, cuando la  familia 

inmediata  no  pueda cuidar   de  un  niño  con   discapacidad,  por 

proporcionar atención alternativa dentro de la familia extensa y, de 

no ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar. 

Artículo 24: Educación 
 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de  las personas con 

discapacidad a la educación. 

Con miras a hacer efectivo  este derecho sin discriminación y sobre 

la  base de   la  igualdad  de   oportunidades,  los  Estados Partes 

asegurarán un sistema de  educación inclusivo  a todos los niveles 

así  como la  enseñanza a  lo  largo  de  la  vida,  con   miras   a:  a) 

Desarrollar plenamente  el  potencial humano  y  el  sentido de  la 

dignidad y la autoestima y reforzar  el respeto por  los  derechos 

humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana; b) 

Desarrollar al máximo  la personalidad, los talentos y la creatividad 

de   las   personas  con   discapacidad,  así   como  sus   aptitudes 

mentales  y  físicas;   c)  Hacer   posible  que   las   personas  con 

discapacidad participen de manera efectiva en una sociedad libre. 

2. Al hacer efectivo  este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 
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a) Las personas con  discapacidad no queden excluidas del sistema 

general de educación por motivos  de discapacidad, y que  los niños 

y las niñas  con  discapacidad no queden excluidos de la enseñanza 

primaria  gratuita y obligatoria ni de  la  enseñanza secundaria por 

motivos  de discapacidad; b) Las personas con discapacidad puedan 

acceder a una educación primaria  y secundaria inclusiva,  de calidad 

y  gratuita,  en   igualdad  de   condiciones  con   las   demás,  en   la 

comunidad en que  vivan; c) Se hagan ajustes razonables en función 

de las necesidades individuales; d) Se preste el apoyo necesario a las 

personas con  discapacidad, en  el  marco del  sistema general de 

educación, para facilitar su formación efectiva; e) Se faciliten medidas 

de  apoyo personalizadas y efectivas en  entornos que  fomenten al 

máximo  el desarrollo académico  y social,  de  conformidad con  el 

objetivo  de la plena  inclusión. 

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con  discapacidad 

la  posibilidad de  aprender habilidades para   la  vida  y desarrollo 

social,  a fin de  propiciar su  participación plena  y en  igualdad de 

condiciones en la educación y como miembros de  la comunidad. 

A este fin, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, 

entre   ellas:   a)  Facilitar   el  aprendizaje  del   Braille,  la  escritura 

alternativa,  otros   modos,  medios y  formatos  de   comunicación 

aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de 

movilidad,  así como la tutoría  y el apoyo entre  pares; b) Facilitar el 

aprendizaje de  la lengua  de  señas y la promoción de  la identidad 

lingüística  de las personas sordas; c) Asegurar que la educación de 

las personas, y en particular los niños  y las niñas  ciegos, sordos o 

sordociegos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de 

comunicación más  apropiados para  cada persona y en  entornos 

que  permitan alcanzar su máximo  desarrollo académico y social. 

4.  A fin de  contribuir  a  hacer efectivo  este derecho, los  Estados 

Partes adoptarán las medidas pertinentes para  emplear a maestros, 

incluidos   maestros con  discapacidad, que  estén  cualificados en 

lengua  de  señas o Braille y para  formar  a profesionales y personal 

que trabajen en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá 

la toma  de  conciencia sobre la discapacidad y el uso  de  modos, 

medios y formatos de  comunicación aumentativos y alternativos 

apropiados, y de técnicas y materiales educativos para  apoyar a las 

personas con  discapacidad. 

5.   Los   Estados   Partes   asegurarán  que    las   personas   con 

discapacidad tengan acceso  general a  la  educación  superior, la 
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formación profesional, la educación para  adultos y el aprendizaje 

durante toda  la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones 

con  las  demás. A tal  fin, los  Estados Partes asegurarán que  se 

realicen ajustes razonables para  las personas con discapacidad. 

Artículo 25: Salud 
 

Los Estados Partes reconocen que  las personas con  discapacidad 

tienen   derecho a  gozar   del  más   alto  nivel  posible de  salud   sin 

discriminación por  motivos  de  discapacidad. Los  Estados Partes 

adoptarán las  medidas pertinentes para  asegurar el acceso de  las 

personas con  discapacidad a  servicios de  salud   que  tengan en 

cuenta las cuestiones de género, incluida la rehabilitación 

relacionada con la salud. En particular, los Estados Partes: a) 

Proporcionarán a las personas con  discapacidad programas y 

atención de  la salud  gratuitos o a precios asequibles de  la misma 

variedad y calidad que  a las demás personas, incluso  en el ámbito 

de  la salud  sexual y reproductiva, y programas de  salud  pública 

dirigidos a la población; b) Proporcionarán los servicios de salud  que 

necesiten las  personas con  discapacidad  específicamente como 

consecuencia de  su  discapacidad,  incluidas la pronta detección e 

intervención, cuando proceda, y servicios destinados a prevenir  y 

reducir  al máximo  la aparición de nuevas discapacidades, incluidos 

los niños y las niñas y las personas mayores; c) Proporcionarán esos 

servicios lo más  cerca posible de las comunidades de las personas 

con  discapacidad, incluso  en  las  zonas rurales;  d) Exigirán  a  los 

profesionales  de   la  salud    que   presten  a   las   personas  con 

discapacidad  atención  de   la  misma   calidad  que   a  las   demás 

personas sobre la  base de  un  consentimiento libre  e  informado, 

entre   otras  formas mediante  la  sensibilización respecto  de   los 

derechos humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de 

las  personas con  discapacidad a  través de  la  capacitación y  la 

promulgación de  normas éticas para  la atención de  la salud  en los 

ámbitos público  y privado;  e) Prohibirán la discriminación contra las 

personas con  discapacidad en la prestación de seguros de salud  y 

de  vida cuando éstos estén permitidos en la legislación nacional, y 

velarán   por   que   esos  seguros se   presten  de   manera  justa   y 

razonable; f) Impedirán que  se  nieguen, de  manera discriminatoria, 

servicios de  salud  o de  atención de  la salud  o alimentos sólidos o 

líquidos  por motivos  de discapacidad. 
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Artículo 26: Habilitación y rehabilitación 
 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, 

incluso   mediante  el  apoyo  de   personas que   se   hallen   en  las 

mismas circunstancias, para  que  las  personas con  discapacidad 

puedan lograr  y mantener la máxima   independencia, capacidad 

física,  mental, social  y vocacional, y la inclusión  y participación 

plena  en todos los aspectos de la vida. A tal fin, los Estados Partes 

organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y programas 

generales  de   habilitación  y  rehabilitación,  en  particular  en  los 

ámbitos  de   la  salud,  el  empleo,  la  educación  y  los  servicios 

sociales, de forma  que  esos servicios y programas: a) Comiencen 

en  la etapa más  temprana posible y se  basen en  una  evaluación 

multidisciplinar de  las  necesidades y capacidades de  la persona; 

b) Apoyen  la participación e inclusión  en la comunidad y en todos 

los aspectos de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposición 

de  las  personas con  discapacidad lo  más   cerca posible de  su 

propia  comunidad, incluso  en las zonas rurales. 

2.  Los  Estados  Partes  promoverán el  desarrollo  de   formación 

inicial y continua para  los profesionales y el personal que  trabajen 

en los servicios de habilitación y rehabilitación. 

3. Los  Estados Partes promoverán la disponibilidad, el 

conocimiento y  el  uso   de  tecnologías de  apoyo y  dispositivos 

destinados a las personas con discapacidad, a efectos de 

habilitación y rehabilitación. 

Artículo 27: Trabajo y empleo 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de  las  personas con 

discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; 

ello incluye  el derecho a  tener  la oportunidad de  ganarse la vida 

mediante un trabajo libremente elegido  o aceptado en un mercado 

y un entorno laborales que  sean abiertos, inclusivos y accesibles a 

las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán 

y promoverán el ejercicio  del  derecho al trabajo, incluso  para  las 

personas que  adquieran una  discapacidad durante el empleo, 

adoptando  medidas  pertinentes,  incluida   la  promulgación de 

legislación, entre  ellas: a) Prohibir  la discriminación por motivos  de 

discapacidad  con   respecto  a  todas  las   cuestiones relativas a 

cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, 

contratación y empleo, la continuidad en  el empleo, la promoción 

profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables; b) 
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Proteger  los   derechos  de   las   personas  con   discapacidad,  en 

igualdad de  condiciones con  las demás, a condiciones de  trabajo 

justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de 

remuneración por  trabajo de  igual valor,  a condiciones de  trabajo 

seguras y saludables, incluida  la protección contra el acoso, y a la 

reparación por agravios sufridos; c) Asegurar que  las personas con 

discapacidad puedan ejercer  sus  derechos laborales y sindicales, 

en  igualdad de  condiciones con  las  demás; d)  Permitir  que  las 

personas con  discapacidad tengan acceso efectivo  a  programas 

generales de  orientación técnica y vocacional, servicios de 

colocación y formación profesional y continua; e) Alentar las 

oportunidades  de   empleo  y  la  promoción  profesional  de   las 

personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para 

la  búsqueda,  obtención, mantenimiento del  empleo y retorno al 

mismo;  f)  Promover oportunidades empresariales, de  empleo por 

cuenta  propia, de   constitución  de   cooperativas  y  de   inicio  de 

empresas propias; g) Emplear  a personas con  discapacidad en  el 

sector público;  h) Promover el empleo de  personas con 

discapacidad en  el  sector privado  mediante políticas y medidas 

pertinentes, que  pueden incluir  programas de  acción afirmativa, 

incentivos y otras medidas; i)  Velar por  que  se  realicen ajustes 

razonables para   las  personas con  discapacidad en  el  lugar  de 

trabajo; j)  Promover la adquisición por  las  personas con 

discapacidad  de   experiencia  laboral   en  el  mercado  de   trabajo 

abierto;  k)  Promover programas  de   rehabilitación  vocacional  y 

profesional, mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo 

dirigidos  a personas con  discapacidad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que  las personas con 

discapacidad no sean sometidas a esclavitud ni servidumbre y que 

estén  protegidas, en  igualdad  de  condiciones  con   las  demás, 

contra el trabajo forzoso u obligatorio. 

Artículo 28: Nivel de  vida  adecuado y protección social 
 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de  las personas con 

discapacidad a un nivel de vida adecuado para  ellas y sus  familias, 

lo cual  incluye  alimentación, vestido y vivienda  adecuados, y a la 

mejora   continua  de  sus   condiciones  de  vida,  y  adoptarán  las 

medidas pertinentes para  salvaguardar y promover el ejercicio  de 

este derecho sin discriminación por motivos  de discapacidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de  las personas con 
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discapacidad a la protección social  y a gozar  de  ese  derecho sin 

discriminación  por   motivos   de   discapacidad,  y  adoptarán  las 

medidas pertinentes para  proteger y promover el ejercicio  de  ese 

derecho, entre   ellas:  a)  Asegurar el  acceso en  condiciones de 

igualdad de  las  personas con  discapacidad a  servicios de  agua 

potable y su  acceso a servicios, dispositivos y asistencia de  otra 

índole  adecuados a precios asequibles para  atender las 

necesidades  relacionadas con  su  discapacidad; b)  Asegurar  el 

acceso  de   las   personas  con   discapacidad,  en   particular las 

mujeres  y  niñas   y  las  personas  mayores con   discapacidad, a 

programas de  protección social  y estrategias de  reducción de  la 

pobreza; c) Asegurar el acceso de las personas con  discapacidad 

y de sus  familias que  vivan en situaciones de pobreza a asistencia 

del  Estado para  sufragar gastos  relacionados con  su 

discapacidad, incluidos   capacitación, asesoramiento, asistencia 

financiera y servicios de cuidados temporales adecuados; d) 

Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas 

de   vivienda   pública;   e)  Asegurar  el  acceso  en   igualdad  de 

condiciones de  las  personas con  discapacidad a  programas y 

beneficios de jubilación. 

Artículo 29: Participación en  la vida  política y pública 

Los Estados Partes garantizarán a las personas con  discapacidad 

los derechos políticos y la posibilidad de gozar  de ellos en igualdad 

de condiciones con  las demás y se comprometerán a: a) Asegurar 

que   las  personas con   discapacidad  puedan  participar plena   y 

efectivamente  en   la  vida   política   y  pública   en   igualdad  de 

condiciones con  las  demás, directamente o a través de 

representantes  libremente elegidos, incluidos  el derecho y la 

posibilidad  de   las   personas  con   discapacidad  a   votar   y  ser 

elegidas, entre  otras formas mediante: i)  La garantía de  que  los 

procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean 

adecuados,  accesibles  y  fáciles   de   entender  y  utilizar;  ii)   La 

protección del derecho de las personas con  discapacidad a emitir 

su voto en secreto en elecciones y referéndum públicos sin 

intimidación, y a  presentarse efectivamente como candidatas en 

las  elecciones, ejercer   cargos y  desempeñar  cualquier función 

pública   a  todos los  niveles   de  gobierno, facilitando   el  uso   de 

nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda; iii)  La 

garantía de  la libre expresión de  la voluntad de  las  personas con 

discapacidad como electores y a este fin, cuando sea  necesario y 
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a  petición de  ellas,  permitir  que  una  persona de  su  elección les 

preste asistencia para  votar;  b) Promover activamente un entorno 

en el que  las personas con  discapacidad puedan participar plena 

y efectivamente en la dirección de los asuntos públicos, sin 

discriminación y  en  igualdad de  condiciones con  las  demás, y 

fomentar su  participación en  los  asuntos públicos y, entre  otras 

cosas: i)  Su  participación en  organizaciones y  asociaciones  no 

gubernamentales relacionadas con  la vida  pública   y política  del 

país,  incluidas las  actividades y la administración de  los  partidos 

políticos;   ii)  La constitución de  organizaciones de  personas con 

discapacidad que  representen a estas personas a nivel 

internacional,  nacional,  regional   y  local,   y  su   incorporación  a 

dichas organizaciones. 

Artículo 30:  Participación en  la  vida  cultural, las  actividades 

recreativas, el esparcimiento y el deporte 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de  las personas con 

discapacidad a  participar, en  igualdad de  condiciones con  las 

demás,  en   la  vida   cultural   y  adoptarán  todas  las   medidas 

pertinentes para  asegurar que  las  personas con  discapacidad:  a) 

Tengan acceso  a  material   cultural   en  formatos  accesibles;   b) 

Tengan acceso a programas de televisión,  películas, teatro y otras 

actividades culturales en formatos accesibles; c) Tengan acceso a 

lugares  en   donde  se   ofrezcan  representaciones   o   servicios 

culturales  tales   como  teatros,  museos,  cines,  bibliotecas  y 

servicios turísticos y, en la medida de lo posible, tengan acceso a 

monumentos y lugares de importancia cultural  nacional. 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para  que 

las  personas con  discapacidad  puedan  desarrollar y  utilizar  su 

potencial  creativo, artístico e  intelectual, no  sólo  en  su  propio 

beneficio sino también para  el enriquecimiento de la sociedad. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de 

conformidad con el derecho internacional, a fin de asegurar que las 

leyes  de  protección de  los  derechos de  propiedad intelectual no 

constituyan una  barrera excesiva o discriminatoria para  el acceso 

de las personas con  discapacidad a materiales culturales. 

4. Las  personas con  discapacidad tendrán derecho, en  igualdad 

de condiciones con las demás, al reconocimiento y el apoyo de su 

identidad cultural  y lingüística   específica, incluidas la lengua   de 

señas y la cultura  de los sordos. 
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5. A fin de  que  las  personas con  discapacidad puedan participar 

en   igualdad  de   condiciones  con   las   demás  en   actividades 

recreativas, de  esparcimiento y  deportivas, los  Estados Partes 

adoptarán las  medidas pertinentes para:  a) Alentar  y promover la 

participación, en  la mayor  medida posible, de  las  personas con 

discapacidad en las actividades deportivas generales a todos los 

niveles;  b) Asegurar que  las personas con  discapacidad tengan la 

oportunidad de  organizar y desarrollar actividades  deportivas y 

recreativas específicas para  dichas personas y de  participar en 

dichas actividades y, a  ese  fin, alentar  a  que  se  les  ofrezca, en 

igualdad de  condiciones con  las  demás, instrucción, formación y 

recursos adecuados; c) Asegurar que  las  personas con 

discapacidad tengan acceso a instalaciones deportivas, 

recreativas y turísticas; d) Asegurar que  los niños  y las  niñas  con 

discapacidad tengan igual acceso con  los demás niños  y niñas  a 

la participación en actividades lúdicas, recreativas, de 

esparcimiento y deportivas, incluidas las que se realicen dentro del 

sistema escolar; e) Asegurar que  las  personas con  discapacidad 

tengan acceso a los servicios de  quienes participan en la 

organización de actividades recreativas, turísticas, de 

esparcimiento y deportivas. 

Artículo 31: Recopilación de  datos y estadísticas 
 

1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos 

datos estadísticos y de  investigación, que  les  permita formular  y 

aplicar  políticas, a fin de  dar  efecto a la presente  Convención. En 

el proceso de recopilación y mantenimiento de esta información se 

deberá: a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida  la 

legislación sobre  protección  de   datos,  a   fin  de   asegurar   la 

confidencialidad y el respeto de la privacidad de las personas con 

discapacidad; b)  Cumplir  las  normas  aceptadas 

internacionalmente  para   proteger  los  derechos  humanos y  las 

libertades  fundamentales,  así  como los  principios éticos  en  la 

recopilación y el uso  de estadísticas. 

2.  La  información recopilada  de   conformidad  con   el  presente 

artículo  se  desglosará, en su caso, y se  utilizará como ayuda para 

evaluar    el   cumplimiento   por    los   Estados   Partes   de    sus 

obligaciones conforme a la presente Convención, así  como para 

identificar y eliminar las barreras con que se enfrentan las personas 

con  discapacidad en el ejercicio  de sus  derechos. 
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3.  Los  Estados  Partes  asumirán la  responsabilidad de  difundir 

estas  estadísticas  y  asegurar  que   sean  accesibles  para   las 

personas con  discapacidad y otras personas. 

Artículo 32: Cooperación internacional 
 

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación 

internacional  y  su   promoción,  en   apoyo  de   los   esfuerzos 

nacionales para  hacer efectivos el propósito y los objetivos de  la 

presente Convención, y tomarán las  medidas pertinentes y 

efectivas   a   este   respecto,  entre    los   Estados   y,   cuando 

corresponda, en asociación con las organizaciones internacionales 

y regionales pertinentes y la sociedad civil , en particular 

organizaciones  de   personas  con   discapacidad.  Entre   esas 

medidas cabría incluir: a) Velar por  que  la cooperación 

internacional, incluidos  los  programas de  desarrollo 

internacionales, sea  inclusiva  y accesible para  las  personas con 

discapacidad; b) Facilitar  y apoyar el  fomento de  la  capacidad, 

incluso  mediante el intercambio y la distribución de  información, 

experiencias, programas de formación y prácticas recomendadas; 

c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a 

conocimientos científicos y técnicos; d) Proporcionar, según 

corresponda, asistencia apropiada, técnica y económica, incluso 

facilitando   el acceso a  tecnologías accesibles y de  asistencia y 

compartiendo esas tecnologías, y mediante su transferencia. 

2. Las disposiciones del presente artículo  se aplicarán sin perjuicio 

de  las  obligaciones que  incumban a cada Estado Parte en  virtud 

de la presente Convención. 

Artículo 33: Aplicación y seguimiento nacionales 
 

1. Los Estados Partes, de  conformidad con  su sistema 

organizativo, designarán uno  o más  organismos gubernamentales 

encargados  de   las   cuestiones  relativas a  la  aplicación  de   la 

presente Convención y considerarán detenidamente la posibilidad 

de  establecer o  designar un  mecanismo de  coordinación para 

facilitar la adopción de medidas al respecto en diferentes sectores 

y a diferentes niveles. 

2. Los Estados Partes, de conformidad con  sus  sistemas jurídicos 

y  administrativos, mantendrán, reforzarán, designarán o 

establecerán, a nivel nacional, un  marco, que  constará de  uno  o 

varios   mecanismos independientes, para   promover, proteger  y 

supervisar la aplicación de la presente Convención. 

 

 
52       Digesto sobre derechos de las personas con discapacidad 



Cuando designen o  establezcan esos mecanismos, los  Estados 

Partes tendrán en  cuenta los  principios relativos  a  la  condición 

jurídica  y  el  funcionamiento  de  las  instituciones nacionales de 

protección y promoción, de los derechos humanos. 

3. La sociedad civil,  y en particular las personas con  discapacidad 

y  las  organizaciones que  las  representan, estarán integradas y 

participarán  plenamente  en   todos  los   niveles   del  proceso de 

seguimiento. 

Artículo 34:  Comité sobre los  derechos de  las  personas con 

discapacidad 

1. Se  creará un Comité  sobre los  Derechos de  las  Personas con 

Discapacidad (en adelante, "el Comité")  que  desempeñará las 

funciones que  se  enuncian a continuación. 

2.  El Comité  constará, en  el momento en  que  entre  en  vigor  la 

presente Convención, de 12 expertos. 

Cuando  la   Convención  obtenga   otras   60   ratificaciones o 

adhesiones, la composición del  Comité  se  incrementará en  seis 

miembros más,  con  lo que  alcanzará un máximo  de 18 miembros. 

3. Los miembros del Comité  desempeñarán sus  funciones a título 

personal y serán personas de  gran  integridad moral  y reconocida 

competencia  y  experiencia  en   los   temas  a  que   se   refiere   la 

presente Convención. 

Se  invita  a  los  Estados Partes a  que,   cuando designen a  sus 

candidatos, tomen debidamente en  consideración la disposición 

que   se   enuncia  en  el  párrafo   3  del  artículo   4  de   la  presente 

Convención. 

4. Los miembros del Comité  serán elegidos por los Estados Partes, 

que tomarán en consideración una distribución geográfica 

equitativa, la representación de las diferentes formas de 

civilización y los principales ordenamientos jurídicos,  una 

representación  de   género  equilibrada  y  la  participación  de 

expertos con  discapacidad. 

5. Los miembros del Comité  se  elegirán  mediante voto secreto de 

una  lista de personas designadas por los Estados Partes de entre 

sus   nacionales en  reuniones de  la  Conferencia de  los  Estados 

Partes. En estas reuniones, en las que  dos  tercios de  los Estados 

Partes constituirán quórum, las personas elegidas para  el Comité 

serán las que  obtengan el mayor  número de  votos  y una  mayoría 
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absoluta de  votos   de  los  representantes de  los  Estados Partes 

presentes y votantes. 

6. La elección inicial se  celebrará antes de  que  transcurran seis 

meses a  partir  de  la  fecha   de  entrada en  vigor  de  la  presente 

Convención. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha  de cada 

elección, el Secretario General de las Naciones Unidas  dirigirá una 

carta  a  los  Estados  Partes  invitándolos a  que   presenten sus 

candidatos  en  un  plazo   de   dos   meses. El  Secretario  General 

preparará después  una   lista   en   la  que   figurarán,   por   orden 

alfabético, todas las  personas así  propuestas, con  indicación de 

los Estados Partes que  las hayan  propuesto, y la comunicará a los 

Estados Partes en la presente Convención. 

7. Los  miembros del  Comité  se  elegirán  por  un  período de  cuatro 

años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo  su candidatura. 

Sin embargo, el mandato de  seis  de  los  miembros elegidos en  la 

primera   elección  expirará  al  cabo de  dos   años; inmediatamente 

después de la primera  elección, los nombres de esos seis  miembros 

serán sacados a suerte por el presidente de la reunión  a que se hace 

referencia en el párrafo  5 del presente artículo. 

8. La elección de  los otros  seis  miembros del Comité  se  hará  con 

ocasión  de   las  elecciones  ordinarias, de   conformidad  con   las 

disposiciones pertinentes del presente artículo. 

9. Si un miembro del Comité  fallece,  renuncia o declara que,  por 

alguna  otra causa, no puede seguir  desempeñando sus  funciones, 

el Estado Parte que  lo propuso designará otro experto que  posea 

las cualificaciones y reúna  los requisitos previstos en las 

disposiciones  pertinentes  del  presente  artículo   para   ocupar  el 

puesto durante el resto del mandato. 

10. El Comité  adoptará su propio  reglamento. 
 

11. El Secretario General de las Naciones Unidas  proporcionará el 

personal y las  instalaciones que  sean necesarios para  el efectivo 

desempeño de las funciones del Comité  con  arreglo  a la presente 

Convención y convocará su reunión  inicial. 

12.  Con  la aprobación de  la Asamblea General de  las  Naciones 

Unidas,  los  miembros  del  Comité   establecido  en  virtud  de   la 

presente  Convención percibirán emolumentos con   cargo a  los 

recursos de  las  Naciones Unidas  en  los  términos y condiciones 

que  la  Asamblea General decida,  tomando  en  consideración  la 

importancia de las responsabilidades del Comité. 
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13.  Los  miembros del  Comité  tendrán derecho a  las  facilidades, 

prerrogativas e inmunidades que  se  conceden a los expertos que 

realizan   misiones  para   las  Naciones  Unidas,  con   arreglo   a  lo 

dispuesto en  las  secciones pertinentes de  la Convención sobre 

Prerrogativas e Inmunidades que  se  conceden a los expertos que 

realizan   misiones  para   las  Naciones  Unidas,  con   arreglo   a  lo 

dispuesto en  las  secciones pertinentes de  la Convención sobre 

Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

Artículo 35: Informes presentados por  los  Estados Partes 
 

1.  Los  Estados Partes presentarán al Comité,  por  conducto  del 

Secretario General de las Naciones Unidas, un informe exhaustivo 

sobre las medidas que  hayan  adoptado para  cumplir sus 

obligaciones  conforme  a  la  presente  Convención y  sobre  los 

progresos realizados al respecto en el plazo  de dos  años contado 

a  partir  de  la entrada en  vigor  de  la presente  Convención en  el 

Estado Parte de que  se  trate. 

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes 

ulteriores al menos cada cuatro años y en las demás ocasiones en 

que  el Comité  se  lo solicite. 

3. El Comité  decidirá las directrices aplicables al contenido de los 

informes. 

4.   El  Estado  Parte  que   haya   presentado  un   informe   inicial 

exhaustivo  al  Comité   no  tendrá  que   repetir,   en   sus   informes 

ulteriores, la  información previamente  facilitada. Se  invita  a  los 

Estados Partes a que,  cuando preparen informes  para  el Comité, 

lo  hagan  mediante un  procedimiento  abierto  y  transparente  y 

tengan en  cuenta debidamente lo dispuesto en  el párrafo  3  del 

artículo  4 de la presente Convención. 

5.  En los  informes  se  podrán indicar  factores y dificultades que 

afecten al grado de  cumplimiento de  las  obligaciones contraídas 

en virtud de la presente Convención. 

Artículo 36: Consideración de  los  informes 

1. El Comité  considerará todos los informes, hará  las sugerencias 

y las recomendaciones que  estime oportunas respecto a ellos y se 

las remitirá  al Estado Parte de  que  se  trate.  Este  podrá responder 

enviando al Comité  cualquier información que  desee. El Comité 

podrá solicitar  a los Estados Partes más  información con respecto 

a la aplicación de la presente Convención. 
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2. Cuando un Estado Parte se haya  demorado considerablemente 

en  la presentación de  un  informe,  el Comité  podrá notificarle  la 

necesidad de examinar la aplicación de la presente Convención en 

dicho  Estado Parte, sobre la base de  información fiable  que  se 

ponga  a  disposición  del  Comité,   en   caso  de   que   el  informe 

pertinente no  se  presente en  un  plazo  de  tres  meses  desde  la 

notificación.  El  Comité   invitará   al  Estado Parte interesado a 

participar en dicho  examen. Si el Estado Parte respondiera 

presentando el informe  pertinente, se  aplicará lo dispuesto en  el 

párrafo  1 del presente artículo. 

3.  El  Secretario  General  de   las   Naciones  Unidas   pondrá  los 

informes  a disposición de todos los Estados Partes. 

4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública  a sus  informes 

en  sus  propios países y facilitarán  el acceso a las  sugerencias y 

recomendaciones generales sobre esos informes. 

5. El Comité  transmitirá, según estime apropiado, a los organismos 

especializados,  los   fondos  y  los   programas  de   las   Naciones 

Unidas, así  como a otros  órganos competentes, los  informes  de 

los Estados Partes, a fin de atender una  solicitud  o una  indicación 

de necesidad de asesoramiento técnico o asistencia que  figure en 

ellos, junto con  las observaciones y recomendaciones del Comité, 

si las hubiera, sobre esas solicitudes o indicaciones. 

Artículo 37: Cooperación entre los  Estados Partes y el Comité 
 

1. Los Estados Partes cooperarán con  el Comité  y ayudarán a sus 

miembros a cumplir su mandato. 

2.  En  su   relación   con   los   Estados  Partes,  el  Comité   tomará 

debidamente en  consideración medios y arbitrios  para  mejorar  la 

capacidad  nacional de   aplicación  de   la  presente  Convención, 

incluso  mediante la cooperación internacional. 

Artículo 38: Relación del  Comité con otros órganos 
 

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención 

y  de   estimular  la  cooperación  internacional en  el  ámbito que 

abarca: a) Los organismos especializados y demás órganos de las 

Naciones Unidas   tendrán derecho a  estar representados en  el 

examen de la aplicación de las disposiciones de la presente 

Convención que  entren dentro de  su  mandato. El Comité  podrá 

invitar también a los organismos especializados y a otros  órganos 

competentes  que   considere  apropiados  a   que   proporcionen 
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asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Convención 

en los ámbitos que  entren dentro de sus  respectivos mandatos. 

El Comité  podrá invitar a los organismos especializados y a otros 

órganos de las Naciones Unidas  a que presenten informes  sobre la 

aplicación de la Convención en las esferas que entren dentro de su 

ámbito  de   actividades;  b)  Al  ejercer   su   mandato,  el  Comité 

consultará, según proceda, con  otros  órganos pertinentes 

instituidos  en   virtud   de   tratados  internacionales de   derechos 

humanos, con  miras  a garantizar la coherencia de sus  respectivas 

directrices de  presentación de  informes, sugerencias y 

recomendaciones generales y a evitar la duplicación y la 

superposición de tareas en el ejercicio  de sus  funciones. 

Artículo 39: Informe del  Comité 
 

El Comité  informará  cada dos  años a  la Asamblea General y al 

Consejo Económico y Social  sobre sus  actividades y podrá hacer 

sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el 

examen de los informes  y datos recibidos de los Estados Partes en 

la Convención. Esas sugerencias y recomendaciones de  carácter 

general  se   incluirán   en   el  informe   del   Comité,   junto   con   los 

comentarios, si los hubiera, de los Estados Partes. 

Artículo 40: Conferencia de  los  Estados Partes 
 

1. Los Estados Partes se reunirán  periódicamente en una 

Conferencia de los Estados Partes, a fin de considerar todo  asunto 

relativo a la aplicación de la presente Convención. 

2.  El Secretario  General de  las  Naciones Unidas   convocará  la 

Conferencia de los Estados Partes en un plazo que no superará los 

seis  meses contados a partir de la entrada en vigor de la presente 

Convención. Las  reuniones ulteriores, con  periodicidad bienal  o 

cuando lo  decida la  Conferencia de  los  Estados Partes, serán 

convocadas por el Secretario General. 

Artículo 41: Depositario 
 

El Secretario General de  las  Naciones Unidas  será  el depositario 

de la presente Convención. 

Artículo 42: Firma 

La  presente  Convención estará  abierta a  la  firma  de  todos  los 

Estados y las organizaciones regionales de integración en la Sede 

de  las Naciones Unidas, en Nueva  York, a partir  del 30 de  marzo 

de 2007. 
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Artículo 43: Consentimiento en  obligarse 
 

La  presente  Convención estará  sujeta  a  la  ratificación  de   los 

Estados signatarios y a  la  confirmación oficial  de  las 

organizaciones  regionales  de   integración  signatarias.  Estará 

abierta a la adhesión de  cualquier Estado u organización regional 

de integración que  no la haya  firmado. 

Artículo 44: Organizaciones regionales de  integración 
 

1.  Por  "organización regional   de  integración" se  entenderá una 

organización constituida  por  Estados soberanos de  una  región 

determinada a  la  que  sus   Estados  miembros hayan   transferido 

competencia respecto de  las  cuestiones regidas por  la presente 

Convención. Esas organizaciones declararán, en sus  instrumentos 

de  confirmación oficial o adhesión, su grado de  competencia con 

respecto a  las  cuestiones regidas por  la  presente  Convención. 

Posteriormente,  informarán al  depositario de  toda   modificación 

sustancial de su grado de competencia. 

2. Las referencias a los "Estados Partes" con  arreglo  a la presente 

Convención serán aplicables a esas organizaciones dentro de  los 

límites de su competencia. 

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo  1 del artículo  45 y en 

los párrafos 2 y 3 del artículo  47 de la presente Convención, no se 

tendrá en cuenta ningún  instrumento depositado por  una 

organización regional  de integración. 

4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su 

competencia, ejercerán su  derecho de  voto  en  la Conferencia de 

los Estados Partes, con un número de votos  igual al número de sus 

Estados miembros que  sean Partes en  la presente  Convención. 

Dichas   organizaciones no  ejercerán su  derecho de  voto  si  sus 

Estados miembros ejercen el suyo,  y viceversa. 

Artículo 45: Entrada en  vigor 
 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir 

de  la fecha  en que  haya  sido  depositado el vigésimo  instrumento 

de ratificación o adhesión. 

2.  Para  cada Estado y organización regional  de  integración que 

ratifique la Convención, se adhiera a ella o la confirme  oficialmente 

una  vez que  haya  sido  depositado el vigésimo  instrumento a sus 

efectos, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de 

la fecha  en que  haya  sido  depositado su propio  instrumento. 
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Artículo 46: Reservas 
 

1.  No  se  permitirán reservas  incompatibles  con   el  objeto   y  el 

propósito de la presente Convención. 

2. Las reservas podrán ser  retiradas en cualquier momento. 
 

Artículo 47: Enmiendas 
 

1. Los  Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente 

Convención y presentarlas al Secretario General de  las  Naciones 

Unidas. El Secretario General comunicará las  enmiendas 

propuestas a los  Estados Partes, pidiéndoles que  le notifiquen  si 

desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el 

fin de  examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de 

los cuatro meses siguientes a la fecha  de esa  notificación, al menos 

un   tercio   de   los   Estados  Partes  se   declara  a   favor   de   tal 

convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo 

los  auspicios de  las  Naciones Unidas. Toda  enmienda adoptada 

por  mayoría   de  dos   tercios de  los  Estados Partes presentes y 

votantes en la conferencia será  sometida por el Secretario General 

a la Asamblea General de las Naciones Unidas  para  su aprobación 

y posteriormente a los Estados Partes para  su aceptación. 

2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en 

el párrafo  1 del presente artículo  entrará en vigor el trigésimo día a 

partir de la fecha  en que  el número de instrumentos de aceptación 

depositados alcance los dos  tercios del número de Estados Partes 

que había  en la fecha  de adopción de la enmienda. Posteriormente, 

la enmienda entrará en vigor para  todo Estado Parte el trigésimo día 

a partir de aquel  en que  hubiera depositado su propio  instrumento 

de  aceptación. Las  enmiendas serán vinculantes exclusivamente 

para  los Estados Partes que  las hayan  aceptado. 

3.  En  caso de  que  así  lo decida la Conferencia de  los  Estados 

Partes por  consenso, las  enmiendas adoptadas y aprobadas de 

conformidad con  lo dispuesto en el párrafo  1 del presente artículo 

que  guarden relación  exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 

40 entrarán en vigor para  todos los Estados Partes el trigésimo día 

a partir de aquel  en que  el número de instrumentos de aceptación 

depositados alcance los dos  tercios del número de Estados Partes 

que  hubiera en la fecha  de adopción de la enmienda. 

Artículo 48: Denuncia 

Los  Estados  Partes  podrán denunciar la  presente  Convención 

mediante notificación escrita dirigida  al Secretario General de  las 
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Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto un  año  después de 

que  el Secretario General haya  recibido la notificación. 

Artículo 49: Formato accesible 
 

El  texto   de   la  presente  Convención se   difundirá   en  formatos 

accesibles. 

Artículo 50: Textos auténticos 
 

Los  textos en  árabe, chino,  español, francés, inglés  y ruso  de  la 

presente Convención serán igualmente auténticos. 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios abajo 

firmantes, debidamente  autorizados por  sus  respectivos 

gobiernos, firman la presente Convención. 

Anexo II  
 

PROTOCOLO  FACULTATIVO  DE  LA  CONVENCIÓN   SOBRE 

LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

Los Estados Partes en el presente Protocolo acuerdan lo siguiente: 
 

Artículo 1: 1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo ("Estado 

Parte")  reconoce la competencia del  Comité  sobre los  Derechos 

de  las  Personas con  Discapacidad ("el Comité")  para   recibir  y 

considerar  las   comunicaciones  presentadas   por   personas  o 

grupos de  personas  sujetos a  su  jurisdicción  que   aleguen ser 

víctimas  de  una  violación  por  ese  Estado Parte de  cualquiera de 

las disposiciones de la Convención, o en nombre de esas personas 

o grupos de personas. 

2. El Comité  no recibirá  comunicación alguna  que  concierna a un 

Estado Parte en  la Convención que  no  sea  parte  en  el presente 

Protocolo. 

Artículo 2: El Comité  considerará inadmisible una  comunicación 

cuando: a) Sea  anónima; b) Constituya un  abuso del  derecho a 

presentar una comunicación o sea  incompatible con las 

disposiciones de  la Convención; c) Se  refiera  a una  cuestión que 

ya haya sido examinada por el Comité  o ya haya sido o esté siendo 

examinada de  conformidad con  otro  procedimiento de 

investigación o  arreglo  internacionales; d) No  se  hayan  agotado 

todos los  recursos internos disponibles, salvo  que  la tramitación 

de  esos recursos se  prolongue injustificadamente o sea 

improbable que  con  ellos  se  logre  un  remedio efectivo;   e)  Sea 

manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada; 

o  f)  Los  hechos objeto   de  la  comunicación hubieran sucedido 
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antes de la fecha  de entrada en vigor del presente Protocolo para 

el Estado Parte interesado, salvo  que  esos hechos continuasen 

produciéndose después de esa  fecha. 

Artículo 3: Sin perjuicio  de lo dispuesto en el artículo  2 del presente 

Protocolo, el Comité  pondrá en  conocimiento del Estado Parte, de 

forma  confidencial, toda   comunicación que  reciba con  arreglo  al 

presente Protocolo. En un  plazo  de  seis  meses, ese  Estado Parte 

presentará al Comité por escrito explicaciones o declaraciones en las 

que  se  aclare la cuestión y se  indiquen las medidas correctivas que 

hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas. 

Artículo 4: 1. Tras  haber recibido una  comunicación y antes de 

llegar  a una  conclusión sobre el fondo  de  ésta, el Comité  podrá 

remitir  en  cualquier momento al  Estado Parte interesado, a  los 

fines  de  su  examen urgente, una  solicitud  para  que  adopte las 

medidas provisionales necesarias a  fin de  evitar  posibles daños 

irreparables a la víctima o las víctimas  de la supuesta violación. 

2. El ejercicio  por  el Comité  de  sus  facultades discrecionales en 

virtud del párrafo  1 del presente artículo,  no implicará  juicio alguno 

sobre la admisibilidad o sobre el fondo  de la comunicación. 

Artículo 5: El Comité  examinará en sesiones privadas las 

comunicaciones que  reciba en virtud del presente Protocolo. Tras 

examinar una comunicación, el Comité  hará  llegar sus  sugerencias 

y recomendaciones, si las hubiere, al Estado Parte interesado y al 

comunicante. 

Artículo 6: 1. Si el Comité  recibe información fidedigna que  revele 

violaciones graves  o  sistemáticas por  un  Estado Parte de  los 

derechos recogidos en  la  Convención, el  Comité  invitará  a  ese 

Estado Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos 

efectos, a presentar observaciones sobre dicha  información. 

2. Tomando en consideración las observaciones que haya 

presentado el Estado Parte interesado, así como toda  información 

fidedigna que  esté a su  disposición, el Comité  podrá encargar a 

uno o más  de sus  miembros que  lleven a cabo una investigación y 

presenten, con  carácter urgente, un informe al Comité.  Cuando se 

justifique y con el consentimiento del Estado Parte, la investigación 

podrá incluir una  visita a su territorio. 

3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité  las 

transmitirá al Estado Parte interesado, junto con las observaciones 

y recomendaciones que  estime oportunas. 
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4. En un plazo  de  seis  meses después de  recibir las conclusiones 

de la investigación y las observaciones y recomendaciones que  le 

transmita el  Comité,   el  Estado Parte interesado presentará sus 

propias observaciones al Comité. 

5. La investigación será  de  carácter confidencial y en  todas sus 

etapas se  solicitará la colaboración del Estado Parte. 

Artículo 7: 1. El Comité  podrá invitar al Estado Parte interesado a 

que   incluya  en  el  informe  que   ha  de  presentar con   arreglo   al 

artículo   35   de   la  Convención pormenores  sobre  cualesquiera 

medidas que  hubiere adoptado en  respuesta a una  investigación 

efectuada con  arreglo  al artículo  6 del presente Protocolo. 

2. Transcurrido el período de  seis  meses indicado en el párrafo  4 

del artículo  6, el Comité  podrá, si fuera necesario, invitar al Estado 

Parte  interesado  a   que   le  informe   sobre  cualquier  medida 

adoptada como resultado de la investigación. 

Artículo 8: Todo  Estado Parte podrá, al momento de  la firma o 

ratificación del presente Protocolo, o de  la adhesión a él, declarar 

que  no  reconoce la competencia del  Comité  establecida en  los 

artículos 6 y 7. 

Artículo 9: El Secretario General de  las  Naciones Unidas  será  el 

depositario del presente Protocolo. 

Artículo 10:  El presente  Protocolo estará  abierto a  la  firma  de 

todos los  Estados y las  organizaciones regionales de  integración 

signatarios de  la Convención en la Sede de  las Naciones Unidas, 

en Nueva  York, a partir del 30 de marzo  de 2007. 

Artículo 11: El presente Protocolo estará sujeto a la ratificación de 

los   Estados  signatarios  del   presente  Protocolo  que   hayan 

ratificado la Convención o se  hayan  adherido a ella. Estará sujeto 

a  la  confirmación  oficial  de   las   organizaciones regionales de 

integración signatarias del  presente Protocolo que  hayan 

confirmado oficialmente la Convención o se hayan  adherido a ella. 

Estará abierto a  la adhesión de  cualquier Estado u organización 

regional  de integración que  haya  ratificado la Convención, la haya 

confirmado oficialmente o se  haya  adherido a ella y que  no haya 

firmado  el presente Protocolo. 

Artículo  12:  1.  Por   "organización  regional   de   integración"  se 

entenderá una organización constituida por Estados soberanos de 

una  región  determinada a  la  que  sus   Estados  miembros hayan 

transferido competencia respecto de las cuestiones regidas por la 
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Convención y el presente Protocolo. Esas organizaciones 

declararán,  en   sus    instrumentos  de   confirmación  oficial   o 

adhesión, su grado de competencia con respecto a las cuestiones 

regidas por la Convención y el presente Protocolo. Posteriormente, 

informarán al depositario de  toda  modificación sustancial  de  su 

grado de competencia. 

2. Las  referencias a los  "Estados Partes" con  arreglo  al presente 

Protocolo se aplicarán a esas organizaciones dentro de los límites 

de su competencia. 

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo  1 del artículo  13 y en 

el párrafo  2 del artículo  15 del presente Protocolo, no se tendrá en 

cuenta  ningún   instrumento  depositado   por   una   organización 

regional  de integración. 

4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su 

competencia, ejercerán su  derecho de  voto  en  la reunión  de  los 

Estados Partes, con  un número de  votos  igual al número de  sus 

Estados  miembros que   sean Partes en  el  presente  Protocolo. 

Dichas   organizaciones no  ejercerán su  derecho de  voto  si  sus 

Estados miembros ejercen el suyo,  y viceversa. 

Artículo  13:   1.   Con   sujeción  a   la  entrada  en   vigor   de   la 

Convención, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 

después de  que  se  haya  depositado el  décimo instrumento de 

ratificación o adhesión. 

2.  Para  cada Estado u organización regional  de  integración que 

ratifique el Protocolo, lo confirme  oficialmente o se adhiera a él una 

vez que haya sido depositado el décimo instrumento a sus  efectos, 

el Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha  en 

que  haya  sido  depositado su propio  instrumento. 

Artículo 14:  1.  No  se  permitirán reservas  incompatibles con  el 

objeto  y el propósito del presente Protocolo. 

2. Las reservas podrán ser  retiradas en cualquier momento. 

Artículo 15: 1. Todo  Estado Parte podrá proponer una  enmienda 

al presente Protocolo y presentarla al Secretario General de  las 

Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda 

propuesta a  los  Estados Partes, pidiéndoles que  le notifiquen  si 

desean que  se  convoque una  conferencia de  Estados Partes con 

el fin de  examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro 

de  los  cuatro meses siguientes a la fecha  de  esa  notificación, al 

menos un  tercio  de  los  Estados Partes se  declara a favor  de  tal 
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convocatoria, el  Secretario General convocará  una  conferencia 

bajo   los   auspicios  de   las   Naciones  Unidas.  Toda   enmienda 

adoptada  por   mayoría   de   dos   tercios  de   los   Estados  Partes 

presentes  y  votantes  en   la  conferencia  será   sometida  por   el 

Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas 

para  su  aprobación y posteriormente a todos los  Estados Partes 

para  su aceptación. 

2. Las enmiendas adoptadas y aprobadas conforme a lo dispuesto 

en el párrafo  1 del presente artículo  entrarán en vigor el trigésimo 

día  a  partir  de  la  fecha   en  que  el  número de  instrumentos de 

aceptación depositados  alcance los  dos   tercios del  número de 

Estados  Partes  que   hubiera  en   la  fecha   de   adopción  de   la 

enmienda. Posteriormente, las  enmiendas entrarán en  vigor para 

todo   Estado  Parte  el  trigésimo  día  a  partir   de   aquel   en   que 

hubieran depositado  su  propio   instrumento de  aceptación.  Las 

enmiendas  serán  vinculantes exclusivamente para   los  Estados 

Partes que  las hayan  aceptado. 

Artículo 16:  Los  Estados  Partes  podrán denunciar el  presente 

Protocolo  mediante  notificación  escrita  dirigida   al  Secretario 

General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto un año 

después de que el Secretario General haya recibido la notificación. 

Artículo  17:   El  texto   del   presente  Protocolo se   difundirá   en 

formatos accesibles. 

Artículo 18: Los textos en árabe, chino,  español, francés, inglés  y 

ruso  del presente Protocolo serán igualmente auténticos. 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios abajo 

firmantes, debidamente  autorizados por  sus  respectivos 

gobiernos, firman el presente Protocolo. 

 

 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA 

LA ELIMINACIÓN  DE TODAS LAS FORMAS 

DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD.  LEY NACIONAL 25280 
 

Artículo  1:  Para   los   efectos  de   la  presente  Convención, se 

entiende por: 

1. Discapacidad El término  "discapacidad" significa  una 

deficiencia  física,   mental    o   sensorial,  ya   sea   de   naturaleza 
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permanente o temporal, que  limita la capacidad de  ejercer  una  o 

más   actividades  esenciales  de   la  vida   diaria,   que   puede  ser 

causada o agravada por el entorno económico y social. 

2.  Discriminación contra  las  personas  con   discapacidad  a)  El 

término   "discriminación" contra  las  personas con  discapacidad 

significa  toda   distinción, exclusión o  restricción basada  en  una 

discapacidad,  antecedente  de   discapacidad, consecuencia de 

discapacidad anterior  o percepción de una discapacidad presente 

o pasada, que  tenga el efecto o propósito de  impedir  o anular  el 

reconocimiento, goce o  ejercicio  por  parte  de  las  personas con 

discapacidad, de sus  derechos humanos y libertades 

fundamentales.  b)  No  constituye  discriminación la  distinción o 

preferencia adoptada  por  un  Estado parte   a  fin de  promover  la 

integración social  o  el  desarrollo personal de  las  personas con 

discapacidad, siempre que  la distinción o preferencia no limite en 

sí   misma    el   derecho  a   la   igualdad  de   las   personas  con 

discapacidad y que  los  individuos  con  discapacidad no  se  vean 

obligados a aceptar tal distinción o preferencia. En los  casos en 

que  la  legislación interna   prevea la  figura  de  la  declaratoria de 

interdicción, cuando sea  necesaria y apropiada para  su bienestar, 

ésta no constituirá discriminación. 

Artículo  2:  Los   objetivos  de   la  presente  Convención son   la 

prevención y eliminación  de  todas las  formas de  discriminación 

contra las personas con discapacidad y propiciar su plena 

integración en la sociedad. 

Artículo  3:  Para   lograr   los  objetivos  de   esta  Convención, los 

Estados  Parte  se   comprometen  a:  1.  Adoptar   las  medidas  de 

carácter legislativo,  social,  educativo, laboral  o  de  cualquier otra 

índole,   necesarias  para   eliminar   la  discriminación  contra  las 

personas con  discapacidad y propiciar su  plena  integración en  la 

sociedad, incluidas las que  se enumeran a continuación, sin que  la 

lista sea  taxativa: a) Medidas para  eliminar progresivamente la 

discriminación y promover la integración por parte  de las 

autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la 

prestación o suministro de  bienes, servicios, instalaciones, 

programas y actividades, tales  como el empleo, el transporte, las 

comunicaciones,  la  vivienda,   la  recreación,  la  educación,  el 

deporte, el  acceso a  la  justicia  y  los  servicios  policiales, y  las 

actividades políticas y de  administración; b) Medidas para  que  los 

edificios,  vehículos e instalaciones que  se  constituyan o fabriquen 
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en sus  territorios respectivos faciliten el transporte, la comunicación 

y el acceso para  las personas con  discapacidad; c) Medidas para 

eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos arquitectónicos, 

de  transporte y comunicaciones que  existan, con  la finalidad  de 

facilitar el acceso y uso  para  las personas con  discapacidad, y d) 

Medidas para  asegurar que  las personas encargadas de  aplicar  la 

presente  Convención y la legislación interna  sobre esta materia, 

estén capacitados para  hacerlo.2. Trabajar  prioritariamente en  las 

siguientes áreas: a) La prevención de todas las formas de 

discapacidad prevenibles; b) La detección temprana e intervención, 

tratamiento, rehabilitación, educación,  formación ocupacional y el 

suministro de  servicios globales para  asegurar un nivel óptimo  de 

independencia y de calidad de vida para  las personas con 

discapacidad; y c) La sensibilización de  la población, a través de 

campañas de educación encaminadas a eliminar prejuicios, 

estereotipos y otras actitudes que  atentan contra el derecho de las 

personas a ser  iguales, propiciando de  esta forma  el respeto y la 

convivencia con  las personas con  discapacidad. 

Artículo  4:  Para   lograr   los  objetivos  de   esta  Convención, los 

Estados  Parte  se   comprometen  a:  1.  Cooperar  entre   sí  para 

contribuir  a prevenir  y eliminar la discriminación contra las personas 

con  discapacidad. 2. Colaborar de  manera efectiva en: a) la 

investigación científica  y tecnológica relacionada con la prevención 

de las discapacidades, el tratamiento, la rehabilitación e integración 

a la sociedad de las personas con  discapacidad; Y b) el desarrollo 

de  medios y recursos diseñados para  facilitar o promover la vida 

independiente, autosuficiencia e integración total,  en  condiciones 

de igualdad, a la sociedad de las personas con  discapacidad. 

Artículo 5: 1. Los Estados Parte promoverán, en la medida en que 

sea   compatible con  sus   respectivas  legislaciones nacionales, la 

participación de representantes de organizaciones de personas con 

discapacidad, organizaciones no gubernamentales que  trabajan en 

este campo o, si no existieren dichas organizaciones, personas con 

discapacidad, en la elaboración, ejecución y evaluación de medidas 

y políticas para  aplicar la presente Convención.2. Los Estados Parte 

crearán canales de  comunicación eficaces que  permitan difundir 

entre  las  organizaciones públicas y privadas que  trabajan con  las 

personas con discapacidad los avances normativos y jurídicos  que 

se   logren   para   la  eliminación   de   la  discriminación contra  las 

personas con  discapacidad. 
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Artículo 6: 1.Para dar  seguimiento a los compromisos adquiridos 

en   la  presente  Convención se   establecerá  un  Comité   para   la 

Eliminación   de   todas  las  Formas  de   Discriminación contra  las 

Personas con Discapacidad, integrado por un representante 

designado por cada Estado Parte. 2. El Comité celebrará su primera 

reunión  dentro de  los 90 días  siguientes al depósito del undécimo 

instrumento de  ratificación. Esta  reunión   será   convocada por  la 

Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 

la misma  se  celebrará en  su  sede, a menos que  un Estado parte 

ofrezca  la  sede. 3.  Los  Estados  Parte  se   comprometen  en  la 

primera  reunión  a presentar un informe  al Secretario General de  la 

Organización para  que  lo transmita al Comité  para  ser  analizado y 

estudiado. En lo sucesivo, los informes  se presentarán cada cuatro 

años. 4.  Los  informes   preparados en  virtud  del  párrafo   anterior 

deberán  incluir  las  medidas  que   los  Estados  miembros hayan 

adoptado en la aplicación de esta Convención y cualquier progreso 

que  hayan  realizado los  Estados Parte en  la eliminación  de  todas 

las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. 

Los   informes   también  contendrán  cualquier circunstancia  o 

dificultad   que   afecte el  grado de  cumplimiento derivado  de  la 

presente  Convención. 5.  El Comité  será  el foro  para  examinar el 

progreso   registrado  en   la   aplicación   de   la   Convención e 

intercambiar experiencias entre   los  Estados Parte. Los  informes 

que  elabore el Comité  recogerán el debate e incluirán  información 

sobre las  medidas  que   los  Estados  Parte  hayan   adoptado  en 

aplicación de  esta Convención, los progresos que  hayan  realizado 

en la eliminación  de  todas las formas de  discriminación contra las 

personas con  discapacidad, las  circunstancias o dificultades que 

hayan  tenido  con la implementación de la Convención, así como las 

conclusiones, observaciones y sugerencias generales del  Comité 

para   el  cumplimiento  progresivo  de   la  misma.  6.   El  Comité 

elaborará su reglamento interno y lo aprobará por mayoría absoluta. 

7. El Secretario General brindará al Comité  el apoyo que  requiera 

para  el cumplimiento de sus  funciones. 

Artículo  7:  No  se   interpretará  que   disposición  alguna   de   la 

presente  Convención restrinja  o  permita que  los  Estados Parte 

limiten   el   disfrute    de   los   derechos  de   las   personas  con 

discapacidad reconocidos por el derecho internacional 

consuetudinario o los instrumentos internacionales por los cuales 

un Estado Parte está obligado. 
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Artículo 8: 1. La presente Convención estará abierta a todos los 

Estados  miembros para   su  firma,  en  la  ciudad de  Guatemala, 

Guatemala,  el  8  de   junio  de   1999   y,  a  partir   de   esa   fecha, 

permanecerá abierta a la firma de todos los Estados en la sede de 

la Organización de  los  Estados Americanos hasta su  entrada en 

vigor.  2. La presente Convención está sujeta a ratificación. 3. La 

presente Convención entrará en vigor para  los Estados ratificantes 

el trigésimo día a partir  de  la fecha  en que  se  haya  depositado  el 

sexto instrumento de  ratificación de  un  Estado  miembro de  la 

Organización de los Estados Americanos. 

Artículo  9:   Después  de   su   entrada  en   vigor,   la   presente 

Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados que 

no la hayan  firmado. 

Artículo 10:  1.  Los  instrumentos de  ratificación y  adhesión se 

depositarán en  la  Secretaría  General de  la  Organización de  los 

Estados Americanos. 2. Para  cada Estado que  ratifique  o adhiera 

a  la  Convención después  de  que  se  haya  depositado el  sexto 

instrumento  de   ratificación,  la  Convención entrará  en  vigor  el 

trigésimo día a partir de la fecha  en que tal Estado haya depositado 

su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 11: 1. Cualquier Estado Parte podrá formular  propuestas 

de   enmienda  a   esta  Convención. Dichas   propuestas  serán 

presentadas a la Secretaría General de la OEA para  su distribución 

a los Estados Parte. 2. Las  enmiendas entrarán en  vigor para  los 

Estados ratificantes de  las mismas en la fecha  en que  dos  tercios 

de  los Estados Parte hayan  depositado el respectivo instrumento 

de ratificación. En cuanto al resto de los Estados Parte, entrarán en 

vigor en  la fecha  en  que  depositen sus  respectivos instrumentos 

de ratificación. 

Artículo 12: Los  Estados podrán formular  reservas a la presente 

Convención al momento de  ratificarla  o adherirse a ella, siempre 

que   no   sean  incompatibles con   el  objeto   y  propósito  de   la 

Convención y versen sobre una  o más  disposiciones específicas. 

Artículo  13:   La  presente  Convención permanecerá  en   vigor 

indefinidamente, pero  cualquiera de los Estados Parte podrá 

denunciarla. El instrumento de  denuncia será   depositado en  la 

Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Transcurrido un año,  contado a partir de  la fecha  de  depósito del 

instrumento de  denuncia, la  Convención cesará  en  sus   efectos 
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para   el  Estado  denunciante, y  permanecerá en  vigor  para   los 

demás Estados Parte. Dicha  denuncia no eximirá  al Estado Parte 

de  las  obligaciones que  le  impone la  presente Convención con 

respecto a toda  acción u omisión  ocurrida antes de la fecha  en que 

haya  surtido efecto la denuncia. 

Artículo 14:  1.  El instrumento original  de  la presente Convención, 

cuyos textos en español, francés, inglés  y portugués son  igualmente 

auténticos, será  depositado en la Secretaría General de la 

Organización  de   los   Estados  Americanos, la  que   enviará   copia 

auténtica de su texto, para su registro y publicación, a la Secretaría de 

las Naciones Unidas, de conformidad con  el Artículo 102 de la Carta 

de las Naciones Unidas. 2. La Secretaría General de la Organización 

de  los  Estados  Americanos notificará  a  los  Estados  miembros de 

dicha   Organización y  a  los  Estados que  se  hayan   adherido a  la 

Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, 

adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiesen. 
 

 
 

PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN 

AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 

EN MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, 

SOCIALES  Y CULTURALES -PROTOCOLO  DE SAN 

SALVADOR-  LEY NACIONAL 24658. Parte pertinente 
 

Artículo  1:  Apruébase el  Protocolo  Adicional  a  la  Convención 

Americana sobre  Derechos  Humanos  en  Materia   de  Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales -Protocolo de  San  Salvador- 

adoptado por  la  Asamblea  General  de  la  Organización  de  los 

Estados Americanos en El Salvador, el 17 de noviembre de 1.988, 

que  consta de  22 artículos, y cuya  copia  autenticada forma  parte 

de la presente ley, como Anexo I. 

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 

ANEXO 1: PROTOCOLO  ADICIONAL  A LA CONVENCIÓN 

AMERICANA SOBRE  DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE 

DERECHOS  ECONÓMICOS,  SOCIALES  Y CULTURALES 

"PROTOCOLO DE SAN SALVADOR" 
 

Artículo 1: Obligación de  adoptar medidas 
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Los   Estados  Partes  en   el  presente  Protocolo Adicional   a   la 

Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos  se 

comprometen a  adoptar las  medidas necesarias tanto  de  orden 

interno  como mediante la cooperación entre  los Estados, 

especialmente  económica  y  técnica, hasta  el  máximo   de   los 

recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, 

a   fi n  de   lograr   progresivamente,  y  de   conformidad  con   la 

legislación interna, la  plena  efectividad de  los  derechos que  se 

reconocen en el presente Protocolo. 

Artículo 2: Obligación de  adoptar disposiciones 

de  derecho interno 

Si el ejercicio  de los derechos establecidos en el presente Protocolo 

no estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de  otro 

carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo 

a sus  procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este 

Protocolo las  medidas  legislativas o  de  otro  carácter que  fueren 

necesarias para  hacer efectivos tales  derechos. 

Artículo 3: Obligación de  no  discriminación 
 

Los  Estados Partes en  el presente Protocolo se  comprometen a 

garantizar el ejercicio  de  los derechos que  en  él se  enuncian, sin 

discriminación alguna   por  motivos   de  raza,  color,  sexo, idioma, 

religión,  opiniones  políticas  o  de   cualquier  otra   índole,   origen 

nacional o social,  posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición social. 

Artículo 4: No admisión de  restricciones 
 

No  podrá  restringirse o  menoscabarse ninguno   de  los  derechos 

reconocidos o  vigentes en  un  Estado en  virtud  de  su  legislación 

interna   o  de  convenciones  internacionales, a  pretexto de  que  el 

presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor  grado. 

Artículo 5: Alcance de  las  restricciones y limitaciones 
 

Los Estados Partes sólo  podrán establecer restricciones y 

limitaciones al goce y ejercicio  de  los  derechos establecidos en  el 

presente  Protocolo mediante leyes  promulgadas con  el objeto  de 

preservar el bienestar general dentro de una  sociedad democrática, 

en la medida que no contradigan el propósito y razón de los mismos. 

Artículo 6: Derecho al trabajo 
 

1.  Toda   persona  tiene   derecho  al  trabajo,  el  cual   incluye   la 

oportunidad de  obtener los  medios para  llevar una  vida  digna  y 
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decorosa  a   través  del   desempeño  de   una   actividad  lícita 

libremente escogida o aceptada. 

2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que 

garanticen plena  efectividad al derecho al trabajo, en especial las 

referidas al logro del pleno  empleo, a la orientación vocacional y al 

desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, 

particularmente  aquellos  destinados   a   los   minusválidos.  Los 

Estados Partes se  comprometen también a ejecutar y a fortalecer 

programas  que   coadyuven  a  una   adecuada  atención familiar, 

encaminados  a  que   la  mujer   pueda  contar  con   una   efectiva 

posibilidad de ejercer  el derecho al trabajo. 

Artículo 10: Derecho a la salud 
 

1.  Toda  persona tiene   derecho a  la  salud,  entendida  como  el 

disfrute  del más  alto nivel de bienestar físico, mental  y social. 

2. Con  el fin de  hacer efectivo  el derecho a la salud  los  Estados 

Partes se comprometen a reconocer la salud  como un bien público 

y particularmente a adoptar las siguientes medidas para  garantizar 

este derecho; 

3.  Los  Estados Partes en  el presente Protocolo reconocen que, 

con  objeto  de lograr el pleno  ejercicio  del derecho a la educación: 

a. La enseñanza primaria  debe ser  obligatoria y asequible a todos 

gratuitamente; 

b.  La enseñanza secundaria en  sus  diferentes formas, incluso  la 

enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada 

y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados 

y,  en  particular por  la  implantación progresiva de  la  enseñanza 

gratuita; 

c.  La  enseñanza  superior debe  hacerse  igualmente accesible a 

todos, sobre la base de  la capacidad de  cada uno,  por  cuantos 

medios sean  apropiados, y  en   particular,  por   la  implantación 

progresiva de la enseñanza gratuita; 

d. Se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la 

educación básica para  aquellas personas que  no hayan  recibido o 

terminado el ciclo completo de instrucción primaria; 

e.  Se  deberán establecer programas de  enseñanza  diferenciada 

para    los   minusválidos  a   fi n  de   proporcionar  una   especial 

instrucción y formación a  personas con  impedimentos físicos  o 

deficiencias mentales. 
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4. Conforme con  la legislación interna  de  los  Estados Partes, los 

padres tendrán derecho a escoger el tipo de educación que  habrá 

de  darse a sus  hijos,  siempre que  ella se  adecue a los principios 

enunciados precedentemente. 

5. Nada  de  lo dispuesto en  este Protocolo se  interpretará como 

una  restricción de  la libertad  de  los particulares y entidades para 

establecer y dirigir instituciones de  enseñanza, de  acuerdo con  la 

legislación interna  de los Estados Partes. 

Artículo 11: Derecho a un medio ambiente sano 
 

1. Toda  persona tiene  derecho a vivir  en un medio  ambiente sano 

y a contar con  servicios públicos básicos. 

2. Los  Estados Partes promoverán la protección, preservación y 

mejoramiento del medio  ambiente. 

Artículo 13: Derecho a la educación 
 

1. Toda  persona tiene  derecho a la educación. 
 

2. Los Estados Partes en  el presente Protocolo convienen que  la 

educación deberá orientarse hacia  el pleno  desarrollo de  la 

personalidad humana y del sentido de su dignidad y deberá 

fortalecer  el  respeto por  los  derechos  humanos, el  pluralismo 

ideológico, las libertades fundamentales, la justicia y la paz. 

Convienen, asimismo, en que  la educación debe capacitar a todas 

las personas para  participar efectivamente en una  sociedad 

democrática y pluralista, lograr  una  subsistencia digna,  favorecer 

la comprensión, la tolerancia y la amistad entre  todas las naciones 

y todos los  grupos raciales, étnicos o  religiosos y promover las 

actividades en favor del mantenimiento de la paz. 

3.  Los  Estados Partes en  el  presente  Protocolo reconocen  los 

beneficios  que   se   derivan   del   fomento  y  desarrollo  de   la 

cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones 

científicas, artísticas y culturales, y en  este sentido se 

comprometen a  propiciar una  mayor   cooperación  internacional 

sobre la materia. 

Artículo 18: Protección de  los  minusválidos 
 

Toda  persona afectada por  una  disminución de  sus  capacidades 

físicas  o  mentales tiene  derecho a  recibir  una  atención especial 

con  el fin de  alcanzar el máximo  desarrollo de  su  personalidad. 

Con  tal  fin, los  Estados Partes se  comprometen a  adoptar las 

medidas que  sean necesarias para  ese  propósito y en especial a: 
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a. Ejecutar  programas específicos destinados a proporcionar a los 

minusválidos los recursos y el ambiente necesarios para  alcanzar 

ese   objetivo,   incluidos   programas  laborales adecuados  a  sus 

posibilidades y que  deberán ser  libremente aceptados por ellos o 

por sus  representantes legales, en su caso; 

b. Proporcionar formación especial a los familiares  de  los 

minusválidos  a  fin  de   ayudarlos  a  resolver   los  problemas de 

convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo físico, 

mental  y emocional de éstos; 

c. Incluir de  manera prioritaria  en sus  planes de  desarrollo urbano 

la consideración de  soluciones a  los  requerimientos específicos 

generados por las necesidades de este grupo; 

d. Estimular la formación de organizaciones sociales en las que los 

minusválidos puedan desarrollar una  vida plena. 

 

 

CÓDIGO CIVIL  DE LA REPÚBLICA ARGENTINA: 

Selección de articulado referente a 

las personas declaradas incapaces 
 

LIBRO I: De las  personas 
 

Sección Primera: De las  personas en  general 
 

Artículo 6: La capacidad o incapacidad de las personas domiciliadas 

en  el territorio  de  la República, sean nacionales o extranjeras, será 

juzgada por las leyes  de este Código, aun  cuando se trate  de actos 

ejecutados o de bienes existentes en país  extranjero. 

Artículo 7: La capacidad o incapacidad de las personas 

domiciliadas fuera  del territorio  de  la República, será  juzgada por 

las leyes  de su respectivo domicilio,  aun  cuando se  trate  de actos 

ejecutados o de bienes existentes en la República. 

De las  personas jurídicas 
 

Artículo 30: Son personas todos los entes susceptibles de adquirir 

derechos, o contraer obligaciones. 

Artículo 31:  Las  personas son  de  una  existencia ideal  o  de  una 

existencia visible. Pueden adquirir los derechos, o contraer las 

obligaciones que este Código  regla en los casos, por el modo  y en la 

forma  que  él determina. Su  capacidad o incapacidad nace de  esa 

facultad que  en los casos dados, les conceden o niegan  las leyes. 
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TÍTULO II:  De las  personas de  existencia visible 
 

Artículo 51:  Todos  los  entes que  presentasen signos 

característicos de humanidad, sin distinción de cualidades o 

accidentes, son  personas de existencia visible. 

Artículo 52:  Las  personas de  existencia visible  son   capaces de 

adquirir derechos o contraer obligaciones. Se reputan tales  todos los 

que  en este Código  no están expresamente declarados incapaces. 

Artículo  53:  Les  son   permitidos todos  los  actos y  todos  los 

derechos que  no les fueren  expresamente prohibidos, 

independientemente  de   su   calidad  de   ciudadanos  y  de   su 

capacidad política. 

Artículo 54: Tienen incapacidad absoluta: 
 

1ro. Las personas por nacer; 
 

2do.  Los menores impúberes; 
 

3ro. Los dementes; 
 

4to. Los sordomudos que  no saben darse a entender por escrito; 
 

5to. Derogado por la ley 17.711. 
 

Artículo 55: Los menores adultos sólo  tienen  capacidad para  los 

actos que  las leyes  les autorizan otorgar. 

Artículo  56:   Los   incapaces  pueden,  sin   embargo,  adquirir 

derechos o contraer obligaciones por medio  de los representantes 

necesarios que  les da la ley. 

Artículo 57: Son  representantes de los incapaces: 
 

1ro. De las personas por nacer, sus  padres, y a falta o incapacidad 

de éstos, los curadores que  se  les nombre; 

2do.  De los menores no emancipados, sus  padres o tutores; 
 

3ro.  De  los  dementes o  sordomudos, los  curadores que  se  les 

nombre. 

Artículo 58: Este  Código  protege a los incapaces, pero  sólo para  el 

efecto de suprimir los impedimentos de su incapacidad, dándoles la 

representación que  en él se determinan, y sin que  se les conceda el 

beneficio de restitución, ni ningún otro beneficio o privilegio. 

Artículo  59:   A  más   de   los   representantes  necesarios,  los 

incapaces son promiscuamente representados por el Ministerio de 

Menores, que  será  parte  legítima y esencial en todo  asunto judicial 

o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria  o contenciosa, en que  los 

incapaces demanden o sean demandados, o en que se trate de las 
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personas o bienes de ellos,  so pena de nulidad  de todo  acto  y de 

todo  juicio que  hubiere lugar sin su participación. 

Artículo 60: Derogado por la ley 17.711. 
 

Artículo 61: Cuando los intereses de  los incapaces, en  cualquier 

acto  judicial o extrajudicial, estuvieren en oposición con los de sus 

representantes, dejarán éstos de  intervenir  en  tales  actos, 

haciéndolo en lugar de ellos, curadores especiales para  el caso de 

que  se  tratare. 

Artículo 62: La representación de los incapaces es extensiva a todos 

los actos de la vida civil , que no fueren  exceptuados en este Código. 

TÍTULO X: De los  dementes e inhabilitados 
 

Artículo 140: Ninguna  persona será  habida por demente, para  los 

efectos que  en  este Código  se  determinan, sin  que  la demencia 

sea  previamente verificada y declarada por juez competente. 

Artículo 141:  Se  declaran incapaces por  demencia las  personas 

que  por causa de  enfermedades mentales no tengan aptitud para 

dirigir su persona o administrar sus  bienes. 

Artículo  142:   La  declaración  judicial   de   demencia  no   podrá 

hacerse sino  a  solicitud  de  parte, y después de  un  examen de 

facultativos. 

Artículo 143: Si del examen de facultativos resultare ser efectiva la 

demencia, deberá ser  calificada en  su  respectivo carácter, y si 

fuese manía,  deberá decirse si es  parcial  o total. 

Artículo 144: Los que pueden pedir la declaración de demencia son: 
 

1ro. 1º. Cualquiera de los cónyuges no separado personalmente o 

divorciado vincularmente; 

2do.  Los parientes del demente; 
 

3ro. El Ministerio de Menores; 
 

4to. El respectivo cónsul, si el demente fuese extranjero; 
 

5to. Cualquier persona del pueblo, cuando el demente sea  furioso, 

o incomode a sus  vecinos. 

Artículo 145: Si el demente fuese menor  de catorce años no podrá 

pedirse la declaración de demencia. 

Artículo 146: Tampoco podrá solicitarse la declaración de 

demencia, cuando  una  solicitud   igual  se  hubiese  declarado  ya 

improbada, aunque sea  otro el que  la solicitase, salvo si expusiese 

hechos de demencia sobrevinientes a la declaración judicial. 
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Artículo  147:   Interpuesta  la   solicitud    de   demencia,  debe 

nombrarse para  el demandado como demente, un curador 

provisorio  que  lo represente y defienda en el pleito,  hasta que  se 

pronuncie la sentencia definitiva.  En el juicio es  parte  esencial el 

Ministerio de Menores. 

Artículo 148:  Cuando la demencia aparezca notoria  e indudable, 

el juez mandará inmediatamente recaudar los bienes del demente 

denunciado, y entregarlos, bajo inventario, a un curador provisorio, 

para  que  los administre. 

Artículo 149:  Si  el  denunciado como demente fuere  menor   de 

edad, su  padre o su  madre o su  tutor  ejercerán las funciones del 

curador provisorio. 

Artículo  150:  La  cesación de   la  incapacidad  por  el  completo 

restablecimiento de los dementes, sólo tendrá lugar después de un 

nuevo  examen de sanidad hecho por facultativos, y después de la 

declaración judicial, con  audiencia del Ministerio de Menores. 

Artículo 151:  La sentencia sobre demencia y su  cesación, sólo 

hacen cosa juzgada en  el juicio civil,  para  los efectos declarados 

en   este  Código, mas   no   en   juicio  criminal,   para   excluir   una 

imputación de delitos  o dar lugar a condenaciones. 

Artículo 152:  Tampoco constituye cosa juzgada en  el juicio civil, 

para   los  efectos de  que   se  trata   en  los  artículos precedentes, 

cualquiera sentencia en  un  juicio criminal  que  no  hubiese hecho 

lugar a la acusación por motivo de la demencia del acusado, o que 

lo hubiese condenado como si no fuese demente el procesado. 

Artículo 152 bis:  Podrá inhabilitarse judicialmente: 
 

1ro. A quienes por  embriaguez habitual  o uso  de  estupefacientes 

estén  expuestos  a   otorgar  actos  jurídicos   perjudiciales  a   su 

persona o patrimonio; 

2do.   A los  disminuidos en  sus   facultades cuando sin  llegar  al 

supuesto previsto en el artículo  141 de este Código, el juez estime 

que  del ejercicio  de  su plena  capacidad pueda resultar 

presumiblemente daño a su persona o patrimonio; 

3ro. A quienes por  la prodigalidad en los actos de  administración 

y disposición de sus  bienes expusiesen a su familia a la pérdida del 

patrimonio. Sólo  procederá en  este caso la  inhabilitación  si  la 

persona imputada tuviere  cónyuge, ascendientes o descendientes 

y hubiere dilapidado una  parte  importante de  su  patrimonio.  La 
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acción  para   obtener  esta  inhabilitación sólo   corresponderá   al 

cónyuge, ascendientes y descendientes. 

Se   nombrará  un  curador  al  inhabilitado  y  se   aplicarán  en   lo 

pertinente las normas relativas a la declaración de incapacidad por 

demencia y rehabilitación. 

Sin   la  conformidad  del   curador  los   inhabilitados  no   podrán 

disponer de sus  bienes por actos entre  vivos. 

Los inhabilitados podrán otorgar por  sí solos actos de 

administración, salvo  los  que  limite la sentencia de  inhabilitación 

teniendo en cuenta las circunstancias del caso. 

Artículo 152  ter:  Las  declaraciones  judiciales de  inhabilitación o 

incapacidad deberán fundarse en un examen de facultativos 

conformado por  evaluaciones interdisciplinarias. No podrán 

extenderse por  más  de  TRES (3) años y deberán especificar las 

funciones y actos que  se  limitan, procurando que  la afectación de 

la autonomía personal sea  la menor  posible. 

CAP. XIV:  De la nulidad del  matrimonio 
 

Artículo 220: Es de  nulidad relativa: 
 

1º. Cuando fuere  celebrado con  el impedimento establecido en el 

inciso  5 del artículo  166.  La nulidad  puede ser  demandada por  el 

cónyuge  incapaz  y  por  los  que   en  su  representación  podrían 

haberse opuesto a la celebración del matrimonio. No podrá 

demandarse la nulidad  después de que el cónyuge o los cónyuges 

hubieren llegado  a la edad legal si hubiesen continuado la 

cohabitación, o, cualquiera fuese la edad, si hubieren concebido. 

(Inciso sustituido por art. 6° de la Ley Nº 26.618  B.O. 22/7/2010). 

2do.  Cuando fuere  celebrado con  el impedimento establecido en el 

inciso 8vo. del artículo  166. La nulidad  podrá ser demandada por los 

que  podrían haberse opuesto a  la  celebración del  matrimonio. El 

mismo incapaz podrá demandar la nulidad cuando recobrase la razón 

si no continuare la cohabitación, y el otro cónyuge si hubiere ignorado 

la carencia de razón  al tiempo de la celebración del matrimonio y no 

hubiere hecho vida marital después de conocida la incapacidad; 

Artículo 254:  Los  hijos  pueden reclamar su  filiación matrimonial 

contra sus  padres si ella  no  resultare de  las  inscripciones en  el 

Registro del Estado Civil  y Capacidad de las Personas. 

En este caso la acción deberá entablarse conjuntamente contra el 

padre y la madre. Los hijos pueden también reclamar su  filiación 
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extramatrimonial contra quien consideren su padre o su madre. En 

caso de  haber fallecido  alguno  de  los padres, la acción se  dirigirá 

contra sus  sucesores universales. 

Estas acciones podrán ser  promovidas por el hijo en todo  tiempo. 

Sus  herederos podrán continuar la acción iniciada  por él o entablarla 

si el hijo hubiese muerto en la menor  edad o siendo incapaz. 
 

Artículo 264  bis:  Cuando ambos padres sean incapaces o estén 

privados de  la patria  potestad o suspendidos en  su  ejercicio  los 

hijos menores quedarán sujetos a tutela.  Si los padres de  un hijo 

extramatrimonial fuesen menores no emancipados, se  preferirá  a 

quien ejerza  la patria  potestad sobre aquél  de los progenitores que 

tenga al hijo bajo  su  amparo o cuidado, subsistiendo en  tal caso 

esa  tutela  aun  cuando el otro progenitor se  emancipe o cumpla la 

mayoría  de edad. 

Artículo 309:  El ejercicio   de  la  autoridad de  los  padres queda 

suspendido mientras dure  la ausencia de los padres, judicialmente 

declarada  conforme a  los  artículos  15  a  21  de  la  ley  14.394. 

También  queda suspendido en caso de  interdicción de  alguno  de 

los padres, o de inhabilitación según el artículo  152 bis, incisos 1 y 

2, hasta que  sea  rehabilitado, y en los supuestos establecidos en 

el artículo  12 del Código  Penal. 

Artículo 320:  Las  personas casadas sólo  podrán adoptar sí  lo 

hacen conjuntamente, excepto en los siguientes casos: 

a) Cuando medie  sentencia de separación personal; 
 

b) Cuando el cónyuge haya  sido  declarado insano, en  cuyo  caso 

deberá oírse  al curador y al Ministerio Público  de Menores; 

c) Cuando se declare judicialmente la ausencia simple,  la ausencia 

con  presunción de fallecimiento o la desaparición forzada del otro 

cónyuge. 

Artículo 397: Los jueces darán a los menores, tutores especiales, 

en los casos siguientes: 

1ro.  Cuando los intereses de  ellos  estén en oposición con  los de 

sus  padres, bajo cuyo  poder se  encuentren; 

2do.  Cuando el padre o madre perdiere la administración de  los 

bienes de sus  hijos; 

3ro.  Cuando los  hijos  adquieran bienes cuya  administración no 

corresponda a sus  padres; 
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4to. Cuando los intereses de los menores estuvieren en oposición 

con  los de su tutor general o especial; 

5to. Cuando sus  intereses estuvieren en oposición con  los de otro 

pupilo  que  con  ellos se  hallase con  un tutor  común, o con  los de 

otro incapaz, de que  el tutor sea  curador; 

6to.    Cuando   adquieran   bienes   con    la   cláusula   de    ser 

administrados por  persona designada, o de  no ser  administrados 

por su tutor; 

7mo.  Cuando tuviesen bienes fuera  del lugar de la jurisdicción del 

juez de  la tutela,  que  no puedan ser  convenientemente 

administrados por el tutor; 

8vo. Cuando hubiese negocios, o se tratase de objetos que  exijan 

conocimientos especiales, o una  administración distinta. 

Sección Segunda: De los derechos personales en las relaciones de 

familia 

Título  XIII:  De la curatela 
 

Capítulo I - Curatela a los  incapaces mayores de  edad 
 

Artículo  468:   Se   da   curador  al  mayor   de   edad  incapaz de 

administrar sus  bienes. 

Artículo  469:   Son   incapaces  de   administrar  sus   bienes,  el 

demente aunque tenga intervalos lúcidos, y el sordomudo que  no 

sabe leer ni escribir. 

Artículo 470:  La declaración de  incapacidad y nombramiento de 

curador pueden pedirla  al juez,  el Ministerio  de  Menores y todos 

los parientes del incapaz. 

Artículo  471:   El  juez,   durante  el  juicio,  puede,  si  lo  juzgase 

oportuno,  nombrar  un   curador  interino   a   los   bienes,  o   un 

interventor en la administración del demandado por incapaz. 

Artículo 472:  Si  la  sentencia que   concluya el  juicio,  declarase 

incapaz al demandado, serán de ningún valor los actos posteriores 

de administración que  el incapaz celebrare. 

Artículo 473: Los anteriores a la declaración de incapacidad podrán 

ser  anulados, si la causa de  la interdicción declarada  por  el juez, 

existía públicamente en la época en que los actos fueron ejecutados. 

Si la demencia no era  notoria,  la nulidad  no puede hacerse valer, 

haya  habido o no  sentencia de  incapacidad, contra contratantes 

de buena fe y a título oneroso. 
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Artículo 474: Después que  una  persona haya  fallecido,  no podrán 

ser  impugnados sus  actos entre  vivos, por causa de  incapacidad, 

a  no  ser  que  ésta resulte de  los  mismos actos, o que  se  hayan 

consumado después de interpuesta la demanda de incapacidad. 

Esta   disposición no  rige  si  se  demostrare la  mala  fe  de  quien 

contrató con  el fallecido. 

Artículo 475: Los declarados incapaces son  considerados como los 

menores de edad, en cuanto a su persona y bienes. Las leyes sobre 

la tutela de los menores se aplicarán a la curaduría de los incapaces. 

Artículo 476: El cónyuge es  el curador legítimo y necesario de  su 

consorte, declarado incapaz. 

Artículo 477:  Los  hijos  mayores de  edad, son  curadores de  su 

padre o  madre viudo  declarado incapaz. Si  hubiera dos  o  más 

hijos, el juez elegirá  el que  deba ejercer  la curatela. 

Artículo 478:  Cualquiera de  los  padres es  curador de  sus  hijos 

solteros, divorciados o  viudos  que  no  tengan hijos  mayores de 

edad, que  puedan desempeñar la curatela. 

Artículo 479: En todos los casos en que  el padre o madre puede 

dar  tutor  a  sus  hijos  menores de  edad, podrá también nombrar 

curadores por  testamento a  los  mayores de  edad, dementes o 

sordomudos. 

Artículo 480: El curador de un incapaz que tenga hijos menores es 

también tutor de éstos. 

Artículo 481: La obligación principal  del curador del incapaz será 

cuidar  que  recobre su capacidad, y a este objeto  se han de aplicar 

con  preferencia las rentas de sus  bienes. 

Artículo 482:  No  podrá ser  privado   de  su  libertad   personal  el 

declarado incapaz por causa de enfermedad mental  o adicciones, 

salvo  en  los  casos de  riesgo   cierto  e  inminente para   sí  o  para 

terceros, quien  deberá ser  debidamente evaluado por  un  equipo 

interdisciplinario del servicio  asistencial con posterior aprobación y 

control  judicial. 

Las autoridades públicas deberán disponer el traslado a un 

establecimiento de  salud  para  su  evaluación a las  personas que 

por  padecer enfermedades mentales o adicciones se  encuentren 

en riesgo  cierto  e inminente para  sí o para  terceros. 

A pedido de  las  personas enumeradas en  el artículo  144  el juez 

podrá, previa  información sumaria, disponer la evaluación de  un 
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equipo  interdisciplinario de   salud   para   las   personas  que   se 

encuentren afectadas  de  enfermedades  mentales y  adicciones, 

que  requieran asistencia en  establecimientos adecuados aunque 

no justifiquen  la declaración de incapacidad o inhabilidad. 

Artículo 483:  El declarado  incapaz no  puede ser  transportado 

fuera de la República sin expresa autorización judicial, dada por el 

consejo cuando menos, de  dos   médicos, que   declaren que   la 

medida es  conveniente a su salud. 

Artículo  484:   Cesando  las   causas  que   hicieron   necesaria   la 

curatela, cesa también ésta por la declaración judicial que  levante 

la interdicción. 

Artículo 703:  Aunque   uno  de  los  acreedores fuese incapaz de 

adquirir  el derecho o contraer la obligación, ésta no dejará de  ser 

solidaria  para  los otros. La incapacidad sólo puede ser opuesta por 

el acreedor o deudor incapaz. 

Artículo 735:  Si el acreedor capaz de  contraer la obligación se 

hubiese hecho incapaz de recibir el pago, el deudor que  sabiendo 

la incapacidad sobreviniente se  lo hubiese hecho, no  extingue la 

obligación. 

Artículo 990: No pueden ser testigos en los instrumentos públicos, 

los menores de  edad no emancipados, los dementes, los ciegos, 

los que  no tengan domicilio  o residencia en el lugar,  las mujeres, 

los  que  no  saben firmar su  nombre, los  dependientes del  oficial 

público,    y   los   dependientes  de   otras  oficinas    que    estén 

autorizadas  para   formar   escrituras  públicas,  los   parientes  del 

oficial público  dentro del cuarto grado, los comerciantes fallidos no 

rehabilitados, los religiosos y los que  por sentencia estén privados 

de ser  testigos en los instrumentos públicos. 

Artículo  921:  Los  actos serán reputados hechos sin 

discernimiento, si  fueren   actos lícitos  practicados por  menores 

impúberes,  o  actos  ilícitos  por   menores  de   diez   años;  como 

también los actos de  los dementes que  no fuesen practicados en 

intervalos lúcidos, y  los  practicados por  los  que,   por  cualquier 

accidente están sin uso  de razón. 

Artículo 1164:  El derecho de  alegar  la nulidad  de  los  contratos, 

hechos por personas incapaces, sólo corresponde al incapaz, sus 

representantes o sucesores, a los terceros interesados, y al 

Ministerio de Menores, cuando la incapacidad fuere absoluta, y no 

a la parte  que  tenía  capacidad para  contratar. 
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Artículo 1165:   Declarada la  nulidad   de  los  contratos, la  parte 

capaz para  contratar no  tendrá derecho para  exigir la restitución 

de lo que  hubiere dado, o el reembolso de lo que  hubiere pagado, 

o gastado, salvo si probase que existe  lo que dio, o que redundara 

en provecho manifiesto de la parte  incapaz. 

Artículo 1166: Si el incapaz hubiese procedido con dolo para  inducir 

a la otra  parte  a contratar, ni él, ni sus  representantes o sucesores 

tendrán derecho para anular el contrato, a no ser que el incapaz fuere 

menor, o el dolo consistiere en la ocultación de la incapacidad. 

Artículo 1737:  La mujer  socia que  contrajere matrimonio, no  se 

juzgará  incapaz, si fuere  autorizada por  su  marido  para  continuar 

en la sociedad. 

Artículo 1897:  El mandato puede ser válidamente conferido a una 

persona incapaz de  obligarse, y el mandante está obligado por la 

ejecución  del   mandato,  tanto   respecto  al  mandatario,  como 

respecto a terceros con  los cuales éste hubiese contratado. 

Artículo 1898  : El incapaz que  ha  aceptado un  mandato, puede 

oponer la nulidad  del  mandato cuando fuese demandado por  el 

mandante por  inejecución de  las obligaciones del contrato, o por 

rendición de  cuentas, salvo  la acción del mandante por  lo que  el 

mandatario hubiese convertido en su provecho. 

Artículo 1924:  El mandatario puede sustituir  en  otro  la ejecución 

del  mandato; pero   responde de  la  persona que   ha  sustituido, 

cuando no ha recibido el poder de  hacerlo, o cuando ha recibido 

este poder, sin designación de la persona en quien  podía  sustituir, 

y hubiese elegido  un individuo  notoriamente incapaz o insolvente. 

Artículo 2079:  En el caso en que  la renta  se hubiese constituido a 

favor de  un tercero incapaz de  recibir del que  ha dado el valor de 

ella, el deudor no podrá rehusar satisfacerla. Ella debe ser pagada 

al que  ha  dado el capital, o  a  sus  herederos hasta el momento 

prescripto por el contrato para  su extinción. 

Artículo 2193:  Sin  embargo, si  una  persona capaz de  contratar, 

acepta el depósito hecho por otra incapaz, queda sujeta a todas las 

obligaciones del verdadero depositario, y puede ser  perseguida por 

los derechos del depositante y por sus obligaciones como depositario, 

por el tutor,  curador, o administrador de  los bienes de  la persona 

que  hizo el depósito, o por esta misma  si llega a tener  capacidad. 

Artículo 2194:   Si  el  depósito ha  sido   hecho por  una  persona 

capaz, en  otra  que  no lo era,  el depositante sólo  tendrá acción a 
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reivindicar   la  cosa  depositada  mientras exista   en   poder  del 

depositario, y el derecho a cobrar al incapaz todo  aquello  con  que 

se  hubiese enriquecido por el depósito. 

Artículo 2195:  La persona incapaz, que  ha aceptado un depósito 

de otra persona capaz o incapaz, puede cuando fuese demandada 

por   pérdidas  o  intereses  originados por   no  haber  puesto  los 

cuidados   convenientes  para    la   conservación   de    la   cosa 

depositada, repeler la demanda por  la nulidad  del  contrato; pero 

no puede invocar  su incapacidad para  sustraerse a la acción de la 

restitución de la cosa depositada. 

Artículo 2196:  La  persona incapaz que  ha  hecho un  depósito, 

puede sustraerse a las obligaciones que el contrato le impondría si 

el depósito fuese válido; pero  queda siempre sometida a la acción 

de  los gestores de  negocios, si por consecuencia del depósito, el 

depositario, obrando útilmente, hubiese gastado  algo  en  la 

conservación del depósito. 

Artículo 2257:  Si el comodante es  incapaz para  contratar, o está 

bajo una incapacidad accidental, puede demandar al comodatario 

capaz o incapaz por la nulidad  del contrato, y exigir la restitución 

de la cosa antes del tiempo convenido; mas  el comodatario capaz 

no puede oponerle la nulidad  del contrato. 

Artículo 2258: El comodante capaz no puede demandar la nulidad 

del contrato al comodatario incapaz; mas  el comodatario incapaz 

puede oponer la nulidad  al comodante capaz o incapaz. 

Artículo 2259: Si el comodatario incapaz no fuese menor  impúber, 

y  hubiere  inducido  con   dolo   a  la  otra   parte   a  contratar, su 

incapacidad no lo autoriza para  anular  el contrato y debe devolver 

la cosa prestada, como si fuese capaz. 

Artículo 2276:  Si  la  cosa ha  sido  prestada por  un  incapaz de 

contratar, que   usaba de  ella  con  permiso de  su  representante 

legal, será  válida su restitución al comodante incapaz. 

Artículo 2297:  Toda  persona, aunque sea  incapaz de  contratar, 

cuyos negocios hayan   sido  atendidos, o  administrados por  un 

tercero a  quien  ella  no  hubiese dado mandato al efecto, queda 

sometida a las obligaciones que  la ejecución del mandato impone 

al   mandante,  con   tal   que   el   negocio  haya   sido   útilmente 

conducido, aunque  por  circunstancias  imprevistas no  se   haya 

realizado la ventaja que  debía resultar, o que  ella hubiese cesado. 
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Artículo 2302:  Aunque  el negocio hubiese sido  útilmente 

emprendido, el dueño sólo responderá hasta la concurrencia de la 

utilidad al fin del negocio, si no ratificó la gestión, cuando el gestor 

creyó  hacer un negocio propio;  o cuando hizo un negocio que  era 

común a él y otro,  teniendo sólo  en mira su propio  interés; o si el 

dueño del negocio fuese menor  o incapaz y su representante  legal 

no  ratificara  la gestión; o cuando hubiese emprendido la gestión 

del negocio por gratitud como un servicio  remuneratorio. 

Artículo 2447:  La posesión subsiste, aun  cuando el que  poseía a 

nombre del poseedor, manifestare la voluntad de poseer a nombre 

suyo,  o aunque el representante del poseedor abandonare la cosa 

o  falleciere,  o  éste o  su  representante, llegare  a  ser  incapaz de 

adquirir  una  posesión. 

Artículo  3118:   Los  que   no  puedan  válidamente obligarse, no 

pueden hipotecar sus  bienes; pero  la hipoteca constituida por  un 

incapaz puede ser  ratificada o confirmada con  efecto retroactivo, 

cesando la incapacidad. 

Artículo  3119:   Para   constituir  una   hipoteca,  es   necesario ser 

propietario del inmueble y tener  la capacidad de  enajenar bienes 

inmuebles. 

Artículo 3296:  Es incapaz de  suceder el que  estorbó por fuerza  o 

por  fraude, que  el  difunto  hiciera  testamento, o  revocara el  ya 

hecho, o que  sustrajo éste, o que  forzó al difunto  a que  testara. 

Artículo 3420:  El heredero, aunque fuera  incapaz, o ignorase que 

la herencia se  le ha  deferido, es  sin embargo propietario de  ella, 

desde la muerte del autor  de la sucesión. 

Artículo 3697:  Un  testigo incapaz debe  ser  considerado como 

capaz, si según la opinión  común, fuere  tenido  como tal. 

Artículo 3698:  La capacidad de los testigos debe existir al tiempo 

de la formación del testamento. 

Artículo 3741:  Toda  disposición a beneficio de  un incapaz es  de 

ningún  valor, ya se  disfrace bajo  la forma  de un contrato oneroso, 

o  ya  se   haga  bajo   el  nombre  de   personas  interpuestas. Son 

reputadas personas interpuestas el padre y la madre, los  hijos  y 

descendientes, y el cónyuge de  la persona incapaz. El fraude  a la 

ley puede probarse por todo  género de pruebas. 

Artículo 3742:  Las  personas interpuestas sobre que  dispone  el 

artículo  anterior, deberán volver los frutos  percibidos de los bienes 

desde que  entraron en posesión de ellos. 
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Artículo  3848:   El  incapaz  de   recibir   un   legado  hecho  en   el 

testamento, puede ser ejecutor testamentario: pueden serlo 

también los herederos y legatarios, los testigos del testamento y el 

escribano ante  quien  se  hace. 

 

 

CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA NACIÓN. 

Parte pertinente 
 

Incapacidad 
 

Artículo 76: Si se  presumiere que  el imputado, en el momento de 

cometer el hecho, padecía de  alguna  enfermedad mental  que  lo 

hacía  inimputable, podrá disponerse  provisionalmente su 

internación en un establecimiento especial, si su estado lo tornare 

peligroso para  sí o para  los terceros. 

En tal caso, sus  derechos de  parte  serán ejercidos por el curador 

o  si  no  lo  hubiere,  por  el  defensor  oficial,  sin  perjuicio   de   la 

intervención correspondiente a los defensores ya nombrados. 

Si el imputado fuere  menor  de  dieciocho (18) años sus  derechos 

de parte  podrán ser  ejercidos también por sus  padres o tutor. 

Incapacidad sobreviniente 
 

Artículo 77:  Si  durante el  proceso  sobreviniere la  incapacidad 

mental  del  imputado, el tribunal  suspenderá la tramitación de  la 

causa y,  si  su  estado lo  tornare  peligroso para   sí  o  para   los 

terceros, ordenará la internación de  aquél  en  un  establecimiento 

adecuado,  cuyo   director  le  informará   trimestralmente  sobre  el 

estado del enfermo. 

La  suspensión del  trámite   del  proceso  impedirá la  declaración 

indagatoria  o  el  juicio,  según el  momento  que   se   ordene,  sin 

perjuicio de que se averigüe el hecho o se prosiga aquél  contra los 

demás imputados. 

Examen mental obligatorio 

Artículo 78: El imputado será  sometido a examen mental, siempre 

que  el delito que  se  le atribuya  esté reprimido con  pena no menor 

de diez (10) años de prisión,  o cuando fuere  sordomudo, o menor 

de dieciocho (18) años o mayor de setenta (70), o si fuera probable 

la aplicación de una  medida de seguridad. 
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CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN. Parte pertinente 
 

Artículo 10: Podrán, a criterio del juez competente, cumplir la pena 

de reclusión o prisión en detención domiciliaria: 

(é) 
 

c) El interno  discapacitado cuando la privación  de la libertad  en el 

establecimiento carcelario es inadecuada por su condición 

implicándole un trato  indigno,  inhumano o cruel; 

 

 

LEY NACIONAL 24660. Ejecución de la pena 

privativa de la libertad. Parte pertinente 
 

Sección Tercera 
 

Alternativas para situaciones especiales 
 

Prisión domiciliaria 
 

Artículo  32:  El  Juez  de   ejecución,  o  juez  competente,  podrá 

disponer el cumplimiento de  la pena impuesta en detención 

domiciliaria: 

a)  Al  interno   enfermo cuando  la  privación   de  la  libertad   en  el 

establecimiento carcelario le impida recuperarse o tratar 

adecuadamente su dolencia y no correspondiere su alojamiento en 

un establecimiento hospitalario; 

b) Al interno  que  padezca una  enfermedad incurable en  período 

terminal; 

c) Al  interno  discapacitado cuando la privación  de la libertad  en el 

establecimiento carcelario es inadecuada por su condición 

implicándole un trato  indigno,  inhumano o cruel; 

d) Al  interno  mayor  de setenta (70) años; 
 

e) A la mujer embarazada; 
 

f) A la madre de un niño menor  de cinco  (5) años o de una persona 

con  discapacidad, a su cargo. 

(Artículo sustituido por Art. 1º de la Ley Nº 26.472  B.O. 20/01/2009) 
 

Artículo 33:  La detención domiciliaria  debe ser  dispuesta por  el 

juez de ejecución o competente. 

En  los  supuestos a),  b) y c) del  artículo  32,  la  decisión deberá 

fundarse en informes  médico, psicológico y social. 
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El juez, cuando lo estime conveniente, podrá disponer la 

supervisión de  la medida a cargo de  un patronato de  liberados o 

de un servicio social calificado, de no existir aquél.  En ningún caso, 

la persona estará a cargo de organismos policiales o de seguridad. 

(Artículo sustituido por Art. 2º de la Ley Nº 26.472  B.O. 20/01/2009) 
 

Artículo 34:  El juez  de  ejecución o  juez  competente  revocará la 

detención domiciliaria  cuando el condenado quebrantare 

injustificadamente la obligación de permanecer en el domicilio fijado o 

cuando los resultados de la supervisión efectuada así lo aconsejaren. 

 

 

LEY NACIONAL 22431. Protección integral 

de personas discapacitadas 
 

Título  I: Normas generales 
 

Capítulo I: Objetivo, concepto y calificación de la discapacidad 
 

Artículo  1:   Institúyese  por   la  presente  ley,   un   sistema  de 

protección integral  de  las  personas discapacitadas, tendiente a 

asegurar a éstas su atención médica, su educación y su seguridad 

social,   así  como a  concederles las  franquicias y estímulos que 

permitan   en    lo   posible   neutralizar   la   desventaja   que    la 

discapacidad les  provoca y  les  den   oportunidad, mediante su 

esfuerzo, de  desempeñar en  la comunidad un  rol equivalente  al 

que  ejercen las personas normales. 

Artículo 2: A los efectos de esta ley, se considera discapacitada a 

toda  persona que  padezca una  alteración funcional  permanente o 

prolongada, física  o mental, que  en  relación  a  su  edad y medio 

social   implique   desventajas  considerables  para   su   integración 

familiar, social,  educacional o laboral. 

Artículo 3: El Ministerio de  Salud  de  la Nación  certificará en cada 

caso la existencia de la discapacidad, su naturaleza y su grado, así 

como las posibilidades de rehabilitación del afectado. Dicho 

ministerio  indicará  también, teniendo en  cuenta la personalidad y 

los  antecedentes del  afectado, qué  tipo  de  actividad laboral  o 

profesional puede desempeñar. 

El certificado que  se  expida se  denominará Certificado Único  de 

Discapacidad y acreditará plenamente la discapacidad en todo  el 

territorio  nacional en  todos los  supuestos en  que  sea  necesario 

invocarla, salvo  lo dispuesto en el artículo  19 de la presente ley. 
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Idéntica validez  en  cuanto a sus  efectos tendrán los  certificados 

emitidos  por  las  provincias adheridas  a  la  Ley  24.901,   previo 

cumplimiento de  los requisitos y condiciones que  se  establezcan 

por reglamentación. 

(Artículo sustituido por art. 1 de la Ley Nº 25.504  B.O. 13/12/2001) 

(Expresión "Secretaría de Estado de Salud  Pública" sustituida por 

la expresión "Ministerio de Salud  de la Nación"  por art. 3 de la Ley 

Nº 25.635  B.O. 27/8/2002) 
 

Capítulo II:  Servicios de  asistencia, prevención, órgano rector 
 

Artículo 4: El Estado, a través de  sus  organismos, prestará a las 

personas con  discapacidades no incluidas dentro del sistema de 

las  obras sociales, en  la medida que  aquellas o las  personas de 

quienes dependan no puedan afrontarlas, los siguientes servicios: 

a)  Rehabilitación  integral,   entendida como el  desarrollo  de  las 

capacidades de la persona discapacitada. 

b) Formación laboral  o profesional. 
 

c) Préstamos y subsidios destinados a facilitar su actividad laboral 

o intelectual. 

d) Regímenes diferenciales de seguridad social. 
 

e)  Escolarización en  establecimientos comunes con  los  apoyos 

necesarios previstos gratuitamente, o en establecimientos 

especiales cuando en razón  del grado de discapacidad no puedan 

cursar la escuela común. 

f) Orientación o promoción individual, familiar y social. 
 

(Primer  párrafo   sustituido por  art.  3  de  la  Ley  Nº  24.901   B.O. 

5/12/1997) 
 

Artículo 5: Asígnanse al Ministerio  de  Desarrollo  Social  y Medio 

Ambiente de la Nación  las siguientes funciones: 
 

a)  Actuar   de   oficio  para   lograr   el  pleno   cumplimiento  de   las 

medidas establecidas en la presente  ley; 

b) Reunir  toda  la información sobre problemas y situaciones que 

plantea la discapacidad; 

c)   Desarrollar  planes   estatales   en   la   materia   y   dirigir   la 

investigación en el área  de la discapacidad; 

d) Prestar atención técnica y financiera a las provincias; 
 

e) Realizar  estadísticas que  no  lleven  a  cabo otros   organismos 

estatales; 
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f)  Apoyar  y coordinar la actividad de  las  entidades  privadas sin 

fines de  lucro que  orienten sus  acciones en favor de  las personas 

discapacitadas; 

g) Proponer medidas adicionales a las establecidas en la presente 

ley, que  tiendan a mejorar  la situación de las personas 

discapacitadas y  a  prevenir   las  discapacidades y  sus 

consecuencias; 

h)  Estimular   a  través  de   los  medios  de   comunicación  el  uso 

efectivo  de los recursos y servicios existentes, así como propender 

al desarrollo del sentido de solidaridad social  en esta materia 

(Expresión "Ministerio de Bienestar Social  de la Nación"  sustituida 

por la expresión "Ministerio de Desarrollo  Social y Medio Ambiente 

de la Nación"  por art. 4 de la Ley Nº 25.635  B.O. 27/8/2002) 

Título  II:  Normas especiales 
 

Capítulo I: Salud y asistencia social 
 

Artículo 6: El Ministerio de Desarrollo  Social  y Medio Ambiente de 

la Nación  pondrá en ejecución programas a través de los cuales se 

habiliten,  en los hospitales de  sus  jurisdicciones, de  acuerdo a su 

grado de  complejidad y  al  ámbito territorial  a  cubrir,   servicios 

especiales destinados a las  personas discapacitadas. Promoverá 

también la creación de talleres protegidos terapéuticos y tendrán a 

su cargo su habilitación, registro y supervisión. 

(Expresión "Ministerio de Bienestar Social  de la Nación"  sustituida 

por la expresión "Ministerio de Desarrollo  Social y Medio Ambiente 

de  la  Nación"   por  art.  4  de  la  Ley  Nº  25.635   B.O.  27/8/2002. 

Expresión "Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, derogada 

por art. 6 de la misma  ley) 

Artículo 7: El Ministerio de Desarrollo  Social  y Medio Ambiente de 

la Nación  apoyará la creación de  hogares con  internación total  o 

parcial para  personas discapacitadas cuya atención sea  dificultosa 

a  través del  grupo  familiar,  reservándose en  todos los  casos  la 

facultad  de   reglamentar  y  fiscalizar   su   funcionamiento. Serán 

tenidas  especialmente en  cuenta, para   prestar ese   apoyo,  las 

actividades de las entidades privadas sin fines de lucro. 

(Expresión "Ministerio de Bienestar Social  de la Nación"  sustituida 

por la expresión "Ministerio de Desarrollo  Social y Medio Ambiente 

de la Nación"  por art. 4 de la Ley Nº 25.635  B.O. 27/8/2002) 
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Capítulo II:  Trabajo y educación 
 

Artículo 8:  El Estado  nacional -entendiéndose  por  tal  los  tres 

poderes que  lo constituyen, sus  organismos descentralizados o 

autárquicos, los  entes  públicos no  estatales, las  empresas  del 

Estado y las empresas privadas concesionarias de  servicios 

públicos- están obligados a  ocupar personas con  discapacidad 

que   reúnan  condiciones  de   idoneidad  para   el  cargo  en   una 

proporción no inferior al cuatro por  ciento  (4%) de  la totalidad de 

su  personal y a establecer reservas de  puestos de  trabajo a ser 

exclusivamente ocupados por ellas. 

El porcentaje determinado en el párrafo  anterior  será  de 

cumplimiento obligatorio para  el personal de  planta  efectiva, para 

los contratados cualquiera sea  la modalidad de contratación y para 

todas  aquellas  situaciones  en   que   hubiere  tercerización  de 

servicios. Asimismo,  y a los fines  de  un efectivo  cumplimiento de 

dicho  4%  las  vacantes que  se  produzcan dentro de  las  distintas 

modalidades  de   contratación  en   los   entes  arriba   indicados 

deberán  prioritariamente reservarse  a  las  personas con 

discapacidad que  acrediten las  condiciones para  puesto o cargo 

que  deba cubrirse. Dichas  vacantes deberán obligatoriamente ser 

informadas junto a una descripción del perfil del puesto a cubrir al 

Ministerio de Trabajo,  Empleo  y Formación de Recursos Humanos 

quien   actuará,  con   la  participación  de   la  Comisión  Nacional 

Asesora para  la  Integración de  Personas Discapacitadas, como 

veedor de los concursos. 

En caso de  que  el ente  que  efectúa una  convocatoria para  cubrir 

puestos de  trabajo no  tenga relevados y actualizados sus  datos 

sobre la cantidad de  cargos cubiertos con  personas con 

discapacidad,  se   considerará  que   incumplen  el   4%   y  los 

postulantes  con   discapacidad  podrán  hacer  valer   de   pleno 

derecho  su   prioridad  de   ingreso  a   igualdad  de   mérito.   Los 

responsables de  los entes en los que  se  verifique  dicha  situación 

se  considerará que  incurren  en incumplimiento de  los deberes de 

funcionario  público,   correspondiendo  idéntica sanción  para   los 

funcionarios de  los  organismos de  regulación y contralor de  las 

empresas privadas concesionarias de servicios públicos. 

El Estado asegurará que  los  sistemas de  selección de  personal 

garanticen las  condiciones establecidas en  el presente artículo  y 

proveerá las  ayudas técnicas y los  programas de  capacitación y 
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adaptación  necesarios  para   una   efectiva  integración  de   las 

personas con  discapacidad a sus  puestos de trabajo. 

(Artículo sustituido por Ley Nº 25.689  B.O. 3/1/2003) 
 

Artículo 8  bis:  Los  sujetos enumerados en  el  primer  párrafo   del 

artículo anterior priorizarán, a igual costo y en la forma que establezca 

la reglamentación, las compras de insumos y provisiones de aquellas 

empresas que contraten a personas con discapacidad, situación que 

deberá ser fehacientemente acreditada. 

(Artículo incorporado por Ley Nº 25.689  B.O. 3/1/2003) 
 

Artículo  9:  El  desempeño de  determinada tarea  por  parte   de 

personas discapacitadas deberá ser autorizado y fiscalizado por el 

Ministerio  de  Trabajo  teniendo en  cuenta la indicación efectuada 

por el Ministerio de Salud  de la Nación,  dispuesta en el artículo  3°. 

Dicho ministerio  fiscalizará  además lo dispuesto en el artículo  8°. 

(Expresión "Secretaría de Estado de Salud  Pública" sustituida por 

la expresión "Ministerio de Salud  de la Nación"  por art. 3 de la Ley 

Nº 25.635  B.O. 27/8/2002) 

Artículo 10: Las personas discapacitadas que  se  desempeñen en 

los  entes  indicados en  el  artículo   8°,  gozarán  de   los  mismos 

derechos y  estarán  sujetas a  las  mismas  obligaciones que   la 

legislación laboral  aplicable prevé  para  el trabajador normal. 

Artículo 11:  EL Estado  Nacional, los  entes  descentralizados y 

autárquicos, las empresas mixtas  y del Estado están obligados a 

otorgar en  concesión, a  personas con   discapacidad, espacios 

para  pequeños comercios en toda  sede administrativa. 

Se incorporarán a este régimen las empresas privadas que brinden 

servicios públicos. 

Será  nula de nulidad  absoluta la concesión adjudicada sin respetar 

la obligatoriedad establecida en el presente artículo. 

El Ministerio  de  Trabajo  y Seguridad Social,  de  oficio o a petición 

de parte, requerirá la revocación por ilegítima, de tal concesión. 

(Artículo sustituido por art. 1 de la Ley Nº 24.308  B.O. 18/1/1994) 

(Expresión  "Municipalidad   de   la   Ciudad  de   Buenos  Aires, 

derogada por art. 6 de la Ley Nº 25.635  B.O. 27/8/2002) 

Artículo 12: El Ministerio de Trabajo apoyará la creación de talleres 

protegidos de  producción y  tendrá a  su  cargo su  habilitación, 

registro y supervisión. Apoyará  también la labor  de  las  personas 

discapacitadas a través del régimen de trabajo a domicilio. 
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El  citado  ministerio   propondrá  al  Poder  Ejecutivo   nacional  el 

régimen  laboral   al  que   habrá de   subordinarse  la  labor   en  los 

talleres protegidos de producción. 

Artículo 13: El Ministerio  de  Educación de  la Nación  tendrá a su 

cargo: 

a)  Orientar  las  derivaciones y  controlar los  tratamientos de  los 

educandos discapacitados, en  todos los  grados educacionales 

especiales, oficiales   o  privados, en  cuanto dichas acciones se 

vinculen  con  la escolarización de  los  discapacitados tendiendo a 

su integración al sistema educativo; 

b) Dictar las normas de ingreso y egreso a establecimientos 

educacionales para  personas discapacitadas, las cuales se 

extenderán desde la detección de  los déficits  hasta los casos de 

discapacidad  profunda,  aun   cuando  ésta  no   encuadre  en   el 

régimen de las escuelas de educación especial; 

c) Crear  centros de  valuación y orientación vocacional para  los 

educandos discapacitados; 

d) Coordinar con  las autoridades competentes las derivaciones de 

los  educandos discapacitados a  tareas competitivas o a  talleres 

protegidos; 

e) Formar  personal docente y profesionales especializados para 

todos los grados educacionales de los discapacitados, 

promoviendo los  recursos humanos necesarios para  la ejecución 

de   los   programas  de   asistencia,  docencia  e  investigación en 

materia de rehabilitación. 

(Expresión "Ministerio  de  Cultura  y Educación" sustituida por  la 

expresión "Ministerio  de  Educación de  la Nación"  por  art.  5 de  la 

Ley Nº 25.635  B.O. 27/8/2002) 

Capítulo III:  Seguridad Social 
 

Artículo 14:  En  materia de  seguridad social   se  aplicarán a  las 

personas discapacitadas las normas generales o especiales 

previstas en  los  respectivos regímenes y en  las  leyes  20.475   y 

20.888. 
 

Artículo 15:  Intercálase en  el artículo  9° de  la ley 22.269,  como 

tercer párrafo, el siguiente: 

Inclúyense dentro del concepto de prestaciones médico-asistenciales 

básicas, las que  requiera la rehabilitación de las personas 

discapacitadas con el alcance que la reglamentación establezca. 
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Artículo 16: Agrégase a la ley 18.017  (t.o. 1974), como artículo  14 

bis, el siguiente: 

Artículo 14  bis:  El monto de  las  asignaciones por  escolaridad 

primaria,   media   y  superior,  y  de   ayuda  escolar,  se   duplicará 

cuando el  hijo a  cargo del  trabajador, de  cualquier edad,  fuere 

discapacitado y concurriese a  establecimiento oficial,  o  privado 

controlado por  autoridad competente, donde se  imparta 

educación común o especial. 

A  los   efectos  de   esta  ley,   la  concurrencia  regular   del   hijo 

discapacitado a cargo del  trabajador, a establecimiento oficial, o 

privado  controlado por autoridad competente, en el que se presten 

servicios de rehabilitación exclusivamente, será  considerada como 

concurrencia  regular   a   establecimiento  en   que   se   imparta 

enseñanza primaria. 

Artículo 17: Modifícase la ley 18.037  (t.o. 1976) en la forma  que  a 

continuación se  indica: 

1. Agrégase al artículo  15, como último párrafo, el siguiente: 
 

La autoridad de aplicación, previa consulta a los órganos 

competentes, establecerá el  tiempo mínimo  de  trabajo  efectivo 

anual  que  debe realizar el afiliado discapacitado para  computar un 

(1) año. 

2. Intercálase en el artículo 65, como segundo párrafo, el siguiente: 

Percibirá  la  jubilación   por   invalidez   hasta  el  importe  de   la 

compatibilidad que  el Poder Ejecutivo  fije de acuerdo con el inciso 

b) del artículo anterior, el beneficiario que reingresare a la actividad 

en relación  de dependencia por haberse rehabilitado 

profesionalmente.  Esta   última  circunstancia deberá  acreditarse 

mediante certificado expedido por el órgano competente para  ello. 

Artículo 18:  Intercálase en  el  artículo  47  de  la  ley  18.038   (t.o. 

1980), como segundo párrafo, el siguiente: 
 

Percibirá la jubilación  por invalidez hasta el importe de la 

compatibilidad que  el Poder Ejecutivo  fije de acuerdo con el inciso 

e) del artículo  anterior, el beneficiario que reingresare a la actividad 

en relación  de dependencia por haberse rehabilitado 

profesionalmente.  Esta   última  circunstancia deberá  acreditarse 

mediante certificado expedido por el órgano competente para  ello. 

Artículo 19: En materia de  jubilaciones y pensiones, la 

discapacidad  se   acreditará  con   arreglo   a  lo  dispuesto  en  los 
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artículos 33 y 35 de  la ley 18.037  (t.o. 1976) y 23 de  la ley 18.038 

(t.o. 1980). 

Capítulo IV:  Accesibilidad al medio físico 
 

(Capítulo  IV y sus  artículos componentes 20 21 y 22,  sustituidos 

por art. 1 de la Ley Nº 24.314  B.O. 12/4/1994) 

Artículo 20: Establécese la prioridad de  la supresión de  barreras 

físicas en los ámbitos urbanos arquitectónicos y del transporte que 

se  realicen o  en  los  existentes que  remodelen o  sustituyan en 

forma  total  o  parcial   sus   elementos  constitutivos con  le  fin de 

lograr la accesibilidad para  las personas con  movilidad  reducida y 

mediante la aplicación de  las  normas contenidas en  el presente 

capítulo. 

A  los  fines   de   la  presente  ley,  entiéndese  por   accesibilidad  la 

posibilidad de las personas con  movilidad  reducida de gozar  de las 

adecuadas condiciones de  seguridad y autonomía como elemento 

primordial  para  el desarrollo de  las actividades de  la vida diaria  sin 

restricciones derivadas del ámbito físico urbano, arquitectónico o del 

transporte, para  su integración y equiparación de oportunidades. 

Entiéndese por barreras físicas  urbanas las existentes en las vías y 

espacios libres públicos a cuya  supresión se tenderá por el 

cumplimiento de los siguientes criterios: 

a)  Itinerarios   peatonales: contemplarán una  anchura mínima  en 

todo  su  recorrido que  permita el paso de  dos  personas, una  de 

ellas en silla de ruedas Los pisos serán antideslizantes sin resaltos 

ni aberturas que  permitan el tropiezo de personas con  bastones o 

sillas de ruedas. 

Los   desniveles  de   todo   tipo   tendrán  un   diseño  y  grado de 

inclinación  que permita la transitabilidad, utilización y seguridad de 

las personas con  movilidad  reducida: 

b) Escaleras y rampas: las  escaleras deberán ser  de  escalones 

cuya   dimensión  vertical   y  horizontal   facilite  su   utilización   por 

personas con movilidad reducida y estarán dotadas de pasamanos 

Las  rampas tendrán las  características señaladas para  los 

desniveles en el apartado a). 

c) Parques, jardines plazas y espacios libres: deberán observar en 

sus   itinerarios   peatonales  las   normas  establecidas  para   los 

mismos  en   el  apartado  a).  Los   baños  públicos deberán  ser 

accesibles y utilizables  por personas de movilidad  reducida: 
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d) Estacionamientos: tendrán zonas reservadas y señalizadas para 

vehículos  que   transporten  personas  con   movilidad   reducida 

cercanas a los accesos peatonales: 

e) Señales verticales y elementos urbanos varios:  las  señales de 

tráfico, semáforos, postes de iluminación y cualquier otro elemento 

vertical  de  señalización o de  mobiliario  urbano se  dispondrán de 

forma  que  no constituyan obstáculos para  los no videntes y para 

las personas que  se  desplacen en silla de ruedas: 

f) Obras en la vía pública:  Estarán señalizadas y protegidas por vallas 

estables y continuas y luces   rojas  permanentes,  disponiendo los 

elementos de manera que  los no videntes puedan detectar a tiempo 

la existencia del  obstáculo. En las  obras que  reduzcan la sección 

transversal de  la  acera se  deberá  construir un  itinerario  peatonal 

alternativo con las características señaladas en el apartado a). 

(Capítulo  IV y sus  artículos componentes 20 21 y 22,  sustituidos 

por art. 1 de la Ley Nº 24.314  B.O. 12/4/1994) 

Artículo 21: Entiéndese por barreras arquitectónicas las existentes 

en los edificios  de uso  público  sea  su propiedad pública  o privada, 

y en  los  edificios  de  vivienda:  a  cuya  supresión tenderá por  la 

observancia de los criterios  contenidos en el presente artículo. 

Entiéndase por  adaptabilidad, la  posibilidad de  modificar   en  el 

tiempo el medio  físico con  el fin de  hacerlo completa y fácilmente 

accesible a las personas con  movilidad  reducida. 

Entiéndese por  practicabilidad la  adaptación limitada  a 

condiciones mínimas  de  los  ámbitos básicos para  ser  utilizados 

por las personas con  movilidad  reducida. 

Entiéndese por visitabilidad  la accesibilidad estrictamente limitada 

al Ingreso y uso  de los espacios comunes y un local sanitario que 

permita la vida de relación  de las personas con movilidad reducida: 

a)  Edificios   de   uso   público:   deberán  observar  en   general  la 

accesibilidad y posibilidad de uso en todas sus  partes por personas 

de movilidad  reducida y en particular la existencia de 

estacionamientos reservados y señalizados para  vehículos que 

transporten a dichas personas cercanos a los accesos peatonales; 

por  lo  menos un  acceso al  interior  del  edificio  desprovisto de 

barreras arquitectónicas espacios  de  circulación  horizontal   que 

permitan el desplazamiento y maniobra de dichas personas al igual 

que  comunicación vertical  accesible y utilizable  por  las  mismas 

mediante  elementos  constructivos  o   mecánicos  y  servicios 
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sanitarios adaptados.  Los   edificios   destinados  a  espectáculos 

deberán tener  zonas reservadas, señalizadas y adaptadas al uso 

por   personas  con   sillas   de   ruedas.  Los   edificios   en   que   se 

garanticen plenamente las condiciones de accesibilidad ostentarán 

en  su  exterior  un  símbolo  indicativo  de  tal  hecho. Las  áreas sin 

acceso de público  o las correspondientes a edificios  industriales y 

comerciales tendrán los  grados de  adaptabilidad necesarios para 

permitir el empleo de personas con  movilidad  reducida. 

b)  Edificios  de  viviendas: las  viviendas colectivas  con  ascensor 

deberán contar con  un itinerario  practicable por las personas con 

movilidad  reducida, que  una la edificación con  la vía pública  y con 

las  dependencias de  uso  común. Asimismo  deberán observar en 

su diseño y ejecución o en su remodelación la adaptabilidad a las 

personas con  movilidad  reducida en  los  términos y grados que 

establezca la reglamentación. 

En  materia de  diseño y ejecución o  remodelación de  viviendas 

individuales, los códigos de edificación han de observar las 

disposiciones de la presente ley y su reglamentación. 

En las viviendas colectivas existentes a la fecha  de  sanción de  la 

presente ley, deberán desarrollarse condiciones de  adaptabilidad 

y practicabilidad en los grados y plazos que establezca la 

reglamentación. 

(Capítulo  IV y sus  artículos componentes 20, 21 y 22, sustituidos 

por art. 1 de la Ley Nº 24.314  B.O. 12/4/1994) 

Artículo 22:  Entiéndese por  barreras en  los  transportes aquellas 

existentes en  el acceso y utilización  de  los  medios de  transporte 

público   terrestres, aéreos  y  acuáticos de  corta, media   y  larga 

distancia y aquellas que  dificulten  el uso  de  medios propios de 

transporte  por   las   personas  con   movilidad   reducida  a   cuya 

supresión se  tenderá por observancia de los siguientes criterios: 

a)   Vehículos    de    transporte   público    tendrán   dos    asientos 

reservados señalizados y cercanos a  la puerta por  cada coche, 

para  personas con  movilidad  reducida. Dichas  personas estarán 

autorizadas para   descender por  cualquiera de  las  puertas.  Los 

coches contarán con  piso  antideslizante y espacio para  ubicación 

de   bastones,  muletas, sillas  de   ruedas  y  otros   elementos de 

utilización  por  tales  personas. En los  transportes aéreos deberá 

privilegiarse  la asignación de  ubicaciones próximas a los accesos 

para  pasajeros con  movilidad  reducida. 
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Las   empresas  de   transporte  colectivo  terrestre  sometidas   al 

contralor de autoridad nacional deberán transportar gratuitamente 

a las personas con  discapacidad en el trayecto que  medie  entre  el 

domicilio de las mismas y cualquier destino al que  deban concurrir 

por razones familiares, asistenciales, educacionales, laborales o de 

cualquier otra  índole  que  tiendan a favorecer su plena  integración 

social.  La reglamentación establecerá las comodidades que deben 

otorgarse  a  las  mismas,  las  características  de   los  pases  que 

deberán exhibir y las sanciones aplicables a los transportistas en 

caso de inobservancia de esta norma. La franquicia será  extensiva 

a un acompañante en  caso de  necesidad documentada. (Párrafo 

sustituido por art. 1 de la Ley Nº 25.635  B.O. 27/8/2002). 

Las empresas de transportes deberán incorporar gradualmente en 

las   plazas  y  proporciones  que   establezca  la  reglamentación, 

unidades especialmente adaptadas para  el transporte de personas 

con  movilidad  reducida. 

A efectos de  promover y  garantizar el  uso   de  estas  unidades 

especialmente adaptadas por parte  de las personas con movilidad 

reducida,  se   establecerá  un   régimen  de   frecuencias  diarias 

mínimas  fijas. (Párrafo  incorporado por  art.  1 de  la Ley Nº 25.634 

B.O. 27/8/2002). 
 

b) Estaciones de  transportes: contemplarán un itinerario  peatonal 

con  las características señaladas en el artículo  20 apartado a). En 

toda  su  extensión; bordes de  andenes de  textura reconocible y 

antideslizante:  paso   alternativo  a   molinetes;  les   sistema  de 

anuncios por  parlantes y servicios sanitarios adaptados.  En  los 

aeropuertos  se   preverán  sistemas  mecánicos  de   ascenso  y 

descenso de  pasaje con  movilidad  reducida en  el caso que  no 

hubiera métodos alternativos. 

c)  Transportes  propios:  las   personas  con   movilidad   reducida 

tendrán derecho a libre transito y estacionamiento de acuerdo a lo 

que  establezcan las respectivas disposiciones municipales las que 

no   podrán  excluir   de   esas   franquicias a   los   automotores 

patentados en  otras jurisdicciones. Dichas  franquicias serán 

acreditadas por  el distintivo  de  Identificación a  que  se  refiere  el 

artículo  12 de la ley 19.279. 

(Capítulo  IV y sus  artículos componentes 20 21 y 22,  sustituidos 

por art. 1 de la Ley Nº 24.314  B.O. 12/4/1994) 
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Artículo 23: Los  empleadores que  concedan empleo a personas 

discapacitadas tendrán derecho al cómputo, a opción del 

contribuyente, de  una  deducción especial en la determinación del 

Impuesto a  las  ganancias o  sobre los  capitales,  equivalente  al 

SETENTA  POR  CIENTO  (70%)  de   las  retribuciones 

correspondientes al personal discapacitado en cada período fiscal. 

El cómputo del  porcentaje antes mencionado deberá hacerse al 

cierre   de   cada  período. Se   tendrán  en   cuenta  las   personas 

discapacitadas que  realicen trabajo a domicilio. 

A los efectos de  la deducción a que  se  refiere  el párrafo  anterior, 

también  se   considerará  las   personas  que   realicen trabajos a 

domicilio. 

(Artículo sustituido por art. 2 de la Ley Nº 23.021  B.O. 13/12/1983. 

Vigencia:  aplicación para  los  ejercicios fiscales cerrados  a  partir 

del 31/12/1983) 

Artículo 24: La ley de presupuesto determinará anualmente el monto 

que se destinará para  dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 4°, 

inciso  c) de  la presente ley. La reglamentación determinará en  qué 

jurisdicción presupuestaria se realizará  la erogación. 

Artículo 25: Substitúyese en el texto  de la ley 20.475  la expresión 

"minusválidos" por "discapacitados". 
 

Aclárase la citada ley 20.475,  en  el sentido de  que  a  partir  de  la 

vigencia de la ley 21.451  no es aplicable el artículo 5° de aquélla, sino 

lo establecido en el artículo  49, punto  2 de la ley 18.037  (t.o, I976). 

Artículo 26: Deróganse las leyes  13.926,  20.881  y 20.923. 
 

Artículo 27: El Poder Ejecutivo nacional propondrá a las provincias 

la  sanción en  sus   jurisdicciones de  regímenes normativos que 

establezcan principios análogos a los de la presente ley. 

En el acto  de  adhesión a esta ley, cada provincia  establecerá los 

organismos que  tendrán a  su  cargo en  el ámbito provincial,  las 

actividades previstas en  los  artículos 6°, 7° y 13  que  anteceden. 

Determinarán también con  relación  a  los  organismos públicos y 

empresas provinciales, así como respecto a los bienes del dominio 

público  o  privado  del  estado provincial  y de  sus  municipios,  el 

alcance de  las  normas contenidas en  los  artículos 8° y 11  de  la 

presente ley. 

Asimismo  se  invitará  a las provincias y a la Ciudad Autónoma de 

Buenos  Aires   a   adherir   y/o   incorporar  en   sus   respectivas 
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normativas  los  contenidos  de   los  artículos  20,  21  y  22  de   la 

presente. (Párrafo  sustituido por  art.2  de  la Ley Nº  25.635  B.O. 

27/8/2002). 
 

Artículo 28: El Poder Ejecutivo  nacional reglamentará las 

disposiciones de la presente ley dentro de los ciento  ochenta (180) 

días  de su promulgación. 

Las prioridades y plazos de  las adecuaciones establecidas en los 

artículos 20 y 21 relativas a barreras urbanas y en edificios  de uso 

público   serán  determinadas  por   la  reglamentación,  pero   su 

ejecución total  no podrá exceder un plazo  de  tres  (3) años desde 

la fecha  de sanción de la presente ley. 

En toda  obra  nueva  o de remodelación de edificios  de vivienda,  la 

aprobación de los planos requerirá imprescindiblemente la 

inclusión  en los mismos de  las normas establecidas en el artículo 

21 apartado b), su reglamentación y las respectivas disposiciones 

municipales en la materia. 

Las  adecuaciones establecidas en  el  transporte público   por  el 

artículo   22  apartados a)  y  b)  deberán  ejecutarse en  un  plazo 

máximo  de un año a partir de reglamentada la presente. Su 

incumplimiento podrá determinar la cancelación del servicio. 

(Últimos tres  párrafos incorporados al final por art. 2° de la Ley Nº 

24.314  B.O. 12/4/1994) 
 

Artículo  29:   Comuníquese,  publíquese,  dése  a   la  Dirección 

Nacional  del Registro Oficial y archívese. 

 
 

DECRETO NACIONAL 498/83. 

Reglamentación de la Ley 22431 
 

Artículo 1: Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 22.431  que, 

como Anexo, forma parte  del presente Decreto. 

Artículo 2: Los  Ministerios de  Salud Pública 
 

1.  Solicitante  y  los  de   índole   familiar,  médico,  educacional  y 

laboral,  cuando así correspondiere. 

2.  La Junta Médica  dispondrá la realización de  los  exámenes y 

evaluaciones que,   en  cada caso, considera necesarios, a  cuyo 

efecto podrá recabar las consultas y asesoramientos pertinentes. 

4. El dictamen de la Junta Médica  deberá producirse dentro de los 

noventa  (90)  días   a  partir   de   la  fecha   de   presentación  de   la 
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solicitud;  dicho plazo podrá prorrogarse por otro igual, en casos en 

que  fuere  necesario la realización de  evaluaciones de  naturaleza 

compleja, a solicitud  de  la Junta Médica  y con  aprobación de  la 

autoridad que  emita  el certificado. 

5.  El  Ministerio   de   Salud   Pública   y  Medio   Ambiente, queda 

facultado para  establecer la autoridad que  emitirá el certificado de 

discapacidad, el que  deberá contener los datos enunciados en el 

Artículo 3º de  la ley 22.431  y su  plazo  de  validez.  El certificado o 

su  negatoria, deberá ser  emitido  dentro de  los  diez  (10) días  de 

producido el dictamen de la Junta Médica. 

6.  La  Junta Médica   dispondrá, por  su  Secretaría, el  registro y 

clasificación de los certificados que se expidan juntamente con los 

antecedentes presentados por el solicitante. 

7. Las decisiones emanadas de la autoridad prevista en el punto  5, 

serán recurribles de  conformidad con  lo dispuesto en  la  ley  de 

procedimientos administrativos. 

Artículo 4: Las  prestaciones previstas en  el Artículo 4º  de  la ley 

22.431  cuando se encuentren a cargo del Estado o de los entes de 

obras sociales, no serán otorgadas cuando las personas 

discapacitadas  o  sus   representantes  legales  en   su   caso, se 

negaren a realizar  o a continuar los tratamientos o actividades de 

rehabilitación indicados en  el certificado expedido con  arreglo  al 

Artículo 3º de la ley 22.431. 

Artículo 5: Las funciones previstas en los incisos a), b), c) y e) del 

Artículo 5º de la ley 22.431  serán de competencia del Ministerio de 

Salud  Pública  y Medio  Ambiente. Las establecidas en los inc. f) y 

h) del  citado artículo   estarán a  cargo del  Ministerio  de  Acción 

Social.   Ambos   Ministerios   en   la  esfera  de   su   competencia 

ejercerán las  funciones previstas en  el inc.  g) del  Artículo  antes 

citado, con  la sola  excepción de  lo relativo  a la prevención de  la 

discapacidad, que  será  atribución del Ministerio  de  Salud  Pública 

y Medio Ambiente. 

Artículo 6: 
 

1. Estará a cargo del Ministerio de Salud  Pública  y Medio Ambiente 

y de  la  Municipalidad de  la  Ciudad de  Buenos Aires  la  función 

prevista en el Artículo 6º de la ley 22.431. 

2.  Entiéndase por  taller  protegido terapéutico al establecimiento 

público  o privado  que  funciona en  relación  de  dependencia con 

una   unidad  de   rehabilitación  de   un  efector  de   salud,  y  cuyo 
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objetivo   es   la  integración  social   a   través  de   actividades de 

adaptación y capacitación laboral,  en un ambiente controlado, de 

personas  que   por   su   grado  de   discapacidad  transitoria o 

permanente, no  pueden desarrollar actividades laborales 

competitivas ni en talleres protegidos productivos. 

Artículo  7:  Estará  a  cargo  del  Ministerio  de   Acción   Social   la 

función  prevista en el Artículo 7º de la ley 22.431. 

Artículo 8:  El cómputo de  porcentaje determinado resultará de 

aplicación para  lo futuro, debiendo considerarse respecto del 

cubrimiento  de   las  vacantes que   se   produzcan  a  partir  de   la 

aplicación de  la presente reglamentación, y procurando mantener 

una   relación   proporcional  directa  con   la  dotación  da   cada 

organismo. Del cuatro por ciento  (4%) establecido en el Artículo 8º 

de  la ley 22.431  deberá darse una  preferencia de  uno  por  ciento 

(1%) para  empleo de no videntes. 

Artículo 9: El Ministro  de  Trabajo  dispondrá el o los  organismos 

que  dentro de su área  ejercerán la verificación  y fiscalización de lo 

dispuesto por  los  Artículos  8º  y  9º  de  la  ley.  En  los  casos de 

comprobación de  incumplimiento de  lo dispuesto en  los  citados 

Art., el funcionario actuante elaborará un  informe  precisando las 

observaciones pertinentes, que  será  elevado por  la vía jerárquica 

correspondiente al organismo facultado para  lograr el pleno 

cumplimiento de la ley. 

Artículo 10: Sin reglamentar. 
 

Artículo 11: Los organismos del Estado Nacional, de las empresas 

del  Estado  y  la  Municipalidad  de   la  Ciudad  de   Buenos  Aires, 

deberán facilitar  al  Ministerio  de  Trabajo   y  Seguridad Social   la 

verificación  del  orden  de  preferencia establecido en  favor  de  las 

personas discapacitadas. A este efecto llevarán  un registro 

individualizando los lugares adjudicados, destino de  la ocupación, 

referencias personales del adjudicatario o permitente y condiciones 

psicofísicas del mismo,  consignando el orden  de prioridad 

correspondiente. Asimismo  el organismo correspondiente o 

permitente comunicará a ese  Ministerio la decisión donde consta el 

otorgamiento de  la  concesión o  permiso de  uso,   dentro de  los 

treinta  (30) días  de la fecha  de la misma. 

El Ministerio de  Trabajo  y Seguridad Social  dispondrá el organismo 

que,  dentro de  su  área  de  competencia recibirá  las  denuncias por 

violación a lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley Nº 22.431  y previa 
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verificación  de las mismas, requerirá a las autoridades u organismos 

concedentes  la  revocación  por   ilegitimidad,  en   su   caso,  de   la 

concesión o permiso otorgado. (Conforme decreto nº 14/85). 

Artículo 12: El Ministerio de Trabajo  colaborará con  las 

organizaciones privadas en la creación y desarrollo de  medios de 

trabajo protegido. Se considerará taller protegido de producción a 

la entidad estatal o privada  bajo  dependencia y asociaciones con 

personaría  jurídica   y  reconocidas  como  de   bien   público,   que 

tengan por  finalidad  la producción de  bienes y/o  servicios, cuya 

planta  esté integrada por  trabajadores discapacitados físicos  y/o 

mentales preparados y entrenados para  el trabajo, en edad laboral, 

y  afectados de  una   incapacidad tal  que   les  impida   obtener y 

conservar un empleo competitivo; y grupo  laboral  protegido a las 

secciones  formadas por   trabajadores  discapacitados,  con   las 

mismas características que  laboran bajo  condiciones especiales 

en un medio  de trabajo indiferenciado. 

Artículo 13 y 14: Sin reglamentar. 
 

Artículo 15: A los efectos de  la rehabilitación de  pacientes 

discapacitados consideranse prestaciones médico-asistenciales 

básicas las siguientes: 

a) Asistencia médica especializada en rehabilitación; 
 

b) Los estudios complementarios para  un correcto diagnóstico de 

la discapacidad y para  el control  de su evolución; 

c) Atención  ambulatoria o de internación, según lo requiera el caso; 
 

d) Provisión  de órtesis, prótesis y las ayudas técnicas que  resulten 

necesarias para  el proceso de rehabilitación. 

Con  el objeto  de  asegurar la continuidad de  las  prestaciones de 

rehabilitación, la  provisión  de  estos  servicios deberá efectuarse 

prioritariamente a  través de  prestadores que  ofrezcan servicios 

integrales  que   cubran todas  o  la  mayoría   de  las  prestaciones 

enumeradas. 

Asimismo,  a  los  fines  de  asegurar la máxima  accesibilidad a  los 

tratamientos de  rehabilitación, la  cobertura de  las  prestaciones 

enumeradas se  brindará de  acuerdo con  la regulación específica 

que   para   cada  tipo   de   tratamiento  disponga  la  autoridad de 

aplicación del  régimen de  obras sociales con  intervención de  la 

autoridad sanitaria nacional. 
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Las obras sociales deberán fijar un presupuesto diferenciado para 

la atención de discapacitados y un régimen objetivo de preferencia 

en la atención. 

La  duración de  los  tratamientos otorgados será   la  suficiente y 

necesaria para   que   se  alcancen los  objetivos de  rehabilitación 

médico-asistencial planteados en cada caso. 

Artículo 16 al 19: Sin reglamentar. 
 

Artículo 20: 
 

1.  Las  personas  discapacitadas  que   deban  concurrir 

habitualmente a establecimientos educacionales o de 

rehabilitación,  y  que   al  efecto utilicen  lo  servicios públicos de 

transporte automotor o ferroviarios  a nivel, o subterráneos, 

sometidos a la jurisdicción nacional o municipal,  podrán solicitar 

ante  las oficinas  competentes del Ministerio  de  Obras y Servicios 

Públicos y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, un pase 

que  los habilite para  el uso  gratuito de tales  servicios. 

2. Cumplidos los requisitos que  establezcan las autoridades 

competentes, éstas extenderán un pase, que  se identificará con la 

leyenda  Discapacitado  -  ley  22.431   Artículo  20,   y  en   el  que 

constarán además de  los  otros  datos que  fije la reglamentación, 

las  líneas  de  autotransporte, subterráneas o  ferroviarias   que  el 

titular está autorizado a utilizar (con indicación en el último caso de 

las estaciones terminales del trayecto), el término  de vigencia  que 

será  de un (1) año,  renovable por períodos iguales salvo  que  de la 

documentación o de la misma  solicitud  surja un término  menor, la 

transcripción   de    los   pases   correspondientes a   l íneas    de 

autotransporte de la parte  pertinente del Artículo 44 del reglamento 

de  penalidades aprobado por  el decreto 698/79, y la advertencia 

de   que   el  paso no  podrá  ser   retenido  sin  orden   expresa de 

autoridad competente. El pase para  servicios subterráneos 

habilitará  para  el uso  de todas las líneas  sin limitaciones. 

3. Cuando la persona discapacitada deba trasladarse 

ocasionalmente a establecimientos educacionales o de 

rehabilitación  que   se   encuentren  fuera   de   la  localidad  de   su 

domicilio,  y requiera al efecto el uso  de  los servicios públicos de 

autotransporte o ferroviarios  de larga distancia, podrá solicitar ante 

la  autoridad  competente  del   Ministerio   de   Obras  y  Servicios 

Públicos una  orden  oficial de  pasaje gratuito para  personas 

discapacitadas, presentando la  documentación  que   establezca 
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dicha  autoridad, e indicando en todo  caso las fechas en las cuales 

estima concretará los viajes de ida y regreso. 

4.  Cumplidas las  exigencias, la autoridad competente emitirá  la 

orden   oficial,  preferentemente en  los  medios de  transporte de 

empresas estatales, que   el  interesado deberá  presentar en  las 

oficinas  del transportista correspondiente para  obtener su  pasaje 

definitivo.  La orden  contendrá además de  los otros  datos que  se 

determinen  por  vía  de   resolución,  la  leyenda  Orden   oficial  de 

pasaje para  personas discapacitadas - ley 22.431  Artículo 20 las 

fechas estimadas para  la ida y el regreso, la identificación del o de 

los transportistas o líneas  de ferrocarril aptas para  el traslado en el 

período previsto, la transcripción de la parte  pertinente del Artículo 

44 del reglamento de penalidades aprobado por el decreto 698/79 

cuando la  orden   sea   utilizada  en  líneas  de  autotransporte, y el 

término  de  validez  que  será  de  treinta  (30) días  contados a partir 

de las fechas estimadas para  ida y regreso. 

5. Los transportistas asumirán las obligaciones legales y 

reglamentarias inherentes  al  contrato de  transporte,  durante  el 

viaje de  los  titulares  de  los  pases, o desde la entrega del  pasaje 

correspondiente a una  orden  oficial, según sea  el caso. 

6.  Por   vía  de   resolución  se   establecerán  las   facilidades que 

gozarán las  personas discapacitadas en  los  distintos medios de 

transporte.  En  particular  las  empresas de   transporte  colectivo 

terrestre sometidas  al  contralor de  autoridad nacional deberán 

reservar la cantidad de  asientos que  en  cada caso se  determine, 

con  una adecuada individualización, para  su uso  prioritario por las 

personas discapacitadas, aún  cuando no exhiban o posean pase 

u orden  oficial de pasaje. 

7.  La  inobservancia  de   las  prescripciones  del  Artículo  20  del 

presente  decreto  reglamentario por  las  empresas  de 

autotransporte, será  sancionada con  arreglo  a lo dispuesto en  el 

decreto 698/79 o el que  en su  reemplazo se  dicte.  Las empresas 

estatales prestadoras de servicios de transporte terrestre 

determinarán las  sanciones que  corresponda aplicar  al personal 

que  viole las disposiciones del presente decreto. 

Artículo 21: Sin reglamentar. 
 

Artículo 22: 
 

1. En toda  obra pública  que se destine a actividades que supongan 

el ingreso de  público,   que  se  ejecuten a  partir  de  la puesta en 
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vigencia   de  la  reglamentación del  Artículo  22  de  la  ley  22.431, 

deberán preverse accesos, medios de  circulación e instalaciones 

adecuadas para   personas discapacitadas que   utilicen  sillas  de 

ruedas, de  conformidad con  las  especificaciones que  a 

continuación se  establecen: 

a) Todo acceso a edificio público  contemplado en el Artículo 22 de la 

ley 22.431,  deberá permitir el ingreso de discapacitados que  utilicen 

sillas de ruedas. A tal efecto la dimensión mínima de las puertas de 

entrada se establece en 0,90 m. En el caso de no contar con portero, 

la puerta será  realizada de  manera tal que  permita la apertura sin 

ofrecer dificultad  al discapacitado, por medio  de manijas ubicadas a 

0,90 m del piso y contando además una faja protectora ubicada en la 

parte  inferior de  la misma, de  0,40  m de  alto ejecutada en material 

rígido. Cuando la solución arquitectónica obligue a la construcción de 

escaleras de  acceso, o cuando exista  diferencia entre  el nivel de  la 

acera y el hall de  acceso principal,  deberá preverse una  rampa de 

acceso de  pendiente máxima  de  seis  por  ciento  (6%) y de  ancho 

mínimo de 1,30 m cuando la longitud  de la rampa supere los 5,00 m, 

deberán realizarse descensos  de 1,80 m de largo mínimo. 

b) En los edificios públicos contemplados en el Artículo 22 de la ley 

22.431,  deberá preverse que  los medios de  circulación posibiliten 

el normal  desplazamiento de  los  discapacitados que  utilicen  silla 

de ruedas: 

1 - Circulaciones verticales 
 

Rampas:  Reunirán   las   mismas  características  de   las   rampas 

exteriores salvo cuando exista  personal de ayuda, en cuyo caso se 

podrá llegar al once por ciento  (11%) de pendiente máxima. 

Ascensores para  discapacitados (mínimo uno): Dimensión interior 

mínima de la cabina 1,10 X 1,40 m; pasamanos separados 0,50 m 

de  las  paredes en  los  tres  lados   libres.  La  puerta será   de  fácil 

apertura con   una  luz  mínima  de  0,85  m,  recomendándose  las 

puertas telescópicas. La separación entre  el piso  de la cabina y el 

correspondiente al nivel de  ascenso o descenso tendrá una 

tolerancia  máxima   de   2  cm.   En  el  caso  de   no   contar  con 

ascensoristas la botonera de control  permitirá  que  la selección de 

las paradas pueda ser  efectuada por discapacitados no videntes. 

La misma  se ubicará a 0,50 m de la puerta y a 1,20 m del nivel del 

piso  ascensor. Si el edificio supera las siete  (7) plantas, la misma 

se  ubicará en forma horizontal. 
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2 - Circulaciones horizontales 
 

Los pasillos de  circulación pública, deberán tener  un lado  mínimo 

de 1,50 m para  permitir el giro completo de la silla de ruedas. Las 

puertas de acceso a despachos ascensores, sanitarios y todo  local 

que suponga el ingreso de público  o empleados deberán tener  una 

luz libre de 0,85 m mínimo. 

c) Servicios sanitarios: 
 

1.   Todo    edificio    público    que    en    adelante   se    construya 

contemplado en  el  Artículo  22  de  la  ley  22.431,   deberá contar 

como mínimo  con  un  local  destinado a baño de  discapacitados, 

con el siguiente equipamiento: Inodoro, lavatorio,  espejo, grifería y 

accesorios especiales. El mismo  posibilitará la instalación de  un 

inodoro, cuyo  plano  de  asiento estará a 0,50  m del nivel del piso, 

terminado, con barrales metálicos laterales fijados de manera firme 

a   piso   y  paredes.  Los   barrales  tendrán  la   posibilidad  de 

desplazarse en  forma  lateral  o hacia  arriba,  con  radio  de  giro de 

noventa grados (90%). El portarrollo  estará incorporado a uno  de 

ellos para  que  el discapacitado lo utilice de  manera apropiada. El 

lavatorio   se   ubicará  a  0,90  m  del  nivel  del  piso   terminado,  y 

permitirá  el cómodo desplazamiento por  debajo del mismo,  de  la 

parte  delantera de  la silla, utilizada  por el discapacitado.  Sobre el 

mismo  y a una  altura  de  0,95  m del  nivel del  piso  terminado, se 

ubicará un espejo, ligeramente inclinado  hacia  adelante, pero  que 

no exceda de  diez  grados (10º). La grifería indicada será  del tipo 

cruceta o palanca. Se  deberá prever  la colocación de  elementos 

para  colgar  ropas o toallas, a  1,20  m de  altura  y un  sistema de 

alarma    conectado  al  office,   accionado  por   botón  pulsador, 

ubicado a un máximo  de  0,60  m del nivel del piso  terminado.  La 

puerta de  acceso abrirá  hacia  afuera  con  una  luz libre de  0,85  m 

mínimo  y contará con  una  manija  adicional interior  ubicada  del 

lado  opuesto a la que  acciona la puerta. La dimensión mínima del 

local será  tal que  permita el cómodo desplazamiento de la silla de 

ruedas utilizada  por el discapacitado cuyo radio de giro es de 1,50 

m y se  tendrá en cuenta que  el acceso al inodoro se  pueda dar  a 

derecha, izquierda y/o por su frente,  permitiendo la ubicación de la 

silla de ruedas a ambos lados  del mismo. 

2.  En  los  edificios  destinados a  empresa pública   o  privada   de 

servicios públicos y aquellos en los que  se  exhiban espectáculos 

públicos que  se  construyan o refaccionen a partir de  la puesta en 
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vigencia   de  la  reglamentación del  Artículo  22  de  la  ley  22.431, 

deberán preverse accesos, medios de  circulación e instalaciones 

adecuadas para   personas discapacitadas que   utilicen  sillas  de 

ruedas, con  las  mismas especificaciones que  las  establecidas en 

el punto  1. 

Los   edificios   destinados  a  empresas  públicas o  privadas de 

servicios públicos deberán  contar con  sectores de  atención  al 

público  con  mostradores que  permitan el  desplazamiento de  la 

parte  delantera de la silla de ruedas utilizada  por el discapacitado. 

La altura  libre  será   de  0,70  m  y la altura  de  plano  superior del 

mostrador no superará los 0,85 m. 

3. Las  obras públicas existentes deberán adecuar sus 

instalaciones, accesos  y  medios de  circulación para   permitir  el 

desplazamiento de los discapacitados que utilizan sillas de ruedas. 

A tal efecto las autoridades a cargo de las mismas contarán con un 

plazo   de  diez  (10) años a  partir  de  la  vigencia   de  la  presente 

reglamentación, para  dar cumplimiento a tales  adaptaciones. 

Quedarán excluidos de dar cumplimiento a la exigencia prescripta, 

aquéllas en  que   por  la  complejidad de  diseño no  sea   posible 

encarar  facilidades  arquitectónicas  para   discapacitados  que 

utilizan sillas de ruedas. 

4.  La  accesibilidad de  los  discapacitados que  utilizan  sillas  de 

ruedas a edificios  que  cuenten con  facilidades para  los  mismos, 

como así  también a los medios de  circulación vertical  y servicios 

sanitarios, se indicará  mediante la utilización del símbolo 

internacional  de  acceso para   discapacitados  motores en  lugar 

visible y a 1,20 m de altura  del nivel del piso  terminado. 

Artículo 23: Sin reglamentar. 
 

Artículo 24: Las  erogaciones a que  se  refiere  el Artículo 24 de  la 

ley 22.431,  se  imputará a la jurisdicción 080  Ministerio  de  Acción 

Social. 

Artículo 25 al 28: Sin reglamentar. 
 
 

DECRETO NACIONAL 312/10. 

Reglamentación del Art. 8 de la Ley 22431 
 

Artículo 1:  De  la  información.  Las  jurisdicciones, organismos 

descentralizados  y  entidades  comprendidas  en   el  ámbito de 

aplicación del  artículo  8º  de  la Ley Nº 22.431,  modificado por  la 
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Ley Nº 25.689,  dentro de los treinta  (30) días  hábiles de entrada en 

vigencia  del presente decreto, deberán informar, a la Subsecretaria 

de Gestión y Empleo  Público  de la Secretaria de la Gestión Publica 

de  la Jefatura de  Gabinete de  Ministros,  lo siguiente: a) Cantidad 

de  cargos cubiertos con  personas con  discapacidad, respecto de 

los totales de  la planta  permanente y transitoria; y b) Cantidad de 

personas discapacitadas contratadas bajo  cualquier modalidad, 

respecto del total de los contratos existentes. Dicha obligación de 

información se  funda  en lo establecido por el Decreto Nº 1027/94 

y resoluciones complementarias. 

Por  su  parte, la Subsecretaria de  Gestión y Empleo  Público  de  la 

Secretaria de  la  Gestión Publica   de  la  Jefatura de  Gabinete de 

Ministros   suministrará  la  pertinente  información al  Ministerio   de 

Trabajo,  Empleo  y Seguridad Social.  Las Jurisdicciones, organismos 

descentralizados  y  entidades  aludidas  en   el  presente  artículo 

deberán actualizar la información respectiva correspondiente al 31 de 

diciembre y al 30 de junio de cada año, dentro de los quince (15) días 

corridos posteriores a dichos vencimientos. 

Dentro   de   los   treinta   (30)  días   corridos  de   los   indicados 

vencimientos, la Subsecretaria de Gestión y Empleo  Público  de la 

Secretaria de  la  Gestión Publica   de  la  Jefatura de  Gabinete de 

Ministros  deberá informar  a los titulares  del Ministerio de  Trabajo, 

Empleo   y  Seguridad  Social   y  de  la  Sindicatura  General  de  la 

Nación,  los  incumplimientos que  se  hubieren verificado  respecto 

de la indicada obligación de información. Asimismo,  las 

jurisdicciones, organismos descentralizados y entidades 

comprendidas en  dicha  obligación, deberán identificar  e informar 

sus  necesidades de  puestos de  trabajo vacantes o las ofertas de 

contratación pasibles de  ser  ocupados preferentemente por 

personas  con   discapacidad.  Esta   última   información  deberá 

remitirse  a la citada Subsecretaría, en cada tramitación por la que 

se solicite  la excepción a la prohibición a la cobertura de vacantes 

dispuesta por  el  artículo   7º  de  la  Ley  Nº  26.546,   o  el  que   lo 

sustituya,  y   en   cada   tramitación  que    se   efectúe  para    la 

contratación de personal, bajo cualquier modalidad. 

Artículo 2: De  la veeduría. En todo  proceso de  selección por  el 

que   se   tramite   la   incorporación  de   personal  en   la   planta 

permanente, en el ámbito de aplicación del artículo  8º de la Ley Nº 

22.431,  modificada por su similar Nº 25.689,  deberá acreditarse la 

veeduría prevista en  el  segundo párrafo   de  dicho   artículo.   Los 
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representantes del  Estado Nacional  en  las  comisiones 

negociadoras de  convenios colectivos de  trabajo que  regulen  la 

relación  de empleo en los organismos comprendidos en el artículo 

8º de la Ley Nº 22.431,  modificado por la Ley Nº 25.689,  adoptarán 

las medidas necesarias para  incorporar en los referidos 

instrumentos, las cláusulas que  hagan efectivo  el cumplimiento de 

la veeduría y de lo establecido en la indicada normativa legal. 

Artículo 3:  Del  ingreso del  personal y  de  la  contratación del 

personal. En todos los procesos de  selección y concursos para  la 

cobertura de vacantes, y en las contrataciones de servicios 

personales, de  locación de  servicios  o  de  obra   intelectual,  bajo 

cualquier modalidad, las jurisdicciones, organismos descentralizados 

y entidades comprendidas en  el ámbito de  aplicación del presente 

Decreto deberán efectuar la consulta previa,  en  la página Web  del 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, del Registro que se 

confeccionará con  los  perfiles  de  los  postulantes inscriptos, a  los 

efectos de participar en el proceso de selección. 

Al respecto, el Ministerio  de  Trabajo,  Empleo  y Seguridad Social 

otorgará a las jurisdicciones, organismos descentralizados y 

entidades antes referidas, una  clave  de  acceso para  consultar el 

Registro mencionado,  debiendo  registrar las  consultas que   se 

generaren al mismo. 

Asimismo,   el  Ministerio  de  Trabajo,   Empleo   y Seguridad  Social 

aportará su  institucionalización federal, a través de  sus  unidades 

territoriales, para   facilitar  una  mayor  cobertura de  captación de 

potenciales postulantes. Dicho  servicio  de  empleo para  personas 

con   discapacidad  podrá  ser   consultado  por   los  demás entes 

indicados en el primer  párrafo  del artículo  8º de  la Ley Nº 22.431, 

modificado por  la Ley Nº  25.689,  interesado en  la búsqueda de 

postulantes para  la cobertura de vacantes. 

La falta de  inscripción en  el respectivo Registro del Ministerio  de 

Trabajo,  Empleo  y Seguridad Social,  no inhibirá de modo  alguno  la 

participación de postulantes con discapacidad en los procesos de 

selección y concursos para  la cobertura de vacantes, y 

contrataciones de  servicios personales anteriormente descriptos, 

ni los  derechos preferenciales atribuidos por  la Ley Nº 22.431  y 

modificatorias. 

Artículo  4:   Para    un   efectivo    cumplimiento  de   la   garantía 

establecida en el último párrafo  del artículo  8º de la Ley Nº 22.431, 
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modificado por la Ley Nº 25.689,  los organismos intervinientes en 

los  procesos de  selección de  postulantes para   la  cobertura de 

vacantes, al  definir  y  utilizar  los  criterios   de  selección que   se 

orienten hacia  las aptitudes, los conocimientos y las capacidades 

específicas considerados esenciales para  las funciones del puesto 

vacante, verificarán  que  no sean motivo  innecesario de  exclusión 

de   las   personas  con   discapacidad,   buscando   garantizar  el 

principio  de no discriminación y la equiparación de oportunidades 

para  todos los candidatos. 

Artículo 5:  La  verificación   del  cumplimiento de  las  previsiones 

establecidas en los artículos precedentes será  responsabilidad del 

titular del Servicio  de  Administración de  Recursos Humanos o del 

área  específica de  contrataciones en su caso, conjuntamente con 

el  titular  de   la  Unidad   de   Auditoría  Interna   de   la  jurisdicción, 

organismo descentralizado o autárquico, ente  público  no  estatal, 

empresa del Estado o empresa privada  concesionaria de servicios 

públicos,  los   que   serán  solidariamente responsables,  con   el 

alcance de  lo establecido en el tercer párrafo  "in fine" del artículo 

8º de la Ley Nº 22.431,  modificado por la Ley Nº 25.689. 
 

Artículo 6: Cuando se  concrete la incorporación de personas con 

discapacidad en  planta  permanente,  transitoria o  bajo  cualquier 

modalidad de contratación, los organismos respectivos 

instrumentarán las medidas necesarias para  una  efectiva 

adaptación de  los  ingresantes a  sus  funciones de  trabajo. A tal 

efecto, podrán requerirle a la Comisión Nacional  Asesora para  la 

Integración de Personas Discapacitadas y al Ministerio de Trabajo, 

Empleo  y Seguridad Social,  la asistencia técnica y las acciones de 

capacitación en los organismos involucrados. 

Artículo 7: En aquellas situaciones en que hubiere tercerización de 

servicios, cualquiera fuere la modalidad de contratación empleada, 

se encuentre o no comprendida ésta en el Régimen del Decreto Nº 

1023/01 y su  normativa complementaria y modificatoria, deberá 

incluirse  en los respectivos Pliegos de Bases y Condiciones 

Particulares, que  el proponente deberá contemplar en su oferta  la 

obligación de ocupar, en la prestación de que  se trate,  a personas 

con  discapacidad, en  una  proporción no  inferior  al  cuatro por 

ciento  (4%) de la totalidad del personal afectado a la misma. 

Artículo 8: Con relación  a la priorización dispuesta en el Artículo 8º 

bis  de  la Ley Nº 22.431,  incorporado por  la Ley Nº 25.689,  si se 
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produjera un  empate de  ofertas, deberá considerarse en  primer 

término  aquella empresa que  tenga contratadas a  personas con 

discapacidad, situación que  deberá ser  fehacientemente 

acreditada.  En  el  caso  en   que   la  totalidad  de   las   empresas 

igualadas hubiera personal con discapacidad, se priorizará,  a igual 

costo,  las   compras  de   insumos  y  provisiones  de   aquellas 

empresas que  contraten o  tengan en  su  planta   de  personal  el 

mayor  porcentaje de personas discapacitadas empleadas. 

Artículo 9: El Ministerio de Trabajo,  Empleo  y Seguridad Social  y la 

Subsecretaria de  Gestión y Empleo  Público  de  la Secretaria de  la 

Gestión Publica   de  la Jefatura de  Gabinete de  Ministros,   estarán 

facultadas para  dictar  en forma  conjunta las normas interpretativas, 

complementarias y aclaratorias del presente Decreto. 

Artículo 10: Invitase,  a las comisiones negociadoras de convenios 

colectivos que  regulen  la relación  de  empleo en  los  organismos 

comprendidos en el artículo 8º de la Ley Nº 22.431,  modificado por 

la  Ley  Nº  25.689,   a  disponer  las  medidas  necesarias  para   el 

efectivo  cumplimiento de lo establecido en dicha  norma. 

Artículo 11:  Invítase  a  adherir  a  las  disposiciones del  presente 

Decreto al Honorable Congreso de la Nación,  al Poder Judicial  de 

la Nación,  al Ministerio  Publico,  a los Gobiernos Provinciales y al 

Gobierno  de   la  Ciudad  Autónoma  de   Buenos  Aires,   a   los 

respectivos Poderes  Legislativos y Judiciales de  las  Provincias y 

de   la  Ciudad  Autónoma  de   Buenos  Aires,   a   los   Gobiernos 

Municipales de las Provincias y a los respectivos Concejos 

Deliberantes u órganos deliberativos municipales. 

Artículo  12:   Comuníquese,  publíquese,  dése  a   la  Dirección 

Nacional  de Registro Oficial y archívese. 
 

 

LEY NACIONAL 23592. Actos discriminatorios 
 

Artículo 1: Quien  arbitrariamente impida,  obstruya, restrinja  o de 

algún  modo  menoscabe el pleno  ejercicio  sobre bases igualitarias 

de  los  derechos y  garantías  fundamentales  reconocidos  en  la 

Constitución Nacional, será  obligado, a pedido del damnificado, a 

dejar  sin efecto el acto  discriminatorio o cesar en su realización y 

a reparar el daño moral y material  ocasionados. 

A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los 

actos u omisiones discriminatorios determinados  por  motivos  tales 
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como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, 

sexo, posición económica, condición social  o caracteres físicos. 

Artículo 2: Elévase en un tercio el mínimo y en un medio  el máximo 

de  la escala penal  de  todo  delito  reprimido por el Código  Penal  o 

Leyes  complementarias cuando sea  cometido por  persecución u 

odio a una raza,  religión o nacionalidad, o con el objeto  de destruir 

en todo  o en parte  a un grupo  nacional, étnico, racial  o religioso. 

En ningún  caso se  podrá exceder del máximo  legal de  la especie 

de pena de que  se  trate. 

Artículo 3: Serán reprimidos con prisión de un mes  a tres  años los 

que   participaren  en  una   organización  o  realizaren propaganda 

basados en  ideas o teorías de  superioridad de  una  raza  o de  un 

grupo  de  personas de  determinada religión, origen  étnico  o color, 

que  tengan por objeto  la justificación o promoción de la 

discriminación racial o religiosa  en cualquier forma. 

En  igual  pena incurrirán  quienes por  cualquier medio  alentaren o 

iniciaren  a la persecución o el odio contra una  persona o grupos de 

personas a causa de su raza,  religión, nacionalidad o ideas políticas. 

Artículo 4: Se declara la obligatoriedad de exhibir en el ingreso a los 

locales  bailables,  de   recreación, salas  de   espectáculos,  bares, 

restaurantes u otros  de  acceso público,  en  forma  clara  y visible el 

texto del artículo 16 de la Constitución Nacional, junto con el de la ley. 

(Artículo incorporado por Art.1° de la Ley Nº 24.782  B.O. 03/04/97) 
 

Artículo 5:  El texto  señalado en  el  artículo  anterior, tendrá una 

dimensión, como mínimo de treinta  centímetros (30) de ancho, por 

cuarenta (40) de alto y estará dispuesto verticalmente. 

En el mismo  al pie, deberá incluirse  un recuadro destacado con  la 

siguiente leyenda: 

"Frente  a cualquier acto  discriminatorio, usted puede recurrir  a la 

autoridad policial  y/o  juzgado civil  de  turno,   quienes tienen   la 

obligación de tomar  su denuncia." 

(Artículo incorporado por art.2° de la Ley Nº 24.782  B.O. 03/04/97) 
 

Artículo 6: Se  impondrá multa  de  $ 500  a $ 1.000  al propietario, 

organizador o  responsable de  locales  bailables, de  recreación, 

salas de espectáculos u otros  de acceso público  que no cumpliere 

estrictamente  con   lo  dispuesto en  los  artículos  4º  y  5º  de   la 

presente ley. 

(Artículo sustituido por 1° de la Ley Nº 25.608  B.O. 8/7/2002) 
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Artículo 7: Comuníquese al Poder Ejecutivo  Nacional. 
 

 

LEY NACIONAL 24557. Riesgos del trabajo 
 

Capítulo I: Objetivos y ámbito de  aplicación de  la ley 
 

Artículo 1: Normativa  aplicable y objetivos de la Ley sobre Riesgos 

del Trabajo  (LRT) 

1.  La  prevención de  los  riesgos y  la  reparación de  los  daños 

derivados del trabajo se  regirán  por esta LRT y sus  normas 

reglamentarias. 

2. Son  objetivos de la Ley sobre Riesgos del Trabajo  (LRT): 
 

a) Reducir  la siniestralidad laboral  a través de la prevención de los 

riesgos derivados del trabajo; 

b)  Reparar los  daños derivados de  accidentes de  trabajo y  de 

enfermedades  profesionales, incluyendo la rehabilitación del 

trabajador damnificado; 

c) Promover la recalificación y la recolocación de  los trabajadores 

damnificados; 

d) Promover la negociación colectiva laboral  para  la mejora  de las 

medidas de prevención y de las prestaciones reparadoras. 

Artículo 2: Ámbito de  aplicación 
 

1. Están  obligatoriamente incluidos  en el ámbito de la LRT: 
 

a) Los funcionarios y empleados del sector público  nacional, de las 

provincias y sus  municipios y de la Municipalidad de la Ciudad de 

Buenos Aires; 

b) Los trabajadores en relación  de dependencia del sector privado; 
 

c) Las personas obligadas a prestar un servicio  de carga pública. 
 

2. E1 Poder Ejecutivo nacional podrá incluir en el ámbito de la LRT a: 
 

a) Los trabajadores domésticos; 
 

b) Los trabajadores autónomos; 
 

c) Los trabajadores vinculados por relaciones no laborales; 
 

d) Los bomberos voluntarios. 
 

Artículo 3: Seguro obligatorio y autoseguro 
 

1. Esta  LRT rige para  todos aquellos que  contraten a trabajadores 

incluidos  en su ámbito de aplicación. 

2. Los  empleadores podrán autoasegurar los  riesgos del  trabajo 
 

 

Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 113 



definidos en esta ley, siempre y cuando acrediten con  la 

periodicidad que  fije la reglamentación; 

a) Solvencia económico-financiera para  afrontar las  prestaciones 

de ésta ley; 

b) Garanticen los  servicios necesarios para  otorgar las 

prestaciones de  asistencia médica y las  demás previstas en  el 

artículo  20 de la presente ley. 

3.  Quienes  no  acrediten ambos extremos deberán asegurarse 

obligatoriamente  en  una   "Aseguradora  de  Riesgos del  Trabajo 

(ART)" de su libre elección. 

4. E1 Estado nacional, las provincias y sus  municipios y la 

Municipalidad de  la Ciudad de  Buenos Aires podrán igualmente 

autoasegurarse. 

Capítulo II:  De la prevención de  los  riesgos del  trabajo 
 

Artículo 4: Obligaciones de  las  partes 
 

1. Los empleadores y los trabajadores comprendidos en el ámbito 

de   la  LRT,  así  como  las  ART  están  obligados a  adoptar  las 

medidas  legalmente  previstas  para   prevenir   eficazmente  los 

riesgos del trabajo. 

A  tal   fi n  y  sin   perjuicio   de   otras  actuaciones  establecidas 

legalmente, dichas partes deberán asumir  compromisos concretos 

de cumplir con las normas sobre higiene  y seguridad en el trabajo. 

Estos compromisos podrán adoptarse en forma  unilateral,  formar 

parte  de  la negociación colectiva, o incluirse  dentro del  contrato 

entre  la ART y el empleador. 

2. Las  Aseguradoras de  Riesgos del  Trabajo  deberán establecer 

exclusivamente para  cada una de las empresas o establecimientos 

considerados  críticos, de   conformidad  a  lo  que   determine  la 

autoridad de aplicación, un plan de acción que  contemple el 

cumplimiento de las siguientes medidas: 

a) La evaluación periódica de los riesgos existentes y su evolución; 
 

b) Visitas periódicas de control  de cumplimiento de las normas de 

prevención de  riesgos del trabajo y del plan  de  acción elaborado 

en cumplimiento de este artículo; 

c) Definición de  las medidas correctivas que  deberán ejecutar las 

empresas para  reducir  los riesgos identificados y la siniestralidad 

registrada; 
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d)  Una   propuesta  de   capacitación  para   el  empleador  y  los 

trabajadores en materia de prevención de riesgos del trabajo. 

Las  ART y  los  empleadores  estarán  obligados a  informar  a  la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo  o a las Administraciones 

de  Trabajo  provinciales, según corresponda, la formulación y el 

desarrollo del  plan  de  acción establecido en  el presente artículo, 

conforme lo disponga la reglamentación. 

3. A los efectos de la determinación del concepto de empresa crítica, 

la autoridad de  aplicación deberá considerar especialmente, entre 

otros   parámetros, el  grado de  cumplimiento  de  la  normativa de 

higiene y seguridad en el trabajo, así como el índice de siniestralidad 

de la empresa. 4. La ART controlará la ejecución del plan de acción 

y estará obligada a denunciar los incumplimientos a la 

Superintendencia de  Riesgos del  Trabajo.  (Apartado sustituido por 

art. 1º del Decreto N° 1287/2000 B.O. 03/01/2001). 

5.  Las  discrepancias acerca de  la ejecución del  plan  de  acción 

serán resueltas por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

(Apartados sustituidos por  art.  1º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial.) 

(Por art.  4º del Decreto Nº 617/97 B.O. 11/07/1997, se  establece 

que  el plazo  para  la formulación o reformulación de  los Planes de 

Mejoramiento para  la actividad agraria, previstos en  el presente 

artículo  será  de SEIS (6) meses, a partir de la vigencia  del mismo.) 

Artículo 5: Recargo por  incumplimientos 
 

1. Si el accidente de trabajo o la enfermedad profesional se hubiere 

producido como consecuencia de  incumplimientos por  parte  del 

empleador de  la normativa de  higiene  y seguridad en  el trabajo, 

éste deberá pagar al Fondo de  Garantía, instituido  por  el artículo 

33  de   la  presente  ley,  una   suma  de   dinero   cuya   cuantía se 

graduará en función de la gravedad del incumplimiento y cuyo tope 

máximo  será  de treinta  mil pesos ($ 30.000). 

2.  La SRT  es  el órgano encargado de  constatar y determinar  la 

gravedad de  los  incumplimientos,  fijar el  monto del  recargo y 

gestionar el pago de la cantidad resultante. 

Capítulo III:  Contingencias y situaciones cubiertas 
 

Artículo 6: Contingencias 
 

1. Se considera accidente de trabajo a todo  acontecimiento súbito 
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y violento  ocurrido por  el hecho o en ocasión del trabajo, o en el 

trayecto entre   el  domicilio  del  trabajador y  el  lugar  de  trabajo, 

siempre  y  cuando  el  damnificado  no   hubiere  interrumpido o 

alterado dicho  trayecto por causas ajenas al trabajo. El trabajador 

podrá declarar por escrito ante  el empleador, y éste dentro de las 

setenta y  dos   (72) horas ante   el  asegurador, que   el  itinere  se 

modifica  por  razones de  estudio, concurrencia a  otro  empleo o 

atención de  familiar directo enfermo y no  conviviente, debiendo 

presentar el pertinente certificado a requerimiento del  empleador 

dentro de los tres  (3) días  hábiles de requerido. 

2 a) Se  consideran enfermedades profesionales aquellas que  se 

encuentran incluidas en el listado  que elaborará y revisará el Poder 

Ejecutivo,  conforme al procedimiento del artículo  40 apartado 3 de 

esta ley. El listado  identificará agente de  riesgo, cuadros clínicos, 

exposición y actividades en capacidad de  determinar la 

enfermedad profesional. 

Las enfermedades no incluidas en el listado, como sus 

consecuencias, no  serán consideradas resarcibles, con  la única 

excepción de lo dispuesto en los incisos siguientes: 

2 b) Serán igualmente consideradas enfermedades profesionales 

aquellas otras que,  en  cada caso concreto, la Comisión Médica 

Central  determine como provocadas por causa directa e inmediata 

de la ejecución del trabajo, excluyendo la influencia  de los factores 

atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo. 

A los efectos de  la determinación de  la existencia de  estas 

contingencias, deberán cumplirse las siguientes condiciones: 

i) El trabajador o sus  derechohabientes deberán iniciar el trámite 

mediante  una   petición fundada,  presentada  ante   la  Comisión 

Médica  Jurisdiccional, orientada a  demostrar la concurrencia de 

los agentes de riesgos, exposición, cuadros clínicos  y actividades 

con  eficiencia causal directa respecto de su dolencia. 

ii)  La Comisión Médica  Jurisdiccional sustanciará la petición con la 

audiencia del  o de  los  interesados así  como del  empleador y la 

ART; garantizando el debido proceso, producirá las  medidas de 

prueba necesarias y emitirá  resolución debidamente fundada en 

peritajes de rigor científico. 

En   ningún   caso  se   reconocerá  el   carácter  de   enfermedad 

profesional  a  la  que   sea   consecuencia  inmediata, o  mediata 

previsible,   de   factores  ajenos  al   trabajo  o   atribuibles  al 
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trabajador, tales   como la  predisposición o  labilidad  a  contraer 

determinada dolencia. 

2   c)  Cuando  se   invoque    la  existencia  de   una   enfermedad 

profesional y  la  ART considere que  la  misma   no  se  encuentra 

prevista  en   el  listado   de   enfermedades profesionales, deberá 

sustanciarse el procedimiento del inciso 2b. Si la Comisión Médica 

Jurisdiccional entendiese  que   la  enfermedad encuadra  en   los 

presupuestos definidos en dicho  inciso,  lo comunicará a la ART, la 

que,  desde esa  oportunidad y hasta tanto  se resuelva en definitiva 

la  situación del  trabajador, estará  obligada a  brindar   todas las 

prestaciones  contempladas en  la  presente ley.  En  tal  caso,  la 

Comisión Médica   Jurisdiccional deberá requerir  de  inmediato  la 

intervención de  la Comisión Médica  Central  para  que  convalide o 

rectifique dicha   opinión.   Si  el  pronunciamiento de  la  Comisión 

Médica  Central  no convalidase la opinión  de  la Comisión Médica 

Jurisdiccional, la ART cesará en el otorgamiento de  las 

prestaciones  a   su   cargo.  Si   la   Comisión   Médica    Central 

convalidara el  pronunciamiento deberá,  en  su  caso, establecer 

simultáneamente el porcentaje de incapacidad del trabajador 

damnificado, a los efectos del pago de las prestaciones dinerarias 

que   correspondieren. Tal  decisión,  de  alcance  circunscripto  al 

caso individual resuelto, no importará la modificación del listado  de 

enfermedades profesionales vigente. La Comisión Médica  Central 

deberá   expedirse   dentro  de    los   30   días    de    recibido   el 

requerimiento de la Comisión Médica  Jurisdiccional. 

2  d)  Una  vez  que  se  hubiera pronunciado  la  Comisión Médica 

Central  quedarán expeditas las posibles acciones de  repetición a 

favor  de  quienes hubieran afrontado prestaciones  de  cualquier 

naturaleza, contra quienes resultaren en definitiva responsables de 

haberlas asumido. 

(Apartado sustituido  por  art.  2º  del  Decreto Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial.) 

3. Están  excluidos de esta ley: 
 

a)  Los  accidentes de  trabajo y  las  enfermedades  profesionales 

causados por  dolo  del  trabajador o por  fuerza  mayor  extraña  al 

trabajo: 

b) Las incapacidades del trabajador preexistentes a la iniciación de 

la  relación   laboral   y  acreditada  en   el  examen  preocupacional 
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efectuado  según  las   pautas  establecidas por   la  autoridad de 

aplicación. 

Artículo 7: Incapacidad Laboral Temporaria 
 

1.   Existe   situación  de   Incapacidad  Laboral   Temporaria  (ILT) 

cuando el  dono   sufrido   por  el  trabajador  le  impida 

temporariamente la realización de sus  tareas habituales. 

2. La situación de Incapacidad Laboral  Temporaria (ILT)  cesa por: 
 

a) Alta médica: 
 

b) Declaración de Incapacidad Laboral  Permanente (ILP); 
 

c)   Transcurso  de   un   año   desde  la   primera    manifestación 

invalidante; 

d) Muerte  del damnificado. 
 

Artículo 8: Incapacidad Laboral Permanente 
 

1.   Existe   situación  de   Incapacidad  Laboral   Permanente  (ILP) 

cuando el daño sufrido  por el trabajador le ocasione una 

disminución permanente de su capacidad laborativa. 

2. La Incapacidad Laboral  Permanente (ILP) será  total,  cuando la 

disminución de  la capacidad laborativa permanente fuere  igual o 

superior al 66 %, y parcial,  cuando fuere inferior a este porcentaje. 

3. El grado de incapacidad laboral permanente será  determinado por 

las comisiones médicas de esta ley, en base a la tabla  de evaluación 

de  las  incapacidades  laborales, que  elaborará el  Poder Ejecutivo 

Nacional  y, ponderará entre  otros  factores, la edad del trabajador, el 

tipo de actividad y las posibilidades de reubicación laboral. 

4. El Poder Ejecutivo  nacional garantizará, en  los  supuestos que 

correspondiese, la aplicación de criterios  homogéneos en la 

evaluación de  las incapacidades dentro del Sistema Integrado de 

Jubilaciones y Pensiones (SIJP) y de la LRT. 

Artículo 9: Carácter provisorio y definitivo de  la ILP 
 

1. La situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) que diese 

derecho  al  damnificado  a   percibir   una   prestación  de   pago 

mensual, tendrá carácter provisorio  durante los 36 meses 

siguientes a su declaración. 

Este plazo podrá ser extendido por las comisiones médicas, por un 

máximo  de  24  meses más,  cuando no  exista  certeza acerca del 

carácter definitivo del porcentaje de  disminución de  la capacidad 

laborativa. 
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En los casos de  Incapacidad Laboral  Permanente parcial  el plazo 

de  provisionalidad podrá ser  reducido si existiera certeza acerca 

del   carácter  definitivo   del   porcentaje  de   disminución  de   la 

capacidad laborativa. 

Vencidos   los    plazos   anteriores,   la    Incapacidad   Laboral 

Permanente  tendrá carácter definitivo. 
 

2. La situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) que diese 

derecho al damnificado a percibir  una  suma de pago único  tendrá 

carácter definitivo a la fecha  del cese del período de  incapacidad 

temporaria. 

Artículo 10: Gran  invalidez 
 

Existe   situación  de   gran   invalidez   cuando  el  trabajador  en 

situación de  Incapacidad Laboral  Permanente total  necesite la 

asistencia  continua  de   otra   persona  para   realizar   los   actos 

elementales de su vida. 

Capítulo IV:  Prestaciones dinerarias 
 

Artículo 11: Régimen legal de  las  prestaciones dinerarias 
 

1. Las prestaciones dinerarias de esta ley gozan de las franquicias 

y privilegios de los créditos por alimentos. Son,  además, 

irrenunciables y no pueden ser  cedidas ni enajenadas. 

2. Las  prestaciones  dinerarias por  Incapacidad Laboral  Temporaria 

(ILT) o permanente provisoria se  ajustarán en función  de la variación 

del   AMPO  definido   en   la  ley  24.241,   de   acuerdo  a  la  norma 

reglamentaria. (Por art.  6° primer  párrafo  del Decreto Nº 1694/2009 

B.O.  6/11/2009  se  establece que   las  prestaciones  dinerarias por 

Incapacidad  Laboral   Temporaria  (ILT) o  permanente  provisoria 

mencionadas  en   el  presente  inciso,   se   calcularán,  liquidarán   y 

ajustarán de conformidad con lo establecido por el artículo  208 de la 

Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744  (t.o. 1976) y sus  modificatorias. 

Vigencia:  a partir  de  su  publicación en  el B. O. y se  aplicarán a las 

contingencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya 

primera  manifestación invalidante se produzca a partir de esa  fecha) 

3. El Poder Ejecutivo  nacional se encuentra facultado a mejorar  las 

prestaciones dinerarias establecidas en la presente ley cuando las 

condiciones económicas financieras generales del  sistema así  lo 

permitan. 

4. En los supuestos previstos en el artículo  14, apartado 2, inciso 

"b"; artículo  15, apartado 2; y artículos 17 y 18, apartados 1 de  la 
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presente ley, junto con  las prestaciones allí previstas los 

beneficiarios percibirán,  además,   una   compensación   dineraria 

adicional de pago único,  conforme se  establece a continuación: 

a)  En  el  caso  del   artículo   14,   apartado  2,  inciso   "b",   dicha 

prestación adicional será  de PESOS  TREINTA MIL  ($ 30.000). 

b) En los  casos de  los  artículos 15,  apartado 2 y del  artículo  17, 

apartado 1), dicha  prestación adicional será  de  PESOS 

CUARENTA MIL  ($ 40.000). 

c) En el caso del  artículo  18,  apartado 1, la prestación adicional 

será  de PESOS  CINCUENTA MIL  ($ 50.000). 

(Por art.  1° del Decreto Nº 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se  elevan  las 

sumas de las compensaciones  dinerarias adicionales de pago único, 

previstas en  los  apartados a), b) y c) del presente inciso,  a PESOS 

OCHENTA MIL ($ 80.000),  PESOS  CIEN MIL ($ 100.000)  y PESOS 

CIENTO VEINTE MIL ($ 120.000)  respectivamente. Vigencia: a partir 

de   su   publicación  en   el  Boletín   Oficial  y  se   aplicarán  a   las 

contingencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya 

primera  manifestación invalidante se produzca a partir de esa  fecha) 

(Apartado incorporado por  art.  3º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

Artículo 12: Ingreso base 
 

1.  A los  efectos de  determinar  la  cuantía de  las  prestaciones 

dinerarias se  considera ingreso base la cantidad que  resulte de 

dividir la  suma total  de  las  remuneraciones sujetas a  aportes y 

contribuciones, con  destino al Sistema Integrado de  Jubilaciones 

y Pensiones, devengadas en los DOCE (12) meses anteriores a la 

primera  manifestación invalidante, o en el tiempo de prestación de 

servicio si fuera menor  a UN (1) año, por el número de días corridos 

comprendidos en el período considerado. 

(Apartado sustituido  por  art.  4º  del  Decreto Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial.) 

2.  El  valor  mensual  del  ingreso base  resulta de   multiplicar   la 

cantidad obtenido según el apartado anterior  por 30,4. 

Artículo 13: Prestaciones por  Incapacidad Laboral Temporaria 
 

1. A partir del día siguiente a la primera  manifestación invalidante 

y  mientras dure  el  período de  Incapacidad Laboral  Temporaria 
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(ILT), el damnificado percibirá una prestación de pago mensual, de 

cuantía igual al valor mensual del ingreso base. 

La prestación dineraria  correspondiente a  los  primeros diez  días 

estará a cargo del empleador. Las prestaciones dinerarias 

siguientes estarán a cargo de la ART la que,  en todo  caso, asumirá 

las prestaciones en especie. 

El pago de la prestación dineraria  deberá efectuarse en el plazo  y en 

la  forma   establecida  en   la  Ley  Nº   20.744   (t.o.   1976)   y  sus 

modificatorias para el pago de las remuneraciones a los trabajadores. 

(Apartado sustituido  por  art.  5º  del  Decreto Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

2. El responsable del pago de  la prestación dineraria  retendrá los 

aportes  y  efectuará  las  contribuciones correspondientes  a  los 

subsistemas de  Seguridad Social  que  integran el SUSS  o los  de 

ámbito provincial  que  los  reemplazan, exclusivamente, conforme 

la normativa previsional vigente  debiendo abonar, asimismo, las 

asignaciones familiares. 

(Apartado sustituido  por  art.  5º  del  Decreto Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

3.   Durante    el   periodo  de   Incapacidad  Laboral   Temporaria, 

originada en accidentes de trabajo 0 en enfermedades 

profesionales, el trabajador no  devengará remuneraciones de  su 

empleador, sin perjuicio  de lo dispuesto en el segundo párrafo  del 

apartado 1 del presente  Artículo. 

Artículo 14: Prestaciones por  Incapacidad Permanente Parcial 

(IPP) 
 

1.  Producido  el  cese  de   la  Incapacidad  Laboral   Temporaria  y 

mientras  dure   la  situación  de  provisionalidad  de  la  Incapacidad 

Laboral Permanente Parcial  (IPP), el damnificado percibirá una 

prestación de pago mensual cuya cuantía será  igual al valor mensual 

del  ingreso base  multiplicado por  el  porcentaje de  incapacidad, 

además de  las  asignaciones familiares  correspondientes, hasta la 

declaración del carácter definitivo de la incapacidad. 

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral 

Permanente Parcial  (IPP), el damnificado percibirá las  siguientes 

prestaciones: 
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a)  Cuando el  porcentaje de  incapacidad sea   igual  o  inferior  al 

CINCUENTA POR  CIENTO  (50%)  una   indemnización  de   pago 

único,  cuya  cuantía será  igual a CINCUENTA Y TRES (53) veces el 

valor mensual del ingreso base,  multiplicado por  el porcentaje de 

incapacidad y por un coeficiente que  resultará de dividir el número 

SESENTA Y CINCO (65) por la edad del damnificado a la fecha  de 

la primera  manifestación invalidante. 

Esta  suma en ningún  caso será  superior a la cantidad que  resulte 

de  multiplicar  PESOS  CIENTO OCHENTA MIL  ($ 180.000)  por  el 

porcentaje de incapacidad. 

b) Cuando el porcentaje de incapacidad sea  superior al 

CINCUENTA POR  CIENTO (50%)  e  inferior  al SESENTA Y SEIS 

POR   CIENTO  (66%),   una   Renta   Periódica -contratada  en   los 

términos de  esta ley- cuya  cuantía será  igual al valor mensual del 

ingreso base  multiplicado por  el porcentaje de  incapacidad. Esta 

prestación está sujeta a la retención de  aportes de  la Seguridad 

Social  y contribuciones para  asignaciones familiares  hasta que  el 

damnificado  se   encuentre  en   condiciones  de   acceder  a   la 

jubilación  por cualquier causa. El valor actual esperado de la renta 

periódica en ningún  caso será  superior a PESOS  CIENTO 

OCHENTA MIL ($ 180.000). Deberá asimismo adicionarse  la 

prestación  complementaria prevista en  el  artículo   11,  apartado 

cuarto de  la presente ley. (Por art.  2° del  Decreto Nº 1694/2009 

B.O. 6/11/2009 se  suprimen los topes previstos en los apartados 

a)  y  b)  del  presente inciso.   Por  art.  3°  de  la  misma   norma   se 

establece que la indemnización que corresponda por aplicación de 

dicho  inciso nunca será  inferior al monto que  resulte de multiplicar 

PESOS  CIENTO OCHENTA MIL  ($ 180.000 :) por el porcentaje de 

incapacidad. Vigencia:  a  partir  de  su  publicación en  el  Boletín 

Oficial y se  aplicarán a  las  contingencias previstas en  la Ley Nº 

24.557  y sus  modificaciones cuya  primera  manifestación 

invalidante se  produzca a partir de esa  fecha) 

(Artículo  sustituido  por  art.  6º  del  Decreto  Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

Artículo 15:  Prestaciones por  Incapacidad Permanente  Total 

(IPT) 
 

1. Mientras  dure  la situación de  provisionalidad de  la Incapacidad 

Laboral Permanente Total, el damnificado percibirá una prestación 
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de pago mensual equivalente al SETENTA POR CIENTO (70%) del 

valor  mensual del  ingreso base.  Percibirá, además,  las 

asignaciones familiares   correspondientes, las  que   se  otorgarán 

con  carácter no contributivo. 

Durante   este  período, el  damnificado  no  tendrá  derecho  a  las 

prestaciones del  sistema  previsional, sin  perjuicio  del  derecho a 

gozar   de  la  cobertura del  seguro de  salud   que   le  corresponda, 

debiendo la ART retener los aportes respectivos para  ser  derivados 

al Instituto  Nacional  de Servicios Sociales para  Jubilados y 

Pensionados, u otro organismo que  brindare tal prestación. 

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral 

Permanente Total (IPT), el damnificado percibirá las  prestaciones 

que   por   retiro   definitivo   por   invalidez   establezca  el  régimen 

previsional al que  estuviere afiliado. 

Sin perjuicio  de la prestación prevista por el apartado 4 del artículo 

11  de  la presente ley, el damnificado percibirá, asimismo, en  las 

condiciones que  establezca la reglamentación, una  prestación de 

pago  mensual complementaria a  la  correspondiente al  régimen 

previsional. Su monto se determinará actuarialmente en función del 

capital  integrado por la ART. Ese  capital  equivaldrá a CINCUENTA 

Y TRES (53) veces el valor mensual del ingreso base, multiplicado 

por un coeficiente que  resultará de dividir el número 65 por la edad 

del damnificado a la fecha  de  la primera  manifestación invalidante 

y  no  podrá  ser   superior  a  PESOS   CIENTO  OCHENTA  MIL ($ 

180.000)  (Por art.  4° del Decreto Nº 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se 

establece que la indemnización que corresponda por aplicación del 

presente inciso,  nunca será  inferior a PESOS  CIENTO OCHENTA 

MIL ($ 180.000). Vigencia:  a partir  de  su  publicación en  el Boletín 

Oficial y se  aplicarán a  las  contingencias previstas en  la Ley Nº 

24.557  y sus  modificaciones cuya  primera  manifestación 

invalidante se produzca a partir de esa  fecha). 

3.  Cuando  la  Incapacidad  Permanente  Total   no   deviniere   en 

definitiva,  la  ART se   hará   cargo del  capital   de   recomposición 

correspondiente, definido  en la Ley Nº 24.241  (artículo 94) o, en su 

caso, abonará una  suma equivalente al régimen provisional a que 

estuviese afiliado el damnificado. 

(Artículo  sustituido  por  art.  7º  del  Decreto  Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 
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Artículo 16: Retorno al trabajo por  parte del  damnificado 
 

1.  La  percepción  de   prestaciones  dinerarias por   Incapacidad 

Laboral Permanente es compatible con el desempeño de 

actividades remuneradas por cuenta propia  o en relación  de 

dependencia. 

2. El Poder Ejecutivo  Nacional  podrá reducir  los aportes y 

contribuciones al Sistema de  Seguridad Social,  correspondientes 

a supuestos de retorno al trabajo de trabajadores con Incapacidad 

Laboral  Permanente. 

3. Las prestaciones establecidas por esta ley son  compatibles con 

las  otras correspondientes al  régimen  previsional a  las  que   el 

trabajador tuviere   derecho, salvo   lo  previsto en  el  artículo   15, 

segundo párrafo  del apartado 1, precedente. 

(Artículo  sustituido  por  art.  8º  del  Decreto  Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

Artículo 17: Gran  invalidez 
 

1.  El damnificado declarado gran  inválido  percibirá las 

prestaciones correspondientes a los distintos supuestos de 

Incapacidad Laboral  Permanente Total (IPT). 

2. Adicionalmente, la ART abonará al damnificado una prestación de 

pago mensual equivalente a tres  veces el valor del AMPO definido 

por  la ley 24.241  (artículo  21),  que  se  extinguirá  a  la muerte del 

damnificado.  (Por   el  art.   5°  del   Decreto  Nº   1694/2009   B.O. 

6/11/2009 se establece en la suma de PESOS  DOS MIL ($ 2.000) la 

prestación adicional de pago mensual prevista en el presente inciso. 

Por  art.  6° segundo párrafo  de  la misma  norma  se  establece que 

dicha  prestación se ajustará en la misma  proporción en que  lo sean 

las prestaciones del Sistema Integrado Previsional Argentino  (SIPA), 

de  acuerdo a  lo dispuesto en  el artículo  32  de  la Ley Nº 24.241, 

modificado  por   su   similar  Nº  26.417.   Vigencia:   a  partir   de   su 

publicación en  el Boletín  Oficial y se  aplicarán a las  contingencias 

previstas en  la Ley Nº 24.557  y sus  modificaciones cuya  primera 

manifestación invalidante se produzca a partir de esa  fecha). 

Artículo 18: Muerte del  damnificado 
 

1. Los derechohabientes del trabajador accederán a la pensión por 

fallecimiento prevista  en  el  régimen  previsional al  que  estuviera 

afiliado  el  damnificado y  a  las  prestaciones establecidas en  el 
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segundo párrafo  del apartado 2 del artículo 15 de esta ley, además 

de la prevista en su artículo  11, apartado cuarto. 

2. Se consideran derechohabientes a los efectos de esta Ley, a las 

personas enumeradas en el artículo 53 de la Ley Nº 24.241,  quienes 

concurrirán en el orden  de prelación y condiciones allí señaladas. El 

límite  de   edad  establecido en  dicha   disposición  se   entenderá 

extendido hasta  los  VEINTIUN (21) años, elevándose hasta  los 

VEINTICINCO (25) años en caso de tratarse de estudiantes a cargo 

exclusivo del  trabajador fallecido.   En  ausencia de  las  personas 

enumeradas  en   el  referido   artículo,   accederán  los   padres  del 

trabajador en  partes iguales; si hubiera fallecido  uno  de  ellos,  la 

prestación será   percibida íntegramente por  el  otro.  En  caso de 

fallecimiento de  ambos padres, la  prestación corresponderá, en 

partes iguales, a  aquellos familiares  del  trabajador fallecido  que 

acrediten haber estado a su cargo. La reglamentación determinará 

el grado de  parentesco  requerido para  obtener el beneficio y la 

forma de acreditar la condición de familiar a cargo. 

(Artículo  sustituido  por  art.  9º  del  Decreto  Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

Artículo 19: Contratación de  la renta periódica 
 

1. A los efectos de esta ley se considera renta  periódica la prestación 

dineraria, de  pago mensual, contratada entre  el beneficiario y una 

compañía de seguros de retiro, quienes a partir de la celebración del 

contrato respectivo, serán las  únicas responsables de  su  pago. El 

derecho a la renta  periódica comienza en la fecha  de la declaración 

del  carácter definitivo  de  la  incapacidad permanente parcial  y se 

extingue con la muerte del beneficiario. 

En el caso de  las  empresas que  no  se  afilien a  una  ART, dicha 

prestación deberá ser  contratada con  una  entidad de  seguro de 

retiro a elección del beneficiario. Esta,  a partir de la celebración del 

contrato respectivo, será  la única  responsable de su pago. 

(Apartado sustituido por  art.  10  del  Decreto Nº  1278/2000  B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial) 

2.  El Poder Ejecutivo  nacional fijará la  forma  y la  cuantía de  la 

garantía del  pago de  la  renta   periódica en  caso de  quiebra o 

liquidación por insolvencia de las compañías de seguros de retiro. 
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Capítulo V: Prestaciones en  especie 
 

Artículo 20: 
 

1. Las ART otorgaran a los trabajadores que  sufran  algunas de las 

contingencias previstas en esta ley las siguientes prestaciones en 

especie: 

a) Asistencia médica y farmacéutica: 
 

b) Prótesis y ortopedia; 
 

c) Rehabilitación; 
 

d) Recalificación profesional; y 

e) Servicio  funerario. 

2. Las ART podrán suspender las prestaciones dinerarias en caso 

de  negativa  injustificada del  damnificado, determinada  por  las 

comisiones médicas, a percibir  las prestaciones en especie de los 

incisos a), c) y d). 

3.  Las  prestaciones a  que  se  hace referencia en  el apartado 1, 

incisos a), b) y c) del presente Artículo, se otorgaran a los 

damnificados hasta su curación completa o mientras subsistan los 

síntomas incapacitantes, de acuerdo a como lo determine la 

reglamentación. 

Capítulo VI:  Determinación y revisión de  las  incapacidades 
 

Artículo 21: Comisiones médicas 
 

1. Las comisiones médicas y la Comisión Médica  Central  creadas 

por la ley 24.241  (artículo 51), serán las encargadas de determinar: 

a)  La  naturaleza  laboral   del   accidente  o   profesional  de   la 

enfermedad; 

b) El carácter y grado de la incapacidad; 
 

c) El contenido y alcances de las prestaciones en especie. 
 

2. Estas comisiones podrán, asimismo, revisar  el tipo,  carácter y 

grado de  la incapacidad, y -en  las  materias de  su  competencia- 

resolver  cualquier discrepancia que pudiera surgir entre  la ART y el 

damnificado o sus  derechohabientes. 

3.  La reglamentación establecerá  los  procedimientos a  observar 

por   y  ante   las   comisiones  médicas,  así   como  el   régimen 

arancelario de las mismas. 

4.  En  todos  los  casos el  procedimiento  será   gratuito  para   el 

damnificado, incluyendo traslados y estudios complementarios. 
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5.  En lo que  respecta específicamente a  la determinación de  la 

naturaleza  laboral   del   accidente  prevista  en   el  inciso   a)  del 

apartado 1 de  este artículo  y siempre que  al iniciarse  el trámite 

quedare planteada la divergencia sobre dicho  aspecto, la 

Comisión actuante,  garantizando el debido proceso, deberá 

requerir,   conforme  se   establezca  por   vía  reglamentaria,  un 

dictamen  jurídico  previo   para   expedirse sobre  dicha   cuestión. 

(Apartado incorporado por art. 11 del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 

03/01/2001. Vigencia: a partir del primer  día del mes  subsiguiente 

a su publicación en el Boletín Oficial). 

Artículo 22: Revisión de  la incapacidad 
 

Hasta la declaración del carácter definitivo de  la incapacidad y a 

solicitud  del obligado al pago de las prestaciones o del 

damnificado, las  comisiones médicas efectuaran nuevos 

exámenes para  revisar el carácter y grado de incapacidad 

anteriormente reconocidos. 

Capítulo VII:  Régimen financiero 
 

Artículo 23: Cotización 
 

1. Las prestaciones previstas en esta Ley a cargo de  las ART, se 

financiarán con  una  cuota mensual a cargo del empleador. 

2. Para  la determinación de la base imponible  se aplicarán las reglas 

de la Ley 24.241  (artículo 9), incluyéndose todas las prestaciones que 

tengan carácter remuneratorio a los fines del SIJP. 

3. La cuota debe ser  declarada y abonada conjuntamente con  los 

aportes y contribuciones que  integran la CUSS.  Su  fiscalización, 

verificación  y ejecución estará a cargo de la ART. 

Artículo 24: Régimen de  alícuotas 
 

1. La Superintendencia de Seguros de la Nación  en forma conjunta 

con  la Superintendencia de  Riesgos del Trabajo  establecerán los 

indicadores que  las ART habrán de tener  en cuenta para  diseñar el 

régimen de alícuotas. Estos indicadores reflejarán  la siniestralidad 

presunta, la siniestralidad efectiva, y la permanencia del empleador 

en una  misma  ART. 

2. Cada ART deberá fijar su  régimen de  alícuotas en  función  del 

cual  será  determinable para  cualquier establecimiento, el valor de 

la cuota mensual. 

3.   El   régimen   de    alícuotas  deberá   ser    aprobado  por   la 

Superintendencia de Seguros de la Nación. 
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